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RESUMEN 

 

La presente investigación teórico-descriptiva tuvo como propósito exponer la forma 

cómo se viene aplicando las instituciones que rigen en la Etapa Intermedia del 

NCPP 2004, tales como el reexamen de un medio probatorio inadmitido por el juez 

de Investigación Preparatoria, la terminación anticipada del proceso instalada en la 

audiencia de control de acusación como medio de simplificación procesal-penal, y 

la ausencia de un escenario de contradicción para resolver la pretensión civil 

cuando el juez sobresee un proceso donde se verifica un daño palpable. Este 

nuevo modelo procesal penal no sólo presenta dificultades en el Perú, sino también 

en otros Estados donde se ha incorporado dicho paradigma adjetivo.  

El principal objetivo del presente trabajo teórico-descriptivo fue establecer criterios 

interpretativos que coadyuven a corregir la mala praxis en algunas de las prácticas 

procesales que se desarrollan durante la Etapa Intermedia; así mismo, de manera 

propositiva, identificar las causas que generan estas deficiencias en el reexamen, 

la terminación anticipada, y el sobreseimiento; para arribar a posibles soluciones 

que optimicen su ejecución.  

Por ello, fue necesario revisar y cotejar algunos libros sobre la materia; asimismo 

verificar y acudir a algunas audiencias reales en la Corte Superior de Justicia de la 

Libertad y en otros distritos judiciales del Perú, y también, compilar algunos audios 

y resoluciones que tratan sobre lo que es materia de investigación con el propósito 

de analizar lo que se encuentra en la doctrina con lo resuelto en la realidad.  

De igual modo, se comprobó la hipótesis de que la controvertible aplicación del 

Nuevo Código Procesal Penal 2004 afecta la correcta praxis de las instituciones 

que rigen la Etapa Intermedia, tales como el reexamen, terminación anticipada y 

sobreseimiento por parte de los operadores de justicia de los distintos distritos 

judiciales del Perú; los mismos que tienen decisiones dispares, en específico el 

Ministerio de la Defensa y la Fiscalía, ya que no plantean las incidencias 

correspondientes como por ejemplo recursos de apelación, casación, entre otros.  

Palabras Claves: etapa intermedia, reexamen, terminación anticipada, 

sobreseimiento. 
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ABSTRACT 

 

This theoretical-descriptive research had the purpose to explain how the institutions 

that take place in the Intermediate Stage of the New Criminal Procedural Code 

(NCPP) 2004 have been applied, such as the reexamination of an evidentiary mean 

inadmissible by the Judge of Preparatory Investigation; the anticipated termination 

of a process, installed in the hearing of oversight of charges as a means of criminal- 

procedure simplification; and the absence of a scenario of contradiction to resolve 

the civil claim when the judge dismisses a process where there is palpable damage. 

This new model of criminal procedure not only presents difficulties in Peru but also 

in other countries where this adjective paradigm has been incorporated. 

The main aim of this theoretical-descriptive work was to establish interpretative 

criteria that help to correct malpractice in some of the procedural practices that are 

developed during the Intermediate Stage; likewise, as a proposal, identify the 

causes that give rise deficiencies in the reexamination, the anticipated termination, 

and the dismissal; to arrive at possible solutions that optimize its implementation. 

Therefore, some books about the subject were reviewed and collated; it was also 

necessary to verify and go to some real hearings in the Superior Court of Justice of 

La Libertad, and also, compile some audios and court decisions related with what is 

matter of investigation with the purpose of analyzing what is written in the doctrine 

with what is been borne out by reality. 

Likewise, the hypothesis was proved in the evidence that the disputable application 

of the New Criminal Procedural Code 2004 affects the appropriate praxis of the 

institutions that take place in the Intermediate Stage, such as reexamination, the 

anticipated termination, and the dismissal by the judicial officials among the different 

Judicial Districts of Peru, the same as have unequal decisions; since these, 

specifically the defense lawyers and the Prosecutor's Office, do not raise the 

corresponding incidents such as appeals, cassation, among others. 

Keywords: intermediate stage, reexamination, anticipated termination, dismissal.
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I. INTRODUCCIÓN: 

 

La Realidad Problemática que concierne al nuevo modelo procesal 

penal acusatorio con rasgos adversariales, que sustenta al Nuevo 

Código Procesal Penal y que se viene aplicando de manera 

progresiva en nuestro territorio peruano, ha dejado de lado el sistema 

inquisitorio, logrando un cambio no solamente de denominación sino 

de implementación de un nuevo rasgo cultural, es decir, se deja de 

lado el ritualismo contenido en un documento, para basarse en un 

sistema de audiencias regidas por principios de inmediación, 

oralidad, entre otros; debiendo el Fiscal conducir la Investigación 

Preliminar y Preparatoria desde la notitia criminis, y el Juzgador al 

tomar una decisión sobre lo expuesto en audiencia, con total 

transparencia y presencia de público, circunstancias que son 

registradas a través de un sistema de audio. 

 

El 01 de abril del 2007 entra en vigencia el Decreto Legislativo Nº 

957, Nuevo Código Procesal Penal del 2004 en el Distrito Judicial de 

La Libertad, con un rol de gran trascendencia en la sociedad toda vez 

que se inicia una faceta de revertir la delincuencia organizada y 

reducir la sobrepoblación carcelaria; en virtud de ello se dictan las 

medidas coercitivas personales y reales, siendo una de ellas la 

prisión preventiva, consagrada en el Artículo 268º de la citada Ley. 

Este cambio de paradigma trajo consigo muchos retos y dificultades 

a corto y a mediano plazo, ya que esta mutación de la escrituralidad 

a la oralidad de manera súbita se tornó sorpresiva para los 

operadores jurídicos y es en función de ello que se suscitaron 

diversas capacitaciones en técnicas de litigación oral a nivel de 

juzgamiento y audiencias previas al juicio oral tanto al interior del 

país como fuera, con la finalidad de aplicar de manera eficaz este 

nuevo corpus procesal; sin embargo, a pesar del esfuerzo de las 

diversas entidades para tal fin, todavía ciertas prácticas inquisitivas 

no han sido despojadas del todo, las cuales pueden percibirse en la 

práctica diaria, tales como la elevación en consulta del requerimiento 
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de sobreseimiento solicitado por el Ministerio Público por parte del 

Juez de Investigación Preparatoria al Fiscal Superior con la intención 

que este último ratifique o rectifique la solicitud del Fiscal inferior; otro 

rasgo inquisitivo es la actuación de prueba de oficio en el juicio oral y 

la facultad del juez de juzgamiento de poder hacer preguntas 

aclaratorias. Dicho de otro modo, la supervivencia agonizante del 

modelo inquisitivo en el país, ha traído como consecuencia nefasta 

pero palpable, malas prácticas en la aplicación del CPP del 2004 en 

los diversos distritos judiciales del territorio nacional donde se 

encuentra vigente.  

 

El actual ordenamiento procesal penal en el Perú es acusatorio 

garantista con rasgos adversariales, pero dentro de la doctrina se ha 

dicho que se tiene un sistema adversarial propio del Common Law 

anglosajón, y ello encuentra viabilidad en torno al principio de 

oralidad; más que un principio ha sido catalogado como un 

instrumento equiparándolo así a la escrituralidad que regía y rige 

hasta la fecha en algunos distritos judiciales, porque se afirma que si 

se reputa a la oralidad como un principio que rige en el nuevo 

sistema procesal del NCPP del 2004 también se debe argumentar 

que la escrituralidad es un principio; sin embargo, ello no es así, ya 

que es un instrumento o método de trabajo que tiene como función 

inescindible la transmisión de la información al Juez. Tampoco se 

puede afirmar que el sistema jurídico nacional presenta influencia del 

sistema anglosajón, ya que éste tiene una arraigada costumbre 

jurisprudencial, así también no se admite prueba anticipada, de 

oficio, preconstituida, de referencia; hay jurados, hay igualdad de 

armas entre las partes, no se aplica la figura de la desvinculación 

procesal, el fiscal es autónomo y puede archivar en cualquier 

momento la causa; asimismo, la defensa construye su propio caso 

obteniendo sus actos de investigación de manera unilateral sin la 

intervención del Fiscal para que éste dote de legalidad a los mismos, 

etc.; pero ello en el Perú no es aplicable. Éste tiene una fuerte 

influencia europeo-continental, basada en el Principio de Legalidad y 
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no en la jurisprudencia, además la prueba de oficio, de referencia, 

preconstituida son admitidas en el Perú y el Fiscal no puede archivar 

en cualquier etapa sino solamente en las Diligencias Preliminares, no 

tiene sistema de jurados. Es así que este nuevo modelo procesal 

penal no sólo presenta dificultades en el Perú sino también en otros 

Estados donde se ha incorporado dicho paradigma adjetivo. La 

dificultad de cambio de mentalidad, de método de trabajo y de 

concepciones, pensamientos, costumbres que de una u otra manera 

están ancladas en un ordenamiento anterior no es tarea fácil porque 

eso requiere de un trabajo suficiente y continuo no sólo a los 

operadores jurídicos que administran justicia sino también a las 

nuevas generaciones de abogados y jóvenes estudiantes que se 

están formando como hombres de Derecho en las aulas 

universitarias, quienes deben de desterrar de su esfera de 

pensamiento dichas prácticas inquisitivas y enfocarse en nutrirse en 

la aplicación de este nuevo sistema para así hacer madurar dicho 

corpus iuris penale. 

 

El nuevo Proceso Penal trae consigo tres etapas bien diferenciadas, 

que son la investigación preparatoria, la etapa intermedia y el 

juzgamiento, cada una con sus peculiaridades y características que 

las individualizan. Pero el NCPP tiene una influencia inquisitiva pero 

no a gran escala sino de manera mínima pero perceptible como por 

ejemplo la prueba de oficio, el envío de consulta del requerimiento de 

sobreseimiento al fiscal superior por parte del Juez de investigación 

preparatoria, la lectura de la prueba preconstituida, etc., que en vez 

de coadyuvar al desarraigo de prácticas inquisitivas hacen latente su 

presencia; por eso es función de los operadores jurídicos hacerlo 

realidad. 

 

Para efectos de la presente investigación, fijaremos nuestra atención 

a la realidad de los operadores que se desenvuelven en el  distrito 

judicial de La Libertad, específicamente en Trujillo y, concretamente 

en la Etapa Intermedia, según Del Rio (2010), quien entiende a la 
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etapa intermedia como aquella “fase donde se funda la idea de que 

los juicios orales deben ser preparados convenientemente y se debe 

llegar a ellos luego de una actividad responsable”. Esta etapa abarca 

la audiencia de control de sobreseimiento y la audiencia preliminar de 

control de acusación (preparación para el juicio), donde los defectos 

o problemas prácticos en la aplicación de la norma procesal, objeto 

de la presente investigación, por parte de los operadores jurídicos 

son bastante notorios y distan mucho de la correcta utilización del 

CPP 2004 y de lo que la dogmática procesal penal nos informa. 

Siendo la Etapa Intermedia, según el criterio del presente trabajo 

investigativo, la fase más importante dentro de la configuración 

estructural del proceso penal actual, a pesar que el artículo 356, 

inciso 1 del NCPP señala que “el juicio es la etapa principal del 

proceso. Se realiza sobre la base de la acusación. Sin perjuicio de 

las garantías procesales reconocidas por la Constitución y los 

Tratados de Derecho Internacional de Derechos Humanos aprobados 

y ratificados por el Perú, rigen especialmente la oralidad, la 

publicidad, la inmediación y la contradicción en la actuación 

probatoria. Asimismo, en su desarrollo se observan los principios de 

continuidad del juzgamiento, concentración de los actos del juicio, 

identidad física del juzgador y presencia obligatoria del imputado y su 

defensor”. 

Asimismo,  se le concibe a la Etapa Intermedia es la fase en donde 

se toman las decisiones que deben responder a los objetivos de 

celeridad, justicia y respeto de garantías procesales, evitándose así 

juicios innecesarios. La presente investigación ha considerado 

necesario incidir y buscar soluciones a los graves problemas que se 

están presentando hasta la actualidad tomando para ello tres puntos 

importantes: 

Primero, cómo la negación por parte del Juez de la Investigación 

Preparatoria de estimar válido el reexamen de un medio probatorio 

afecta el debido proceso y desvincula al NCPP de sus bases teóricas 

y aplicativas. Así mismo, la pertinencia de la terminación anticipada 

durante el control de acusación para simplificar el proceso legal ha 
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sido duramente criticada por la comunidad jurídica donde por un lado 

algunos aceptaban la misma y otros no, ello conllevó a decisiones 

contradictorias entre sí por los mismos jueces de investigación 

preparatoria originándose como consecuencia de ello confusión e 

inseguridad jurídica pero todo ello carecía de sentido dialéctico 

porque aplicando las líneas  o pilares matrices, principios y 

directrices que rigen circunscritamente desde el inicio y término de un 

proceso de cualquier materia (civil, laboral, penal, etc.) cabe hacer 

coto que en el Código Procesal Penal del 2004 en el título preliminar 

no hace mención ni referencia a los principios sobre los cuales actúa 

y ejerce soberanía la figura adjetiva de la terminación anticipada que 

vienen a ser concentración, economía y celeridad procesal; pero ello 

no es argumento suficiente para que no se pueda materializar dicha 

institución procesal consensuada sino que como es sabido y 

aceptado tanto por la doctrina como por la jurisprudencia a falta 

alusión expresa en el NCPP se aplicarán de manera supletoria las 

normas del derecho Civil, en este caso del Código Procesal Civil, 

siendo patente de corso la aplicación en este caso los artículos del 

título preliminar del referido corpus iure civile, tales como el III, 

segundo párrafo, que reza: “En caso de vacío o defecto en las 

disposiciones de este Código, se deberá recurrir a los principios 

generales del derecho procesal y a la doctrina y jurisprudencia 

correspondientes, en atención a las circunstancias del caso”, 

concordada sistemáticamente con el Art. V, que señala que: “Las 

audiencias y la actuación de medios probatorios se realizan ante el 

Juez, siendo indelegables bajo sanción de nulidad. Se exceptúan las 

actuaciones procesales por comisión. El proceso se realiza 

procurando que su desarrollo ocurra en el menor número de actos 

procesales. El Juez dirige el proceso tendiendo a una reducción de 

los actos procesales, sin afectar el carácter imperativo de las 

actuaciones que lo requieran. La actividad procesal se realiza 

diligentemente y dentro de los plazos establecidos, debiendo el Juez, 

a través de los auxiliares bajo su dirección, tomar las medidas 

necesarias para lograr una pronta y eficaz solución del conflicto de 
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intereses o incertidumbre jurídica” mostrando así que sí es viable la 

aplicación de este mecanismo de simplificación procesal en la 

audiencia de control de acusación. Finalmente con respecto a la 

ausencia de una audiencia donde se plasme un debate técnico en lo 

que atañe a la reparación civil cuando se ha declarado el 

sobreseimiento de la causa genera vicios procesales, ello debido a 

que en todo proceso penal rige como principio nuclear la 

contradicción porque por medio de la misma se genera un escenario 

dialéctico donde se postula una tesis y en contrasentido se genera 

una antítesis, de la cual fluye una síntesis, que es la construcción de 

una decisión basada en información de calidad orientada en términos 

de igualdad de armas, debido proceso, tutela jurisdiccional efectiva, 

lo cual refleja una decisión ajustada a derecho. Para poder entender 

lo antes vertido se debe resumir que no hay decisión justa sin 

escuchar a ambas partes, las cuales tienen pretensiones diversas, 

que están en pugna y que buscan objetivos netamente opuestos, ya 

que el único escenario donde se observa ello es en el juicio oral 

cuando en el supuesto de emitirse una sentencia absolutoria se 

podrá imponer una reparación civil, lo cual si goza de legitimidad 

porque ha existido en esa etapa un debate contradictorio en lo 

pertinente a la responsabilidad penal y civil, que se explica en la 

actuación probatoria que ha sido sometida al principio de 

inmediación, oralidad y contradicción. 

 

 

Los Trabajos Previos y antecedentes de Tesis, radican en la 

búsqueda de informes y otras publicaciones para la presente 

investigación, los mismos que han sido rigurosos y han permitido al 

autor ampliar el rango de material teórico en relación al interés 

investigativo. Sin embargo, las características de los antecedentes 

encontrados no han logrado concordar del todo con el tema de 

estudio. Se consigna a continuación algunos trabajos que guardan 

cierta semejanza con las variables estudiadas, aun cuando éstas no 
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logran satisfacer en su totalidad la intencionalidad de la presente 

investigación. 

 

Del Rio (2010), “La Etapa Intermedia en el Nuevo Proceso Penal 

Acusatorio”. En esta monografía se plasma y se argumenta que debe 

existir una etapa específica donde se debata la reparación civil 

cuando se declare fundado el requerimiento fiscal de sobreseimiento 

ya que a diferencia de la sentencia absolutoria existe una etapa 

donde se debate la reparación civil a nivel probatorio que es el juicio 

oral. 

 

Espinoza (2016), “Litigación Penal: Manual de Aplicación del 

Proceso Común”. La mencionada investigación teórico-descriptiva 

señala que el abogado defensor puede incoar el proceso de 

terminación anticipada en la Etapa Intermedia – en específico en la 

audiencia preliminar de control de acusación, pero ello será 

razonable siempre y cuando el abogado defensor no sea el  mismo 

que actuó en la fase preliminar de investigación preparatoria y 

también cuando el  Ministerio Público no haya oralizado su acusación 

fiscal.  

 

Iberico (2017), “La Etapa Intermedia; Los actos postulatorios de los 

sujetos procesales”. Este trabajo investigativo esboza en su línea de 

argumentación que debe realizarse la actuación probatoria de los 

medios probatorios ofrecidos inadmitidos y admitidos en torno a la 

pretensión civil, siempre que el juez de Investigación Preparatoria 

dicte un auto de sobreseimiento. De no cumplirse ello se estaría 

contraviniendo a la normativa procesal-penal vigente (Art. 12.3 del 

Código Procesal Penal).  
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Guillermo (2012), “La Reparación Civil en el Proceso Penal: 

Aspectos Sustantivos y Procesales (con especial énfasis en el Nuevo 

Código Procesal Penal)”. Esta monografía a lo largo de todo su 

estudio, dentro de uno de los puntos más importantes esbozados, se 

resalta la necesidad de una audiencia, en la cual se debata la 

reparación civil cuando el Juez de Investigación Preparatoria declare 

el sobreseimiento ya sea a titulo rogatorio o de oficio, siendo así que 

la acción civil es una acción independiente de la penal; sólo se 

admite su acumulación por cuestiones de simplificación y dotando al 

proceso de celeridad, economía procesal y un resarcimiento al 

agraviado de manera eficaz y rápida. 

 

SACK (2014), “La Responsabilidad Civil en el Nuevo Proceso Penal 

ejercicio de la pretensión civil y reparación integral del daño”. En esta 

obra monográfica el autor expone los motivos del porqué es factible 

que mediante una solicitud del sobreseimiento requerido por el 

Ministerio Público, este mismo órgano de persecución penal solicite 

paralelamente el debate mediante actuación probatoria la pretensión 

civil siempre y cuando lo realice por escrito y no haya actor civil 

constituido. 

 

GACETA PENAL & PROCESAL PENAL 68 (2015), “En qué casos 

procede el cese de la prisión preventiva”. En esta revista en uno de 

sus artículos el profesor Taboada Pilco hace una interpretación 

consistente de una correcta aplicación de la institución jurídica 

procesal de la terminación anticipada, admitiendo dentro de su 

postura la aplicación de la misma antes de la formulación oral de la 

misma, diferenciando así las dos fases de la audiencia preliminar de 

control de acusación donde una es escrita y la otra, oral. 
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El Marco Teórico se circunscribe a las teorías, conceptos y 

definiciones que guardan estricta relación con las variables 

estudiadas, así como las dimensiones interpretativas de cada uno de 

sus elementos. Estos tres temas a desarrollar están relacionados a 

las incidencias que se manifiestan en la Etapa Intermedia; que 

abarca tanto la ausencia de un escenario de contradicción para 

resolver la pretensión civil cuando el juez sobresee un proceso donde 

se verifica un daño palpable, el reexamen y la terminación anticipada. 

Primero, se pasará a definir qué es la Etapa Intermedia; es así que 

para entrar a desarrollar directamente con esta etapa se hará una 

mención a la parte dogmática y doctrinaria con respecto a los tres 

puntos que serán materia de análisis. 

 

El derecho procesal penal es el conjunto de normas legales, 

inescindibles e importantes, para poder así aplicar las consecuencias 

jurídicas previstas en el derecho penal material. Siendo así, el 

derecho adjetivo penal regula la actividad procesal para la 

determinación en concreto de la responsabilidad penal y la  

imposición de las penas. El nuevo modelo procesal penal 

implementado por el Nuevo Código Procesal Penal del 2004 (NCPP) 

que es de carácter acusatorio garantista con ciertos rasgos 

adversariales, ha recogido dentro de su operatividad tres etapas 

básicamente: la etapa de Investigación Preparatoria, la Etapa 

Intermedia y la Etapa de Juicio Oral o juzgamiento. 

 

Una vez que el fiscal toma conocimiento de la comisión de un hecho 

que reviste las características de delito, inicia los actos de 

investigación, requiriendo la intervención policial o realizando por sí 

mismo las diligencias preliminares, con la finalidad inmediata de 

cumplir con los actos urgentes e inaplazables destinados a 

determinar si los hechos ocurrieron y su delictuosidad; así como 

asegurar los elementos materiales de su comisión, individualizar a 

los involucrados y asegurarlos debidamente. Las diligencias 

preliminares constituyen la sub etapa, pre-jurisdiccional del proceso, 
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en la cual el fiscal está facultado, en función a las competencias que 

le confiere la norma, de elegir los casos, procesos en los que debe 

realizarse una investigación formal y para ello dispone de una 

investigación preliminar orientada a recopilar los requisitos 

necesarios para formalizar la investigación. Cabe precisar que las 

diligencias preliminares forman parte de la investigación preparatoria 

formalizada, por ende las actuaciones realizadas en las diligencias 

preliminares no podrán volver a repetirse en la investigación 

preparatoria propiamente dicha, tal como lo estipula el artículo 337.2, 

el cual señala que “las diligencias preliminares forman parte de la 

investigación preparatoria. No podrán repetirse una vez formalizada 

la investigación. Procede su ampliación si dicha diligencia resultare 

indispensable, siempre que se advierta un grave defecto en su 

actuación o que ineludiblemente deba completarse como 

consecuencia de la incorporación de nuevos elementos de 

convicción”.  

De modo que la etapa intermedia constituye el espacio central del 

proceso que tiene por finalidad preparar el paso o tránsito de la 

investigación preparatoria a la etapa de juzgamiento o tomar la 

decisión de archivar el proceso. Para el juicio oral y público, que es 

en esencia la etapa de contradicción o debate, debe prepararse de 

manera mesurada y responsable, destinado a sanear los vicios 

sustanciales y formales de la acusación del fiscal responsable del 

caso, todo ello durante la audiencia preliminar, por ello es que el 

Ministerio Público debe ser responsable al momento de pronunciarse 

por un sobreseimiento o por una acusación, que es una pretensión 

procesal punitiva del Estado, Siccha (2014). La etapa intermedia 

tiene las siguientes funciones; las funciones pueden ser principales, 

pueden ser tanto de carácter positivo como de carácter negativo. Su 

carácter positivo consiste en dilucidar si concurren los presupuestos 

del juicio oral, esto es, si se ha acreditado suficientemente la 

existencia de un hecho punible y si se ha determinado a su presunto 

autor, San Martin (2015).  Su carácter negativo estriba en depurar la 

“notitia criminis” y a evitar que determinadas personas, cuya 
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inocencia esté evidenciada en esta fase, puedan “sentarse en el 

banquillo” cuando ineludiblemente el Tribunal habrá de pronunciar 

una sentencia absolutoria. Asimismo pueden ser accidentales, 

dentro de ella tenemos la función de depuración que consiste en el 

saneamiento procesal, donde se subsanan los vicios, nulidades 

relativas y absolutas. Destinada a resolver con carácter previo la 

existencia o no de presupuestos procesales, de excepciones, 

cuestiones previas, prejudiciales y de competencia, de igual forma 

tiene otra función de carácter complementario instructorio; aquí de lo 

que se trata es saber si la Etapa Intermedia se ha agotado, es decir 

si ya se han realizado todas las actuaciones necesarias para así 

poder acusar o de ser el caso solicitar el sobreseimiento, de no 

cumplirse con ello se podrá ordenar la ampliación de un plazo para 

que se realicen dichos actos con la finalidad de que no se cometa 

una injusticia o quede impune. 

 

La audiencia de Sobreseimiento es una de las dimensiones de la 

Etapa Intermedia, por ende el sobreseimiento es entendido como la 

resolución firme, emanada del órgano jurisdiccional competente en la 

fase intermedia, mediante la cual se pone fin a un procedimiento 

penal incoado con una decisión que, sin actuar el ius puniendi, goza 

de la totalidad o de la mayoría de los efectos de la cosa juzgada. 

También se puede definir al sobreseimiento como aquella institución 

jurídica procesal que está destinada a establecer que los cargos 

imputados a una persona no tienen mérito alguno; es decir que dicha 

atribución de un hecho delictivo a una persona no tiene razón de ser 

ya que no cuenta con base probatoria sólida para que sea llevada a 

Juicio Oral o concurre alguna causa de justificación, exclusión de la 

culpabilidad, el hecho es atípico o no se da una condición objetiva de 

punibilidad, etc. Se admite que existen dos tipos de presupuestos 

esenciales que se deben cumplir para dictar un auto de 

sobreseimiento, a éstos los podemos clasificar en materiales y 

formales.  En ese sentido San Martin (2015), afirma que son cuatro 

los presupuestos de derecho material que se han identificado en la 
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doctrina procesalista: a) insubsistencia objetiva del hecho, es decir 

cuando hay una absoluta convicción en que el hecho que dio origen 

al proceso nunca ha existido en la realidad; b) inexistencia del hecho 

punible, cuando si bien el hecho investigado existe es atípico; c) falta 

de indicios de responsabilidad penal, es decir faltan indicios 

racionales de delictuosidad en el imputado, causa de justificación, 

legítima defensa, error y,  d) prueba notoriamente insuficiente para 

fundamentar la pretensión punitiva. En cuanto al presupuesto formal 

están: que la acción se haya extinguido, que el hecho objeto de la 

causa no pueda atribuírsele al imputado por faltar un presupuesto 

que condiciona la valida iniciación del proceso penal. 

 

En doctrina se habla de cuatro clases de sobreseimiento, entre 

ellos tenemos Neyra (2010), en atención si hay o no suficientes 

elementos que señalen que el hecho constituye delito tenemos el  

sobreseimiento libre, el cual se da cuando de la investigación se 

deduce la imposibilidad de imponer la pretensión punitiva y se da 

cuando: a) no existen indicios razonables de la comisión del hecho 

delictivo; b) cuando el hecho no sea constitutivo de delito, o cuando 

aparezcan exentos de responsabilidad criminal los procesados como 

autores o cómplices. Refiriéndose al sobreseimiento libre que no 

puede dudarse que el auto de sobreseimiento libre, que produce 

todos los efectos de la cosa juzgada, impidiendo tanto la reapertura 

de la causa en que se pueda plantear un nuevo proceso entre las 

mismas partes y por los mismos hechos, cumple plenamente la 

función que el proceso penal está llamado a conseguir, de igual 

manera que si hubiera pronunciado una sentencia resolviendo el 

fondo tras la celebración del juicio oral, por lo que constituye junto a 

esta un modo normal de terminación del proceso. Así también 

tenemos con el sobreseimiento provisional, el cual se produce 

cuando de la investigación resulta la insuficiencia de elementos 

fácticos y probatorios para formular acusación contra una 

determinada persona, provocando la suspensión del proceso, a 

pesar de la existencia del delito. También contamos con el 
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sobreseimiento total, que consiste cuando hay una pluralidad de 

imputados, ninguno de ellos tiene participación alguna en el hecho 

punible por lo que la solución es el auto de sobreseimiento para 

todos y, por último, tenemos el sobreseimiento parcial que se da 

cuando hay pluralidad de imputados y subsisten indicios de 

criminalidad contra alguno de ellos, el juicio oral se abrirá contra 

quienes no favorezca el sobreseimiento. Con respecto al 

sobreseimiento provisional, este tipo de archivo no tiene calidad de 

cosa juzgada siendo así que existe la posibilidad potencial de poder 

volver a procesar a una persona siempre y cuando aparezcan 

elementos objetivos de la vinculación del imputado con el hecho 

punible, cabe acotar que la única limitación es que la acción penal no 

haya prescrito; por consiguiente, lo antes sostenido tiene asidero de 

ser ya que si seguimos a Núñez (2015), quien afirma preguntándose 

¿Sera posible la revisión de una sentencia absolutoria o de un 

auto de sobreseimiento firme? Argumentando que: Nuestro 

parecer es el de permitirse la revisión en contra de los intereses del 

reo en tanto exista y se demuestre una fraudulenta o una aparente 

cosa juzgada, porque el derecho no puede avalar, bajo el pretexto de 

la seguridad jurídica, absoluciones o sobreseimientos producto de 

cohechos activos-pasivos, prevaricatos o de tráfico de influencias, así 

como resoluciones derivadas del medio de la violencia, sin embargo, 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, por medio de su 

doctrina jurisprudencial, va más allá de lo señalado a través del caso 

Almonacid Arellano y otros vs. Chile, en cuya sentencia de fondo 

del 26 de septiembre del 2006, se apuntó lo siguiente: “(…) 154. En 

lo que toca al principio ne bis in ídem, aun cuando es un derecho 

humano reconocido en el artículo 8.4 de la Convención Americana, 

no es un derecho absoluto y; por tanto no resulta aplicable cuando 

i)la actuación del tribunal que conoció el caso y decidió sobreseer o 

absolver al responsable de una violación a los derechos humanos o 

al derecho internacional obedeció al propósito de sustraer al acusado 

de su responsabilidad penal; ii) el procedimiento no fue instruido 

independiente o imparcialmente de conformidad con las debidas 
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garantías procesales o, iii) no hubo la intención real de someter al 

responsable a la acción de la justicia. Una sentencia pronunciada en 

las circunstancias indicadas produce una cosa juzgada aparente o 

fraudulenta. Por otro lado esta corte considera que si aparecen 

nuevos hechos o pruebas que puedan permitir la determinación de 

los responsables de violaciones a los derechos humanos, y más aún, 

de los responsables de crímenes de lesa humanidad, pueden ser 

reabiertas las investigaciones, incluso si existe una sentencia 

absolutoria en calidad de cosa juzgada, puesto que las exigencias de 

la justicia, los derechos de las víctimas y la letra y espíritu de la 

Convención Americana desplaza la protección de ne bis in ídem”, 

este sería el fundamento del sobreseimiento provisional, es por ello 

que dicha tipología de sobreseimiento no tiene calidad de cosa 

juzgada.   

 

En lo concerniente a las causales sobre las cuales gira esta 

institución procesal (sobreseimiento) nuestra normatividad adjetiva 

vigente ha plasmado en su hipótesis procesal del artículo 344, inciso 

2 las siguientes: “El sobreseimiento procede cuando: a) El hecho 

objeto de la causa no se realizó o no puede atribuírsele al imputado; 

b) El hecho imputado no es típico o concurre una causa de 

justificación, de inculpabilidad o de no punibilidad; c) La acción penal 

se ha extinguido; y d) No existe razonablemente la posibilidad de 

incorporar nuevos datos a la investigación y no haya elementos de 

convicción suficientes para solicitar fundadamente el enjuiciamiento 

del imputado. No obstante estos supuestos para efectuarse el 

sobreseimiento, se considera que la legislación vigente, en relación a 

la norma objeto de hermenéutica jurídica, no ha previsto todas las 

circunstancias de hecho que generen un sobreseimiento, como por 

ejemplo, que en un determinado proceso a una misma persona se le 

haya formalizado Investigación Preparatoria sobre un mismo hecho 

histórico, un mismo fundamento; por lo cual, nuestro Código Procesal 

Penal del 2004 no prevé una causal que disponga normativamente 

que el sobreseimiento procederá cuando a una misma persona de 
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manera paralela o secuencial se le esté procesando por un mismo 

hecho, objeto y fundamento (cosa juzgada formal y material); ya que 

al no darse un sobreseimiento en ese escenario se estaría 

vulnerando materialmente el debido proceso del justiciable, más allá 

de si el cuerpo procesal lo contemple o no, debido a que la aplicación 

del derecho en general obedece no siempre a cuestiones legales de 

forma literal sino a circunstancias principistas como el principio de 

defensa, plazo razonable, proporcionalidad e interdicción de la 

arbitrariedad; sin embargo, parte de la jurisprudencia no acepta de 

manera pacífica ello, alegando que se estaría vulnerando el principio 

de legalidad procesal penal por que se le estaría adicionando un 

nuevo supuesto inexistente al artículo 344, inciso 2 del acotado 

código instrumental, lo cual encuentra respaldo jurisprudencial en la 

casación 54-2009- La Libertad que señala que si el Ministerio Público 

dentro de sus facultades no acusa dentro del plazo establecido por la 

norma (Art. 343) no procede el sobreseimiento por caducidad de la 

acción penal ya que se estaría adicionando supuestos normativos a 

la figura del sobreseimiento. 

 

Ahora en cuanto al procedimiento para sobreseer una causa, el 

Fiscal, al concluir la Investigación Preparatoria emite una disposición 

de formalización de investigación preparatoria, después de ello la 

fiscalía tiene 15 días de ser el caso para acusar  siempre y cuando 

exista base para ello o en su defecto solicitar el sobreseimiento pero 

en el supuesto de casos complejos o criminalidad organizada tiene el 

plazo 30 días para requerir acusación o sobreseimiento bajo 

responsabilidad tal como lo estatuye el Articulo 344, inciso 1 del 

referido texto procesal, siendo así que aquí surge una interrogante 

¿Desde cuándo se computa el plazo para que el Fiscal pueda 

acusar, o en su defecto solicitar el sobreseimiento de la causa?; es 

decir, ¿desde cuándo se vence el plazo legal de la Investigación 

Formalizada, o cuando el Ministerio Público emite su Disposición de 

Conclusión de Formalización de Investigación Preparatoria, o cuando 

le es notificada al Juez de Investigación Preparatoria, o desde el 
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momento en que el A quo notifica al Ministerio de la Defensa y a los 

demás sujetos procesales con la referida disposición conclusiva? La 

doctrina se encuentra enfrentada en este aspecto porque por un lado 

el profesor SAN MARTIN (2015), afirma que la culminación de la 

investigación preparatoria, podrá tener lugar de dos formas: al 

dictarse la disposición de conclusión de la investigación preparatoria 

o al emitirse el auto judicial que ordena la conclusión de la misma. Lo 

manifestado por el profesor César San Martin está corroborado por la 

Corte Suprema en la casación 613-2015-Puno, en sus FJ. Noveno 

y Décimo, los cuales establecen que <<Noveno: “Asimismo, luego 

de realizar una interpretación a la norma citada en la resolución de 

vista del propio Código, se tiene lo establecido por el artículo 101 del 

Código Procesal Penal, referido a la oportunidad de la Constitución 

en Actor Civil a la cual está vinculada a que deberá efectuarse antes 

de la culminación de la Investigación Preparatoria; por ende, iniciada 

formalmente esta no puede concluir de otra forma que no sea formal; 

conforme lo establece el numeral 1, del artículo 343, del Código 

Procesal Penal”. Décimo. “De la interpretación de las normas 

señaladas líneas arriba, el fiscal, como director de la investigación, a 

través de una disposición fiscal, dará por concluida la Investigación 

Preparatoria cuando considere que ha cumplido su objeto. Esta no 

puede ser concluida por el juez con el solo vencimiento del plazo 

legal; ante la ausencia de la respectiva disposición fiscal, las partes 

pueden solicitar su conclusión al juez de Investigación Preparatoria, a 

través de una audiencia de control de plazo.”>> Sin embargo, la 

casación 2-2008-La Libertad, en su FJ Octavo señala que: “Que, el 

artículo trescientos treinta y seis del aludido Código, en la parte final 

del inciso uno, regula la formalización y la continuación de la 

Investigación Preparatoria, la que deberá comunicarse al Juez de la 

Investigación Preparatoria a tenor de lo dispuesto en el inciso tres del 

mismo numeral, en concordancia con el artículo tres del Código 

Procesal Penal; interpretándose de todo ello que, el plazo 

establecido en el numeral trescientos cuarenta y dos, debe 
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computarse a partir de su comunicación en virtud a lo establecido en 

el inciso dos del artículo ciento cuarenta y tres; señalándose, 

además, a partir de una interpretación sistemática, que, esa es la 

razón por la cual en cada una de esas fases, diligencias preliminares 

e Investigación Preparatoria, el Código Procesal Penal prevé la 

posibilidad de que los justiciables y fundamentalmente el imputado 

puedan promover mecanismos de control del plazo de investigación, 

que se regulan de manera diferenciada tanto para la fase de las 

diligencias preliminares como para la investigación preparatoria 

propiamente dicha, conforme se desprende de los artículos 334, 

inciso segundo y 343, inciso segundo del referido texto normativo”, a 

contrario sensu, El Sistema Nacional Especializado En Delitos de 

Corrupción de Funcionarios, por la Sala Penal Nacional de 

Apelaciones Colegiado “A”, en la resolución recaído en el 

expediente 00031-2017-3-5201-JR-PE-02, incoado en contra de 

Domingo Arzubialde Elorrieta, por la presunta comisión del delito 

contra la Administración Pública en la modalidad típica de 

Negociación Incompatible, en agravio del Estado ha establecido en 

sus fundamentos jurídicos 6.10, 6.11, 6.15 y 6.16, que se decanta 

por el cuarto criterio, los cuales esbozan que “6.10. El aspecto central 

del asunto materia de análisis, radica en determinar cuál es el 

momento o acto procesal que determina la conclusión o finalización 

de la investigación preparatoria. 6.11. Al respecto, del debate 

producido en audiencia, se postulan varios criterios interpretativos 

que intentan determinar el momento o acto procesal en que concluye 

la investigación preparatoria: i) Primero: cuando materialmente 

vence su plazo legal, ii) Segundo: cuando el fiscal dicta la 

disposición de conclusión o cuando el juez dicta el auto que ordena 

la conclusión de la investigación, previa audiencia de control de 

plazo, iii) Tercero: cuando se comunica al juez la disposición de 

conclusión, o iv) cuarto: cuando se notifica a las partes con la 

disposición de conclusión. 6.15. El cuarto criterio- cuando se notifica 

a las partes con la disposición de conclusión-, a juicio de este 

superior colegiado, es el que resulta ser el más adecuado para 
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efectos de determinar la finalización del cómputo del plazo de la 

investigación preparatoria. Esto es así, porque según lo dispuesto en 

el inciso 6 del artículo 122 del CPP, concordante con el inciso 1 del 

artículo 127 del CPP, las disposiciones deben ser notificadas a los 

sujetos procesales, dentro de las veinticuatro horas después de ser 

dictadas, salvo que se disponga un plazo menor. Como sabemos, la 

notificación tiene por objeto poner en conocimiento de las partes o 

sujetos procesales el contenido de las resoluciones judiciales o de 

las disposiciones fiscales. En esa línea, si las disposiciones fiscales 

deben ser notificadas por mandato legal, los efectos de la 

comunicación se producen desde que los sujetos o partes procesales 

tienen conocimiento de su contenido. En esa línea, se ha 

pronunciado la Primera Sala Penal Especial de la Corte Suprema de 

Justicia de la República, recaída en el expediente Nº 04-2016-“4”-

cuaderno de actor civil: Julca Venegas, considerando vigésimo 

cuarto de la resolución Nº 5, de fecha 4 de setiembre del 2017, 

señalando lo siguiente: “…La doctrina jurisprudencial establecida por 

el tribunal supremo, respecto al artículo 343 del C.P.P, ha fijado que 

es el representante del Ministerio Público quien, a través de una 

disposición, da concluida la investigación preparatoria cuando 

considere que ha cumplido su objeto- en el caso de que no se haya 

solicitado la conclusión al JIP-; no obstante la disposición 

producirá efectos a partir del acto de notificación a los sujetos 

procesales de la conclusión de la misma” (resaltado agregado). 

6.16. Finalmente, este Tribunal Superior, estima que tanto el tercer 

como el cuarto criterio interpretativo resultan válidos invocar para 

efectos de determinar la finalización del cómputo del plazo. Sin 

embargo, en atención a los principios generales de interpretación –

entre ellos: los principios pro actione, de interpretación conforme, de 

interpretación razonable, de protección efectiva de los derechos, 

entre otros-, nos decantamos por el cuarto criterio, por cuanto es el 

sentido interpretativo que permite el acceso a la administración de 

justicia de la manera más favorable para la efectividad de los 

derechos; garantiza de manera más adecuada la vigencia, eficacia y 
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protección de los derechos fundamentales que le asisten a todas las 

partes dentro del proceso; y, produce resultados más favorables, 

equitativos y justos”, habiendo quedado establecido que el plazo de 

15 días en proceso comunes y 30 días en casos complejos o de 

crimen organizado para que la fiscalía acuse o sobresea la causa, se 

computa desde que se le notifica a los sujetos procesales de la 

disposición de conclusión de la investigación preparatoria 

formalizada pero un reciente pronunciamiento casacional de la Corte 

Suprema propugna que la investigación preparatoria formalizada 

culmina cuando el ente persecutor emite su disposición de 

conclusión de investigación preparatoria, tal como lo establece la 

casación 1142-2017-Huancavelica en los F.J Décimo Sexto Décimo 

Octavo y Décimo Noveno “Décimo Sexto. Que el casacionista 

plantea como argumento central de su pretensión impugnatoria que 

el encausado Clemente Mateo había presentado la tutela de 

derechos en forma extemporánea, ya que la etapa de investigación 

preparatoria había concluido de acuerdo con la disposición número 

cero cuatro, del tres de mayo de dos mil diecisiete (ver cuaderno de 

carpeta fiscal). La circunstancia de que se haya formulado en la 

misma fecha que su requerimiento de acusación (veinticuatro de 

mayo de dos mil diecisiete), no habilitaba su tramitación, porque es 

potestad del Ministerio Público formalizar la investigación 

preparatoria y darla por concluida, sin requerir de decisión previa del 

órgano jurisdiccional. Décimo Octavo. Que, de la revisión de las 

copias certificadas que forman la carpeta fiscal, se advierte que 

mediante disposición número cero cuatro, de fojas ciento treinta y 

tres, del tres de mayo de dos mil diecisiete, el señor Fiscal de la 

Fiscalía Provincial Mixta de Tantará, dispuso concluir la investigación 

preparatoria en contra de Kenyhi Hernán Clemente Mateo, por la 

presunta comisión del delito la libertad sexual, en su figura de 

violación sexual de menor de edad, en perjuicio de la menor de 

iniciales M. J. R. C. y poner en conocimiento del Juez de 

Investigación Preparatoria de Castrovirreyna, la referida conclusión. 

Por tanto, a través del citado acto procesal el representante del 
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Ministerio Público puso fin a la etapa de investigación preparatoria, 

de conformidad con lo establecido en el inciso uno del artículo 

trescientos cuarenta y tres del Código Procesal Penal. Décimo 

Noveno. Que en tal sentido, se advierte que la formulación del 

pedido de tutela de derechos materia de análisis se postuló en forma 

extemporánea, por lo que la pretensión impugnatoria debe 

ampararse. El hecho de que se haya interpuesto el mismo día en que 

el señor Fiscal de la Fiscalía Provincial Mixta de Tantará presentó su 

requerimiento de acusación, no habilitaba su admisión porque se 

había iniciado la etapa intermedia del proceso.” ; por lo tanto agotado 

el trámite anterior, una vez requerido el sobreseimiento del proceso 

al juez de investigación preparatoria, este último corre traslado de 

ello a los demás sujetos procesales por el plazo de 10 días, siendo el 

plazo para llevarse a cabo la audiencia de control de sobreseimiento 

desde el momento de la solicitud hasta la realización de la audiencia 

oral no más de 30 días en casos simples y en casos complejos o de 

criminalidad organizada no podrá exceder de 60 días hábiles, aquí 

también surge la pregunta: ¿Desde cuándo se computa el plazo de 

30 días para casos comunes o el de 60 días para casos complejos o 

de crimen organizado, que tiene el Juez de Investigación 

Preparatoria para resolver la solicitud de sobreseimiento? Es decir, 

¿desde que el Ministerio Público emite su requerimiento, o desde 

éste le es notificado al juez de garantías, o desde que este último le 

notifica a los demás sujetos procesales?, el artículo 345.4 del NCPP, 

modificado por el decreto legislativo 1307, refiere básicamente lo 

siguiente: “Entre el requerimiento de sobreseimiento y la audiencia 

que resuelve lo pertinente no puede transcurrir más de treinta (30) 

días. En casos complejos y de criminalidad organizada no podrá 

exceder de sesenta (60) días, bajo responsabilidad”, como puede 

observarse la norma no es clara ni especifica en este punto, por ende 

la interpretación acorde a la constitución y a la vigencia de los 

derechos fundamentales de la persona humana, el computo del plazo 

de los 30 días o 60 días de ser el caso que tiene el magistrado para 

resolver la solicitud de sobreseimiento será desde que el 
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requerimiento es notificado a los demás sujetos procesales ; una vez 

debatido los alcances de la solicitud del archivo de la causa el Juez 

de garantías en casos comunes tiene 15 días hábiles para 

pronunciarse y en los supuestos de casos complejos o de 

criminalidad organizada no podrá excederse de 30 días, claro 

siempre que estime dicho requerimiento emitirá el auto de 

sobreseimiento; empero si no lo considera procedente emitirá un 

auto elevando las actuaciones al fiscal para que ratifique o rectifique 

la solicitud del fiscal provincial, por lo tanto el fiscal superior se 

pronunciará en el plazo de 10 días, pero si el fiscal superior ratifica la 

decisión del fiscal provincial, el juez de investigación preparatoria sin 

trámite alguno dictará el auto de sobreseimiento y, en el supuesto 

negado el superior fiscal no esté de acuerdo con el inferior en grado, 

instará a otro fiscal para que prosiga con el proceso. Como ha 

quedado precisado, el instrumento del sobreseimiento sirve para no 

llevar causas innecesarias al juzgamiento. 

  

Una vez culminada la descripción teórica y legal en torno a la figura 

del sobreseimiento se tratará una cuestión problemática que merece 

una solución para así darle legitimidad al proceso penal, la cual 

consiste en que en la Etapa Intermedia cuando el Juez de Garantías 

declara fundado un requerimiento fiscal de sobreseimiento o a 

petición de la defensa técnica cuando se corre traslado de la 

acusación fiscal, no existe un escenario de contradicción para 

acreditar la pretensión civil con la debida actuación de los medios 

probatorios ofrecidos y admitidos desde un enfoque a priori, con lo 

cual se resta credibilidad y vacía de contenido el debido proceso, 

derecho de defensa, principio de igualdad de armas, etc. Sin 

embargo, para poder ilustrar esta problemática es importante 

circunscribirse a la Reparación Civil, la naturaleza jurídica de la 

acción civil, siendo así que su ejercicio material dentro del proceso 

penal constituye un tema de interés para la comunidad en general, 

toda vez que significa la discusión de una pretensión civil en sede 

penal, lo que beneficiaría a los justiciables, debido a que las 
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responsabilidades civiles por un hecho punible serian materia de 

discusión y solución en un mismo proceso, haciendo así innecesario 

que después de una sentencia condenatoria recién se haga una 

pretensión resarcitoria, ello constituye una de las principales 

contribuciones del Nuevo Código Procesal Penal del 2004 que no 

solamente ha reconocido derechos a los agraviados sino ha 

establecido mecanismos por los cuales independientemente de la 

pretensión penal (a cargo del Ministerio Público) se pueda obtener 

pronunciamiento judicial en lo relativo a la pretensión civil mediante 

una acumulación heterogénea de acciones. Dicha acumulación tiene 

carácter de ser facultativa, ya que es el agraviado quien tiene 

expedito su derecho de formular su pretensión resarcitoria en vía 

penal o civil, pero una vez que opta por una de ellas no podrá acudir 

de manera simultánea a las dos vías jurisdiccionales. La acción civil 

está dotada de un contenido estrictamente patrimonial, de valoración 

económica; es decir que su campo de acción se circunscribe al daño 

causado que será resarcido por el causante de aquél, pero este 

ejercicio legítimo sobre la base de una facultad reconocida por el 

ordenamiento jurídico no sólo a nivel y materia penal sino también a 

nivel del derecho civil estrictamente. Cabe precisar que es en el 

campo del derecho civil en donde se ve a plenitud y en todo su 

esplendor esta institución jurídica. En el proceso penal se ventilan 

dos relaciones procesales: una ejercitable a través de la acción penal 

orientada a la imposición de la pena; y, la otra, constituida por la 

acción resarcitoria orientada hacia la reparación del daño. La acción 

resarcitoria dentro del proceso penal tiene el carácter de una relación 

procesal jurídica independiente que ocasiona el pronunciamiento de 

un juicio civil por un juez penal. Gran parte de la doctrina incurría en 

un error relevante de entendimiento de cara a la naturaleza de estas 

diversas acciones, tales como la penal y la civil ya que se partía de la 

escuela positiva, quienes incurrieron en el error de considerar que la 

reparación del daño patrimonial causado por el delito o por el hecho 

de que además es considerado delito, es un asunto de Derecho 

Público y como tal debía ser tratado por el legislador y esto condujo a 
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confundir la reparación civil como una enmienda que no está solo 

destinada a satisfacer el interés que tiene el damnificado en que se 

repare el daño que le ha causado el delito, sino que obedece, 

también, de manera principal, a la idea de tranquilizar a la sociedad 

al darle la seguridad de que el delincuente reparará el daño privado 

ocasionado por su delito. Es ésta una de las razones en virtud de la 

cual se establece que la reparación puede ser perseguida, de oficio, 

por el MP. Por esta razón, otro origen, si se quiere «normativo», de la 

confusión se ubica también, en el artículo 1 de la Ley Orgánica del 

Ministerio Público (LOMP) cuando establece que el Ministerio Público 

es el organismo autónomo del Estado que tiene como funciones 

principales, entre otras, la persecución del delito y la reparación civil. 

Esta norma condujo a que, durante mucho tiempo, fuera obligatorio 

para el MP que, cuando promoviera la acción penal, debiera ejercer, 

acumulativa y obligatoriamente, la acción civil ex delicto. Prueba de 

la confusión apuntada se ubica en la propia doctrina nacional que 

llega a establecer que son tres los intereses en juego en el proceso 

penal: el interés de la sociedad en que se aplique la pena, el interés 

del particular en que se repare el daño y el interés de la propia 

sociedad en la reparación del daño. Se sostiene incluso que el 

interés de la sociedad en la reparación del daño es el que 

fundamenta y legitima al Ministerio Público para buscar y solicitar la 

reparación del daño en la investigación preparatoria o en la 

acusación correspondiente y esta confusión parte de una 

comprensión equivocada de la legitimación procesal activa del 

Ministerio Público para el ejercicio de la acción civil. San Martín 

Castro (2010), señala con acierto que “debe distinguirse la  

naturaleza civil de la institución con la legitimación activa que permite 

introducir la pretensión en el proceso penal”. Esta es la que regula el 

Artículo 1 de la Ley Orgánica del Ministerio Público (LOMP) que se 

concibe como una legitimación extraordinaria, dado que el Ministerio 

Público no es, y tampoco la sociedad, el titular del derecho subjetivo 

privado sino que por disposición de la ley actúa en nombre propio 

pero afirmando derechos subjetivos ajenos; esta es la única forma 



34 
 

que permite compatibilizar la participación del Ministerio Público en el 

ejercicio de la acción civil y su naturaleza eminentemente privada. 

Cabe indicar que la participación del Ministerio Público en el ámbito 

previsto en la LOMP está enfocada y constreñida en el caso que 

concurra el desamparo del perjudicado; es decir, cuando este último 

no se hubiese constituido en actor civil en el proceso penal, por ende 

no tiene sentido la participación del fiscal en la acción civil cuando el 

agraviado formaliza su pretensión y participa en el proceso penal, 

Del Rio Labarthe (2010). No se rechaza la intervención del 

Ministerio Público en este campo sino que su actuación será por 

sustitución.    

Es inescindible comenzar por definir qué es la reparación civil, a 

ésta se le puede definir a grandes rasgos como aquella institución del 

derecho penal material que está enfocada desde la pretensión de la 

víctima, la cual está engarzada a un tema estrictamente resarcitorio, 

indemnizable en proporción al daño causado que tiene como fuente 

la realización de un hecho que reviste carácter delictuoso. Ahora 

bien, esta situación conflictiva obedece a una cuestión de orden 

legal, debido a que los operadores jurídicos que están inmersos en 

procesos penales tienen una preeminencia en resolver conflictos de 

interés de carácter penal importándoles sólo para ello que se acredite 

el supuesto normativo que se desdobla en las afirmaciones fácticas 

que logran satisfacer los elementos normativos del tipo penal 

imputado y, asimismo, acreditar y dotar de solvencia la determinación 

judicial de la pena en términos concretos a la cual se le define como 

la consecuencia jurídica, dejando de lado el tema de la reparación 

civil; así también, al no estar debidamente prevista una norma o 

artículo en el código adjetivo del 2004 que señale que es necesaria la 

realización de una actuación probatoria para determinar el quantum 

de la reparación civil cuando se declara fundado un sobreseimiento 

ya sea por propuesta de la fiscalía o de la defensa, siendo así que al 

no hacerlo no incurrían en ninguna infracción legal sino más bien 

estarían haciendo uso adecuado de sus facultades; es decir, no se 

estarían irrogando atribuciones de legisladores negativos ya que no 
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están creando supuestos normativos a la norma, empero ello no 

tiene razón de ser porque los operadores jurídicos pueden omitir 

circunstancias legales pero no principios fundamentales que no 

pueden ser inobservados de ninguna manera como el derecho de 

contradicción y defensa y máxime que la interpretación extensiva o 

analógica está permitida cuando favorezca los derechos del 

procesado tal como demanda el artículo VII del TPNCPP, entonces 

surge la pregunta ¿el hecho de aplicar analógicamente la norma 372 

del Código Procesal Penal que regula la actuación probatoria de la 

reparación civil cuando en una conclusión anticipada el procesado 

acepta ser autor del hecho y la pena, pero no de la reparación civil es 

acorde a derecho? La respuesta es afirmativa porque está permitida 

la interpretación extensiva o analógica de la norma adjetiva; de igual 

forma, en el artículo I.3 del referido título preliminar propone que “Las 

partes intervendrán en el proceso con iguales posibilidades de 

ejercer las facultades y derechos previstos en la Constitución y en 

este Código. Los jueces preservarán el principio de igualdad 

procesal, debiendo allanar todos los obstáculos que impidan o 

dificulten su vigencia”. No obstante, un ulterior análisis sobre esta 

problemática, así como las sugerencias y/o recomendaciones que se 

desprendan de la misma, han de ser consideradas más adelante.  

 

Las otras dos dimensiones a definir en la presente investigación 

corresponden al reexamen de un medio probatorio inadmitido por el 

juez de investigación preparatoria y a la terminación anticipada 

referida a esta etapa. Éstas se enmarcan dentro la audiencia de 

control de acusación, para ello se abordarán primero, las cuestiones 

jurídicas y teóricas referentes a esta etapa dentro del proceso penal. 

La audiencia de control de acusación gira en torno a la acusación 

fiscal, que es aquel documento jurídico emitido por el Ministerio 

Público, en donde el ente persecutor plasma una pretensión procesal 

punitiva objeto de condena, la cual tiene que cumplir con ciertas 

formalidades que están establecidas en el Art. 349 del Nuevo Código 

Procesal Penal, la cual se corre traslado a las partes por el plazo de 
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10 días para que éstas puedan hacer las observaciones que estimen 

convenientes, tal y como lo establece el Art. 350 del mismo cuerpo 

normativo. Dentro de los debates académicos en cuanto a la 

acusación se han manifestado ciertas controversias y cuestiones 

problemáticas entre ellas una esencial, siguiendo la posición del 

Doctor César Augusto Nakasaki Servigon y otros más han señalado 

que una acusación para que pase al estado principal del proceso 

penal, debe de constituir un título de condena para estimar 

razonablemente en llevar a una persona a sentarse en el banquillo 

de los acusados con una probabilidad de que en ese estadio se 

declare su responsabilidad penal, ACUERDO PLENARIO (6-2009-FJ 

06). La acusación fiscal es un acto de postulación del Ministerio 

Público que promueve en régimen de monopolio en los delitos 

sujetos a persecución pública (Art. 159.5 de la Constitución; 1 y 92 

de la Ley Orgánica del Ministerio Público -en adelante LOMP, 219 

ACPP y 1, 60 y 344.1 NCPP). Mediante la acusación fundamenta y 

deduce la pretensión penal; esto es, la petición fundamentada 

dirigida al órgano jurisdiccional para que imponga una sanción penal 

a una persona por la comisión de un hecho punible que se afirma 

que ha cometido. La Fiscalía, como sabe, en virtud del principio de 

legalidad u obligatoriedad, está obligada a acusar cuando las 

investigaciones ofrecen base suficiente sobre la comisión del hecho 

punible atribuido al imputado (expresamente, articulo, 344.1, NCPP). 

La descripción de sus elementos está en el artículo 349 del CPP que 

establece que ésta deberá estar fundamentada o motivada, 

conteniendo lo siguiente: a) los datos; que sirvan para identificar al 

imputado, es decir que el acusado debe estar debidamente 

individualizado; b) imputación; delimitación clara y precisa del hecho 

atribuido al acusado. Las circunstancias precedentes, concomitantes 

y posteriores, es decir tiene que ser ubicable en el tiempo y lugar. Si 

son varios hechos independientes, la separación y el detalle de cada 

uno de ellos. En la práctica vemos denuncias presentadas por la 

Fiscalía que no ubican el hecho con claridad espacial y 

temporalmente, y con estos defectos trae la dificultad que el objeto 
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sujeto a prueba sea indeterminado, y se afecte el derecho de 

defensa del imputado; c) elementos de convicción o de juicio; que 

fundamenten el requerimiento acusatorio, éstos pueden ser datos de 

la investigación o inferencias en base a lo recabado, los elementos 

de convicción o elementos de juicio que le den cierta solidez a la 

acusación; d) la participación; la forma de intervención en el ilícito 

que se atribuye al imputado; esto es si ha actuado en calidad de 

autor mediato o inmediato, instigador o cómplice. Esta situación será 

definida en el juicio oral y determina mayor o menor reproche contra 

el acusado. e) circunstancias modificatorias de la responsabilidad 

penal; éstas tienen que ver con las agravantes o atenuantes que 

estando fuera del delito y no siendo esenciales para su realización, 

tienen implicancia en la responsabilidad penal del acusado y de la 

graduación de la sanción; f) calificación jurídica; el artículo de la Ley 

penal que tipifique el hecho, así como la cuantía de la pena que se 

solicite; g) fijación del monto de la reparación civil; además los bienes 

embargados o incautados al acusado, o tercero civil, que 

garantizarán su pago y la persona a quien corresponda percibirlo. El 

agraviado sólo está autorizado a perseguir la indemnización y apelar 

cuando el acusado sea absuelto; h) los medios de prueba que 

ofrezca el Fiscal para actuación en Juicio; el fiscal presentará la lista 

de testigos y peritos, con indicación del nombre y domicilio, y de los 

puntos sobre los que declararán. Además hará una reseña de los 

demás medios de prueba que ofrezca para ser actuados en el juicio 

oral; i) regla de congruencia; la acusación sólo puede referirse a 

hechos y personas incluidos en la Disposición de formalización de la 

Investigación Preparatoria, aunque se efectuare una distinta 

calificación jurídica, ésta puede variar; pero no los hechos descritos 

en la disposición de formalización; j) acusación alternativa; en la 

acusación el Ministerio Público podrá señalar, alternativa o 

subsidiariamente, las circunstancias de hecho que permitan calificar 

la conducta del imputado en un tipo penal distinto, para el caso que 

no resultaren demostrados en el debate los elementos que 

componen su calificación jurídica principal, a fin de posibilitar la 
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defensa del imputado. Tener una calificación jurídica distinta a la 

principal, tiene su razón de ser en que el Fiscal actúe con la idea de 

evitar la impunidad; k) medidas cautelares; el Fiscal indicará en la 

acusación las medidas de coerción subsistentes dictadas durante la 

Investigación Preparatoria y está facultado para solicitar su variación 

o que se dicten otras según corresponda. Las medidas cautelares 

que subsistan serán expresamente señaladas por el Fiscal puesto 

que sobre éstas, pesa la regla rebus sic stantibus que justifica su 

mantención o su variabilidad. 

 

El Pleno jurisdiccional Supremo 6-2009, en su sexto considerando 

señala, que la acusación fiscal debe cumplir determinados requisitos 

que condicionan su validez, y que corresponde controlar al órgano 

jurisdiccional. Sin perjuicio de examinar los presupuestos procesales, 

cuya ausencia impide al órgano jurisdiccional entrar a examinar el 

fondo de la pretensión, la acusación fiscal debe expresar desde una 

perspectiva subjetiva: 

 

 La legitimación activa del fiscal interviniendo en delitos de 

persecución pública. Esto se deriva de la naturaleza de los 

delitos. 

 La legitimación pasiva del acusado, quien debe ser no sólo una 

persona física viva sino que ha debido ser comprendido como 

imputado en la etapa de instrucción o investigación preparatoria 

y estar debidamente individualizado. 

 

Desde una perspectiva objetiva, señala el Pleno, la acusación fiscal 

ha de respetar los requisitos objetivos referidos a la causa de pedir: 

fundamentación fáctica y fundamentación jurídica, y la petición de 

una concreta sanción penal. También recuerda el Pleno que en la 

Acusación ante la acumulación del proceso civil al proceso penal, 

con base legal en los artículos 92° y 93° del Código Penal, debe 

considerar la pretensión civil que se sustenta en los daños y 

perjuicios generados por la comisión del delito. En la acusación se 
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debe señalar la cantidad en que se aprecien los daños y perjuicios 

en la esfera patrimonial del perjudicado causados por el delito o la 

cosa que haya de ser restituida, la persona o personas que 

aparezcan como responsables y que han debido ser identificadas 

en la etapa de instrucción o investigación preparatoria –y el hecho 

por el cual hubieren contraído esa responsabilidad. 

La acusación fiscal después de ser remitida a los sujetos 

procesales por el plazo de 10 días, estos podrán hacer diversos 

cuestionamientos y ello será en mérito al derecho de defensa que 

le asiste a todo justiciable que se encuentra inmerso en un proceso 

penal, asimismo ello encuentra su expresión de ser en el derecho 

de contradicción, los cuales están engarzados y forman parte del 

debido proceso y a la tutela jurisdiccional efectiva. Dentro de los 

controles que se hace a la acusación fiscal son dos básicamente: el 

control formal y el sustancial. El control formal, este tipo de control 

está enfocado según RECURSO DE NULIDAD (2019-2010-

CAJAMARCA.  3 Y 4) a cuestionar algunos o todos los requisitos 

mínimos que debe tener toda acusación fiscal para que sea factible 

de ser llevada a juicio oral, esto quiere decir que de advertirse un 

defecto de esta naturaleza será inviable de que esa acusación sea 

debatida en el juzgamiento, es por ello que tiene que estar 

saneada. El fundamento de estas observaciones que están 

directamente ancladas al derecho de defensa del acusado. Este 

derecho, reconocido en el Art. 139, inciso 14 de la constitución, se 

proyecta como principio de interdicción para afrontar situaciones de 

indefensión, y como principio de contradicción de los actos 

procesales para asegurar la igualdad de oportunidades y 

descargos en el proceso. Y es que el derecho de defensa garantiza 

que toda persona sometida a un proceso o procedimiento no quede 

en estado de indefensión, por lo que su contenido esencial queda 

afectado cuando en el seno de un proceso judicial, cualquiera de 

las partes queda impedido, por concretos actos de los órganos 

judiciales, de hacer uso de los medios necesarios suficientes y 

eficaces para ejercer la defensa de sus derechos e intereses 
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legítimos. Asimismo este tipo de control se refiere al Art. 349 del 

NCPP, del mismo modo el Art. 352.2, establece que “Si los 

defectos de la acusación requieren un nuevo análisis del Ministerio 

Público, el Juez dispondrá la devolución de la acusación y 

suspenderá la audiencia por cinco días para que corrija el defecto, 

luego de lo cual se reanudará. En los demás casos, el Fiscal, en la 

misma audiencia, podrá hacer las modificaciones, aclaraciones o 

subsanaciones que corresponda, con intervención de los 

concurrentes. Si no hay observaciones, se tendrá por modificado, 

aclarado o saneado el dictamen acusatorio en los términos 

precisados por el fiscal, en caso contrario resolverá el Juez 

mediante resolución inapelable”.  El control formal debe contemplar 

por ejemplo que se deba identificar correctamente al imputado, 

describir el hecho imputado o el cargo, calificar jurídicamente el 

hecho. Si hay defectos en estos aspectos, el Fiscal puede corregir 

y es de utilidad para las partes que se haga, obviamente desde la 

óptica de sus intereses particulares, pues de no hacerlo puede 

conducir a la nulidad del juicio oral. El control sustancial, este tipo 

de control también llamado material está destinado a cuestionar la 

acusación fiscal desde la perspectiva del aspecto material  de 

fondo y ello reposa en que la acusación fiscal no logra ser un título 

de condena para poder llevar a un ser humano a juicio oral para 

que ahí en ese estadio se declare su culpabilidad; es decir dicho 

acto postulatorio al ser sometido a un test de control sustancial se 

verificará si tiene causa probable. En efecto, en este modelo 

procesal acusatorio garantista con rasgos adversariales en el 

Código Procesal Penal del 2004, el control sustancial puede 

hacerse de oficio, esto es, así el acusado o su defensa no lo 

solicite, el juez director de la etapa intermedia tiene el deber 

jurídico de hacerlo al verificar en el caso, la concurrencia en forma 

evidente y palmaria de alguno de los presupuestos establecidos en 

el Art. 344 del CPP del 2004. Pero antes de emitir pronunciamiento 

debidamente argumentado, resulta pertinente que en audiencia se 

conceda el uso de la palabra a los sujetos procesales. 
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Por otro lado, si el fiscal formaliza acusación en contra del 

imputado sin ofrecer medios de prueba, o en su caso, los medios 

de prueba que ofrece son insuficientes, en la audiencia preliminar 

de la etapa intermedia, el abogado podrá objetar aquella acusación 

aduciendo que carece de suficiente fundamento y se pretende 

someter a juicio a su defendido sin contar con los elementos 

necesarios para probar la imputación, asimismo podrá alegar que 

el hecho que se le atribuye a su patrocinado no constituye delito o 

bien los hechos investigados constituyen un hecho punible 

diferente al objeto de acusación. El actor civil podrá oponerse a la 

solicitud de sobreseimiento solicitada por la defensa por estimar 

que hay suficientes elementos o actos de investigación que hagan 

factible llevar a juicio al investigado. 

 

La segunda dimensión a tratar en este trabajo investigativo 

considera al reexamen de un medio probatorio inadmitido por 

el juez de investigación preparatoria en la audiencia preliminar 

de control de acusación; se revisará, por tanto, la naturaleza del 

reexamen, su concepción y normativa, así como cuestiones 

formales y sustanciales derivadas del mismo. El Reexamen 

siempre ha estado en nuestro Sistema Procesal Penal a través de 

su Decreto Legislativo N° 957, el Código Procesal Penal peruano, 

desde la Investigación Preparatoria hasta el juicio oral ha 

introducido una institución procesal nueva, el REEXAMEN, 

institución que en su mala práctica ha hecho que delitos evidentes 

queden impunes, pues su aplicación es de reexaminar medios 

probatorios inadmitidos. La palabra reexaminar no existe en el 

Diccionario de la Lengua Española; por tanto estamos ante una 

palabra al parecer de origen francés “reexamen” o “reexaminer” pero 

que significa nouvel examen (examinar de nuevo), o un repechaje, 

entendido como una segunda nueva oportunidad, pero aquella 

palabra, tiene un prefijo como es el RE, entendido como un 

morfema que es colocado delante de una raíz, de ese modo se 

obtiene una palabra de significado diferente, al que se le denomina 
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palabra derivada; por consiguiente si examen es análisis, 

escrutinio, indagación, estudio o averiguación entre otros 

significados; REEXAMEN será un nuevo análisis, un nuevo 

escrutinio, nueva indagación, nuevo estudio o nueva averiguación, 

entre otros significados; es por consiguiente, tener una nueva o 

última oportunidad. El reexamen, en nuestro sistema procesal es 

novedoso, algunos autores señalan que es propio del derecho a la 

instancia plural, prevista en la Constitución, y por ello que un 

Magistrado que es mayor en grado vuelve a examinar lo que hizo 

un Magistrado inferior en grado, por consiguiente el “Ad Quem” 

utilizando el reexamen puede revocar la decisión del “Ad Quo” pero 

ello no salta a la vista ni conmueve procesalmente, dado a que una 

apelación en efecto, produce un nuevo examen así lo sostiene 

expresamente el Art. 419.2 del NCPP. Si un reexamen no tiene los 

efectos de un medio impugnatorio como es la apelación y tampoco 

funciona como si fuere un decreto, entonces ¿qué es? Tratando de 

indagar sobre su naturaleza, se puede considerar que un reexamen 

tiene una naturaleza casi similar a un remedio procesal.  

 

En lo que se refiere a la regulación normativa del reexamen de 

un medio probatorio inadmitido por el juez de investigación 

preparatoria, en su aplicación, ha traído muy serios problemas a 

fiscales, abogados de oficio y hasta los mismos magistrados de la 

Corte Superior de Justicia de la Libertad, sean éstos unipersonales 

o colegiados; pues en la actualidad no existe un pronunciamiento 

de la Corte Suprema, no existe un acuerdo plenario o una casación 

que regule y delinee su aplicación, así como no existe una 

sentencia casatoria que sirva como directriz; es por ello que aún no 

existe una solución adecuada al tema. De una interpretación literal 

del artículo 155, inciso 4 del Código Procesal Penal, donde se 

expresa que “los autos que decidan sobre la admisión de una 

prueba  pueden ser objeto de reexamen por el juez de la causa, 

previo traslado al Ministerio Público y a los demás sujetos 

procesales”; se entiende que el primer momento respecto a la 
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prueba es su ofrecimiento que se da en el requerimiento 

acusatorio, y lo mismo pasa con la defensa técnica cuando 

absuelve la acusación fiscal; ese medio de prueba puede ser o no 

puede ser admitido por el Juez de Investigación Preparatoria quien 

decide a través de un auto, el mismo que tiene el carácter de ser 

irrecurrible conforme al Artículo 352.5.b parte in fine del Código 

Procesal Penal, el cual establece que “la admisión de los medios 

de prueba ofrecidos requiere: b) […] la resolución que se dicte es 

irrecurrible”; entonces si ello ocurre el sujeto procesal, perjudicado 

con la inadmisión, puede en el juicio oral solicitar su reexamen y 

eventualmente su admisión conforme al artículo 373.2, que 

prescribe “excepcionalmente las partes podrán reiterar el 

ofrecimiento de medios de prueba inadmitidos en la audiencia de 

control para lo cual se requiere especial argumentación de las 

partes. El juez decidirá en ese mismo acto, previo traslado del 

pedido a las demás partes”. 

 

Según el Nuevo Código Procesal Penal, el reexamen de un medio 

probatorio es sólo para pruebas inadmitidas. El código y la doctrina  

sostienen que, el Juez de Juzgamiento es el competente para 

realizar el reexamen de medios probatorios, si bien es cierto el 

código admite el reexamen de medios probatorios lo es para el 

caso de pruebas inadmitidas por el Juez de Investigación 

Preparatoria de Primera Instancia, siendo así que se puede solicitar 

ante el juez de juzgamiento un reexamen para que esa prueba 

inadmitida pueda ingresar así lo sostiene el Artículo 373 del NCPP 

y, desde la lógica de los derechos fundamentales y el programa 

constitucional del proceso penal que está plasmado en el Título 

Preliminar del Cuerpo Adjetivo del 2004 debe admitirse ya sea 

porque causa indefensión sea el Ministerio Público como órgano 

persecutor del delito o la defensa; haciendo una interpretación del 

Código Procesal Penal, lo mismo sucede en segunda instancia, si 

el juez de juicio oral rechaza el medio probatorio, en segunda 

instancia se puede pedir el reexamen ante el colegiado superior 
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con la finalidad de que ese medio probatorio inadmitido ingrese, 

entonces en segunda instancia se actúa, esa es la racionalidad de 

la norma; es decir hay dos jueces, uno que inadmite y otro que 

admite bajo condición que en ambos supuestos se haya dejado 

constancia de la reserva para dicho fin. En función a lo señalado en 

este punto, se apoya la posición que el reexamen sólo es factible 

para los medios de prueba inadmitidos.  En la actualidad y hay que 

resaltarlo desde la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal 

Penal del 2004 en algunos distritos judiciales como por ejemplo en 

Huaura, que fue el Distrito Judicial donde se aplicó por primera vez 

este nuevo Corpus Iuris procesal se dio un problema con respecto 

si el reexamen también era factible a medios probatorios admitidos, 

originándose así una tendencia a deliberar e incluir ésto como 

normal; es decir de realizar el reexamen a medios probatorios 

admitidos bajo los argumentos de que esos medios de prueba 

admitidos son sobreabundantes, impertinentes, inútiles o 

inconducentes, bajo esta línea argumentativa conformados por los 

jueces superiores Miguel Tapia Cabañin (presidente), Raúl Reyes 

Alvarado y Walter Sánchez Sánchez, en su interpretación en el 

expediente Nª 2731-2001-60, audiencia 18 de junio del 2013, 

aplican el reexamen de medios de prueba admitidos variando sus 

criterios formados y dados. Asimismo en el Expediente Nª 1689-

2010-72, de fecha 24 de abril del 2013, seguido contra Lilian Gladis 

Pascual Santos, por el ilícito contra la administración pública en la 

modalidad de violencia y resistencia a la autoridad en forma 

agravada, en agravio de Víctor Rafael Calderón Iginio y el Estado, 

donde por unanimidad acordaron en dicha audiencia que el 

reexamen sólo debe de aplicarse a medios de prueba inadmitidos, 

mas no a los admitidos, causando dicha variación de criterio por 

parte de los señores jueces superiores una enorme inseguridad 

jurídica, así como una falta de garantismo por parte del Órgano 

Jurisdiccional y contraviene a lo que se denomina igualdad en la 

ley (implica que un mismo órgano no puede variar, modificar, 

cambiar arbitrariamente el sentido de sus decisiones judiciales en 
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casos sustancialmente iguales; puede apartarse, pero motivando 

de manera coherente y razonable) no habiendo fundamentado por 

qué ha de aplicarse el reexamen a los medios de prueba admitidos, 

no han fundamentado cual es la razón suficiente para apartarse de 

su criterio anterior donde acordaron que el reexamen es sólo para 

medios de prueba inadmitidos. Cabe precisar que en este caso el 

Magistrado Víctor Raúl Reyes Alvarado emitió su VOTO 

DISCORDANTE, defendiendo y manteniendo su criterio que el 

reexamen ha de aplicarse también a los medios de prueba 

admitidos. Ante ello los jueces superiores Miguel Tapia Cabañin 

(presidente), Raúl Reyes Alvarado y Walter Sánchez Sánchez, al 

momento de realizar el reexamen de los medios probatorios 

admitidos, contradicen lo expuesto por el ACUERDO PLENARIO 

2-2005 emitido por los jueces de investigación Preparatoria de 

Trujillo que literalmente expresan que “no debe existir control 

alguno de los medios probatorios que fueron admitidos en la Etapa 

Intermedia”. 

 

Es pertinente, también, analizar ciertas cuestiones de índole 

formal y sustancial con respecto al reexamen. Se considera que 

admitir a reexamen los medios de prueba ya admitidos en la 

audiencia de Control de Acusación por parte del juez de 

Juzgamiento carece de objeto por cuestiones formales y 

sustanciales; desde la perspectiva formal, si nos remitimos al 

artículo 373.2 del Nuevo Código Procesal Penal, el cual prescribe 

que “Excepcionalmente, las partes podrán reiterar el ofrecimiento 

de medios de prueba inadmitidos en la audiencia de control, para lo 

cual se requiere especial argumentación de las partes. El Juez 

decidirá en ese mismo acto, previo traslado del pedido de las 

demás partes”. Aquí, como lo expresa literalmente la norma, es 

sobre medios probatorios inadmitidos, en ningún momento hace 

alusión a medios de prueba admitidos y siempre lo solicitará la 

parte a quien le fue denegada previamente en la audiencia 

preliminar; por cuestión de sentido común y lógica jamás lo 
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requerirán  los demás sujetos procesales ya que como es sabido 

en este nuevo sistema procesal penal acusatorio garantista con 

rasgos adversariales tanto el Ministerio Público, como Titular de la 

acción penal y director de la investigación, como la defensa tienen 

derecho a la prueba. Partiendo de esta premisa mayor normativa 

es imposible aplicar un reexamen a los medios probatorios 

admitidos ante el Juez de juzgamiento por las razones antes 

esbozadas. Pero otro sector doctrinario señala que ello si es 

posible amparándose legalmente en el Articulo 155.4 del NCPP, el 

cual establece que “los autos que decidan sobre la admisión de la 

prueba pueden ser objeto de reexamen por el juez de la causa, 

previo traslado al Ministerio Público y a los demás sujetos 

procesales”, este artículo hace viable según dicha posición la 

aplicación de la figura jurídica del reexamen sobre medios de 

prueba admitidos por ser sobreabundantes, impertinentes o 

inútiles, amparándose legalmente asimismo en el Inciso 02 del 

mismo Artículo, el cual señala “[…] el Juez decidirá su admisión 

mediante auto especialmente motivado, y solo podrá excluir las que 

no sean pertinentes y prohibidas por la ley. Asimismo, podrá limitar 

los medios de prueba cuando resulten manifiestamente 

sobreabundantes o de imposible consecución”, este inciso señala 

que el Juez podrá excluirlas por ser impertinentes, 

sobreabundantes o prohibidas por ley, pero no hace mención cual 

es el juez que debe excluirlas porque bien puede ser el Juez de 

Investigación Preparatoria al momento de emitir la resolución de 

admisión o inadmisión de medios probatorios o de Juzgamiento; es 

por ello que resulta viable solicitar el reexamen ante el juez de 

juicio oral, rechazando la base doctrinaria que el juez de juicio solo 

le toca actuar los medios de prueba admitidos, su característica 

principal de esta corriente es que quien realiza el reexamen del 

medio probatorio admitido no es la parte a quien se le admitió sino 

la contraparte reposando su posición en que el proceso penal se 

rige por principios como la oralidad, publicidad, inmediación y sobre 

todo por los de economía y celeridad procesal y razón de la 



47 
 

siguiente manera es innecesario actuar medios probatorio 

impertinentes, sobreabundantes e inconducentes porque se estaría 

atentando contra los recursos del Estado, el juicio se prolongaría 

mucho más de lo debido afectando así el derecho al plazo 

razonable que tiene todo justiciable a ser procesado en un tiempo 

prudencial y desnaturalizaría el fin teleológico del juzgamiento el 

cual consiste en que esta etapa principal del proceso se lleve en un 

solo acto, con lo cual no se contribuiría para nada, más aún llevar 

estos medios de prueba (sobreabundantes, inconducentes, 

impertinentes e inútiles) generaría una distorsión al órgano 

unipersonal o colegiado según las circunstancias del caso, ya que 

se estaría introduciendo información de poca calidad, lo cual 

contraviene una de las reglas de la litigación oral, siendo así que al 

suscitarse esta peculiar coyuntura los jueces no estarían en 

óptimas condiciones de resolver de una manera eficaz y justa 

sobre todo, la controversia porque se va a contaminar con 

información irrelevante e intrascendente. Desde la Perspectiva 

Sustancial, al admitirse a trámite el reexamen de medios 

probatorios admitidos ante el Juez de Juicio se estaría afectando el 

debido proceso probatorio y el derecho a la prueba; esto es así 

porque para que el medio probatorio sea utilizado o no por el Juez 

de Juzgamiento tiene que pasar por un procedimiento probatorio, 

que consiste en ofrecimiento, admisión, actuación, incorporación y 

valoración; se estaría obviando la etapa de actuación probatoria ya 

que fue admitido y al juez de juicio solo le tocaría actuar dicho 

medio de prueba. 

 

Este planteamiento en torno a la figura del reexamen tiene 

logicidad de ser evaluada debido a que en los juzgados de 

investigación preparatoria de Trujillo se generan posiciones 

encontradas en función a que la mayoría de los referidos juzgados 

no admiten un reexamen de un medio probatorio inadmitido por 

su misma judicatura con el objetivo de que sea reevaluada dicha 

decisión contenida en una resolución judicial (auto de inadmisión de 
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medios probatorios); claro está, con nuevos argumentos que 

respalden dicha argumentación, pero en contraposición a ello, 

existen juzgados del mismo distrito judicial de la Libertad  que sí las 

admiten. Para ello es de necesaria importancia definir entre un acto 

de investigación, un medio de prueba y prueba. Un acto de 

investigación es aquel que se da desde las diligencias 

preliminares hasta que las partes son notificadas con la Disposición 

de conclusión de la Investigación Preparatoria que son recabadas 

por la Fiscalía o aportadas por alguna de las partes involucradas en 

el caso específico; así también éstas sirven exclusivamente para 

sustentar una disposición, que es un mandato unilateral irrogado 

por el titular de la acción penal; es decir, no necesita de aprobación 

jurisdiccional para su real efectivización, lo cual no quiere decir que 

no pueda ser objeto de control por el órgano jurisdiccional cuando 

alguna de las partes o de los sujetos procesales lo requieran, 

invocando para ello los mecanismos técnicos procesales idóneos 

tales como una tutela de derechos por una insuficiente imputación 

de cargos, mecanismos de defensa técnicos o en su defecto una 

nulidad. De igual forma los actos de investigación sirven para 

sustentar un requerimiento fiscal, el cual está dirigido al juzgado 

para su respectiva admisión y ejecución de ser el caso, claro está 

pasando por ciertos filtros tales como un requerimiento de prisión 

preventiva, acusatorio, detención preliminar, incoación de proceso 

inmediato, confirmatoria de incautación; así también, éstos sirven 

para dotar de legitimidad algunas resoluciones judiciales antes del 

juicio oral como por ejemplo un auto que declara fundado una 

orden de detención preliminar, prisión preventiva, etc., lo cual tiene 

respaldo legal en el artículo IV.3 TPNCPP, 325 NCPP; cabe 

resaltar que también podrán ser utilizados por técnicas de litigación 

oral para impugnar credibilidad, resaltar inconsistencias, 

incongruencias, advertir contradicciones y para refrescar memoria, 

lo que está permitido por el artículo 378 del referido cuerpo 

procesal sin ser necesaria su admisión para dicho propósito. Ahora, 

en lo que se refiere a qué es un medio de prueba, se le define 
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como un procedimiento constitucionalmente preestablecido donde 

las partes procesales tienen la oportunidad de realizar un control de 

admisibilidad de los medios probatorios ofrecidos por las partes de 

manera escrita al  momento de la absolución de la acusación y 

presentados oralmente en la misma audiencia bajo los cánones y 

criterios tales como pertenencia, utilidad, conducencia y legalidad; 

siendo así que el auto de admisión o inadmisión de medios 

probatorios tiene una naturaleza parcializada porque cada parte las 

ofrece acorde a sus intereses procesales y con el propósito de 

acreditar su teoría del caso, es así que sólo podrá existir un 

reexamen de un medio de prueba mas no de un acto de 

investigación; porque, en primer lugar, cuando el fiscal fundamenta 

su requerimiento de postulación acusatoria tiene que estar 

motivado por la base suficiente; es decir por todos los elementos 

de convicción recabados en la investigación preparatoria sin 

interesar si son aquellos recabados por la fiscalía u ofrecidos por la 

defensa técnica o por cualquier otro sujeto procesal, lo cual tiene 

expresión de sustento porque este escenario de fundamentación 

del requerimiento de acusación se basa en el principio de 

objetividad y por lo tanto tienen que estar todos los elementos de 

convicción recopilados en la fase instructiva. Cosa distinta es 

cuando cada parte procesal (ministerio fiscal, ministerio de la 

defensa, actor civil, tercero civil) dentro de ese cúmulo de actos de 

investigación que sirven para dar consistencia a la tesis acusatoria 

selecciona alguno de ellos para que sea ofrecido y admitido con el 

propósito de que sean actuados en el contradictorio para así poder 

acreditar su teoría del caso; lo antes manifestado tiene coherencia 

de ser porque en la sub fase de ofrecimientos de medios 

probatorios de la audiencia de control de acusación se rige bajo el 

principio de parcialidad; es por eso que no todos los elementos de 

convicción que son utilizados por el pretensor penal para 

fundamentar su pretensión procesal incriminatoria son usados para 

ser ofrecidos por el titular de la acción penal como medios de 

prueba para ser actuados, ya que no todos están acorde a sus 
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intereses, ya que existen algunos que le son opuestos; de igual 

manera existen circunstancias en la cual algunas de las partes, sea 

fiscalía, defensa u otra parte procesal ofrece en su escrito de 

acusación o de absolución de acusación medios probatorios 

distintos a los elementos de convicción que sirven para sustentar 

ese requerimiento fiscal es así que este medio probatorio 

inadmitido por el JIP puede ser susceptible de reexamen por el  

mismo despacho judicial, encontrándose así otra diferencia entre 

un acto de investigación y un medio de prueba. En lo que concierne 

a la prueba, ésta es la que se actúa en el juzgamiento por medio 

del examen directo, contraexamen, redirecto, 

recontrainterrogatorio, objeciones, impugnación, credibilidad, 

refrescamiento de memoria, exhibición y reconocimiento de objetos 

y documentos; una muestra de ello es que cuando en la audiencia 

preliminar de control de acusación se admite por ejemplo una 

prueba material que radica en un arma de fuego con la que se 

asesinó a una persona, la cual ha sido marcada por la fiscalía 

como evidencia 2, siendo así que una vez en el juicio oral por 

medio del interrogatorio directo la fiscalía le hace exhibición y 

reconocimiento de dicha arma de fuego al policía quien encontró el 

arma, claro está previamente habiendo este órgano de prueba 

dado las características de dicha arma de fuego, una vez que ha 

reconocido dicha arma como la que fue encontrada en la escena 

del crimen la fiscalía le solicita al juez que admita dicha evidencia 

número 2. 

 

En lo concerniente a la tercera dimensión, es decir, la Terminación 

Anticipada se explica que es una expresión del Derecho Penal 

Premial, el cual consiste en que no toda causa después que se 

haya dado la Disposición de Formalización de Investigación 

Preparatoria vaya a terminar en una sentencia, ya sea esta 

condenatoria o absolutoria; y está fundamentado en que el nuevo 

sistema procesal penal es eminentemente oral y sobretodo se 

requiere celeridad procesal, ya que una de las finalidades de este 
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Nuevo Código Procesal Penal del 2004 es descongestionar toda la 

carga procesal. La Terminación Anticipada es una institución 

procesal que tiene un valor bastante importante porque permite 

resolver los conflictos penales incluso antes de concluir la etapa de 

investigación preparatoria, conllevando ello a arribar a etapas 

ulteriores como la Etapa Intermedia y el juzgamiento, siendo 

favorable tanto para el fiscal como para el imputado; mucho más en 

el caso del Ministerio Público ya que con la aplicación de esta 

figura procesal tendrá un caso menos que llevar y asimismo 

prestará atención a otros casos más relevantes que necesitan de 

mayor análisis y preparación; en el caso del imputado, porque con 

ello podrá obtener una reducción de la pena hasta de la sexta parte 

de la pena concreta, dicha reducción puede ser incluso mayor 

hasta la tercera parte, si el imputado se acoge también a la 

confesión sincera, en tanto sea útil y se haya dado antes de la 

celebración del proceso especial. Así también resulta beneficioso 

para el agraviado, quien obtiene de forma rápida la indemnización 

por el daño causado, por ende la víctima no tendrá que esperar 

hasta que el proceso acabe y, además, constituyendo el pago de la 

reparación civil en uno de los presupuestos que tiene que cumplir 

el imputado para someterse a este beneficio. Según el Tribunal 

Constitucional en el expediente 00855-2003-HC/TC ha señalado 

que la Terminación Anticipada es un acuerdo entre el procesado y 

la Fiscalía con admisión de alguno o de algunos de los cargos que 

se atribuye, permitiéndole al encausado la obtención de la 

disminución punitiva, lo que significa que este proceso habrá 

cumplido solamente si el imputado y el fiscal llegan a un acuerdo 

sobre las circunstancias del hecho punible, la pena, la reparación 

civil y las consecuencias accesorias a imponer. 

 

Dentro de sus antecedentes históricos y la forma de su 

evolución de esta figura procesal premial explican la concepción, 

su naturaleza y modo como se aplicaba; el antecedente histórico se 

da en el pleabargaining o acuerdo negociado norteamericano, la 
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adopción de dicha figura en nuestro Código Procesal Penal refleja 

el procedimiento penal norteamericano. Es cierta la afirmación 

conocida hecha por reconocidos procesalistas peruanos que el 

Código Procesal Peruano deriva de los textos procesales 

colombiano e italiano. Es inobjetable que la institución de la 

Terminación Anticipada más allá de sus concretos legislativos y las 

diferencias existentes, tiene su origen en el derecho 

norteamericano, auténtico exportador de la justicia negociada. Con 

el pleabargaining de la tradición jurídica anglosajona existe la 

posibilidad de concluir un proceso penal tras una negociación entre 

el fiscal y la defensa, la cual es ratificada por el operador judicial. 

En este contexto cabe reconocer que las fórmulas negociables 

existentes en el proyecto del Código procesal penal modelo para 

Iberoamérica se asemejan al pattegiamento del Código de 

procedimiento penal italiano; existe, por lo tanto, abundante 

evidencia que aquella fórmula procesal italiana deriva del 

pleabargaining norteamericano. Es que la doctrina procesal italiana 

reconoce que el modelo acusatorio introducido mediante su 

reforma legislativa tiene su base en el modelo angloamericano. La 

misma relación antecedente es formulada por la doctrina y la 

jurisprudencia en relación a la regulación colombiana de la 

terminación anticipada que, como hemos indicado anteriormente, 

es señalada por un sector de la doctrina nacional como uno de los 

antecedentes fundamentales de la figura peruana dado que fue el 

primer país latinoamericano que incorporó la terminación anticipada 

en su legislación procesal penal. Esta preponderancia de fórmulas 

de abreviación del proceso mediante la negociación de la 

responsabilidad responde a lo que se denomina BOOM de la 

justicia criminal negociada, cuya carta se encuentra en los Estados 

Unidos siendo así irrelevante la concreta fórmula legislativa 

utilizada pues todas ellas provienen de un tronco común. Con el 

Patteggiamento de origen italiano, es básicamente la aplicación de 

la pena a instancias de las partes; ambas en la práctica han 
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permitido y han contribuido a la conclusión de procesos penales 

coadyuvando así a la descarga procesal. 

 

En torno a los Antecedentes Normativos, este proceso especial 

tiene como antecedente normativo nacional inmediato el Art. 2 de 

la ley 26320 para determinados delitos de tráfico ilícito de drogas 

previsto en los artículos 296, 298, 300 y 302 del Código Penal y 

para la totalidad de los delitos aduaneros previstos en la ley 26461. 

En caso de no llegarse a un acuerdo o desaprobarse, el juez y el 

fiscal que participaron en la audiencia debían ser reemplazados por 

otros que tengan la misma competencia. El numeral 4º de la 

primera disposición final del CPP, estableció que a partir del 01 de 

febrero de 2006, entraría en vigencia en todo el territorio nacional 

los artículos 468º a 471º que regulan el proceso especial de 

terminación anticipada para toda clase de delitos. Luego el numeral 

3º de la tercera disposición derogatoria estableció la derogación de 

todas las leyes y disposiciones que se oponga a la presente ley, 

por tanto quedó tácitamente derogado el proceso de terminación 

anticipada regulado en el artículo 2º de la ley Nº 26320 y el artículo 

20º de la Ley Nº 28008, que modifica la Ley Nº 26461, debiendo en 

adelante concebirse exclusivamente al trámite previsto en el CPP 

para todos los delitos, de la que es innegable que el proceso 

especial de terminación anticipada es una institución que carece de 

desarrollo jurisprudencial en nuestro país.  

 

La fuente de esta institución instrumental es el Artículo 37 del 

Código de Procedimientos Penales de Colombia de 1991, el cual 

señala que: (Art 37 SENTENCIA ANTICIPADA) “ejecutoriada la 

resolución que defina la situación jurídica y hasta antes de que se 

cierre la investigación, el procesado podrá solicitar que se dicte 

sentencia anticipada. Hecha la solicitud, el fiscal, si lo considera 

necesario, podrá ampliar la indagatoria y practicar pruebas dentro 

de un plazo máximo de ocho (8) días. Los cargos formulados por el 

fiscal y su aceptación por parte del procesado se consignarán en 
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un acta suscrita por quienes hayan intervenido. Las diligencias se 

remitirán al juez competente quien, en el término de diez (10) días 

hábiles, dictará sentencia conforme a los hechos y circunstancias 

aceptados, siempre que no haya habido violación de garantías 

fundamentales. El juez dosificará la pena que corresponda y sobre 

el monto que determine hará una disminución de una tercera (1/3) 

parte de ella por razón de haber aceptado el procesado su 

responsabilidad. También se podrá dictar sentencia anticipada, 

cuando proferida la resolución de acusación y hasta antes de que 

se fije fecha para la celebración de la audiencia pública el 

procesado aceptare la responsabilidad penal respecto de todos los 

cargos allí formulados. En este caso la rebaja será de una octava 

(1/8) parte de la pena”. Este artículo 37 del Código de 

Procedimientos Penales de Colombia de 1991 fue inspirado en el 

Articulo 444 del Código Procesal Penal Italiano de 1988 (aplicación 

de la pena a solicitud de las partes). Actualmente “preacuerdos y 

negociaciones entre la fiscalía y el imputado o acusado” (C. PP de 

Colombia del 2004).  

 

La naturaleza jurídica de la terminación anticipada y sus 

principios doctrinarios, radica en que constituye una forma de 

simplificación procesal, este instrumento tiene como característica 

el consenso y por tanto es uno de los exponentes de la justicia 

penal negociada, que en este caso tiene por propósito la causa 

durante la fase de investigación preparatoria. El objeto de la 

negociación es sin duda, la pena y la reparación civil. Dentro de 

este proceso especial podemos encontrar una finalidad político 

criminal, ya que el principal objetivo es la consecución de una 

rápida y eficaz justicia, con la debida observancia del principio de 

legalidad en todas sus dimensiones. En ese sentido es que la 

Terminación Anticipada deberá entenderse como un consenso 

entre el fiscal y el imputado que supone la aceptación de los 

cargos, y su finalidad es concluir el proceso de forma rápida, 
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impidiendo así su prolongación; es decir, seguir con la Etapa 

Intermedia y el juzgamiento que incluye el juicio oral.  

Dentro de los principios que regulan esta institución jurídico 

procesal tenemos al Principio de Oportunidad que se 

circunscribe a su naturaleza premial y de evitación de sobrecarga 

procesal, la cual encuentra fundamento político criminal, evitando 

con ello llevar causas a la etapa de juicio oral y dando una salida 

más rápida y justa a los inmersos en el proceso penal tanto para el 

imputado que se beneficia con una disminución punitiva que le 

corresponde en función al principio de legalidad y a la víctima que 

se logra resarcida oportunamente, asimismo no generando que los 

centros penitenciarios se inflen de personas, ya que el juicio oral 

debe ser la última opción después de haber agotado todas las 

demás, haciéndose ello realidad se estará fortaleciendo este 

sistema.  

 

En torno al Principio de Legalidad, que está consagrado en el 

Artículo 2.20.d) de la Constitución Política del Perú concordante 

con el Articulo II del Título Preliminar del Código Penal que 

establece que “nadie será sancionado por acto u omisión que al 

tiempo de cometerse no está previamente calificado en la ley, de 

manera expresa e inequívoca, como infracción punible, ni 

sancionado con pena no prevista en la ley”, constituyendo así un 

principio de limitación al poder punitivo estatal, porque restringe su 

ejercicio a las acciones u omisiones previstas en la ley como 

infracciones punibles. El tipo penal se constituye en una fórmula 

sintética que expresa el conjunto de límites que surgen del principio 

de legalidad para circunscribir con absoluta precisión la conducta 

prohibida o mandada respecto de la cual está enlazado el ejercicio 

del poder punitivo. Tipo es la descripción de la conducta prohibida 

hecha por el legislador. El control de la legalidad del acuerdo de 

Terminación Anticipada por parte del Juez de Investigación 

Preparatoria se basa en dos aspectos; primero mediante el juicio 

de tipicidad y el de penalidad; el Juicio de Tipicidad es un proceso 
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de imputación donde el intérprete (operador jurídico) tomando 

como base el Bien Jurídico Tutelado va a determinar si un hecho 

en concreto puede ser cubierto por los alcances del tipo penal, 

claro está utilizando para ello la doctrina, las pautas de imputación 

objetiva, subjetiva, etc. Después de haber realizado dicho análisis 

jurídico-dogmático se llega a establecer que dichas circunstancias 

fácticas fenomenológicas atribuidas al investigado calzan de 

manera contundente dentro de los elementos normativos y 

descriptivos del tipo penal; así también se debe tener en cuenta 

que ha de hacerse un análisis de la antijuricidad tanto material 

como formal, sin embargo solo se debe hacer un análisis de 

antijuricidad formal que radica en verificar si se ha contravenido el 

ordenamiento jurídico para así poder verificar si es que no concurre 

un elemento negativo del tipo penal, siendo un elemento negativo 

del tipo penal como una legítima defensa, estado de necesidad  

disculpante, consentimiento del titular del bien jurídico porque la 

configuración de la tipicidad es un indicio de la antijuricidad es por 

ello que una de las funciones del tipo es ser “indiciaria”, en ese 

sentido no se comparte la idea que en la antijuricidad se haga un 

análisis de antijuricidad material, donde se constata la afectación al 

bien jurídico protegido ya que la afectación de un bien jurídico 

protegido se enfoca en los criterios de imputación objetiva del 

resultado y una expresión de lo expuesto es el criterio de “riesgo 

insignificante”, el cual consiste en que efectivamente la conducta 

desplegada por el imputado logra satisfacer los elementos objetivos 

del tipo penal y existe una afectación al bien jurídico protegido pero 

dicha transgresión es nimia, intrascendente para el derecho penal. 

Por otro lado el juicio de subsunción que hará el juez de garantías 

sólo se circunscribe a la categoría dogmática de la tipicidad y 

antijuricidad pero no podrá hacerse a la culpabilidad por la sencilla 

razón que esta última se llega a demostrar y acreditar en la fase 

estelar del juzgamiento ya que allí se actúan los medios ofrecidos y 

admitidos en la audiencia de control de acusación bajo los 

principios de contradicción, inmediación, publicidad, donde se le 
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permitan a las partes actuantes en el juicio poder realizar los 

exámenes directos, contraexámenes, objetar las preguntas y 

respuestas dadas en dicha fase, empero en la Terminación 

Anticipada no se actúan pruebas sino que la condena anticipada se 

basa en actos de investigación, los cuales son practicados no en 

frente del juez sino en un escenario pre jurisdiccional; es por eso 

que en la terminación anticipada no se puede hablar de 

demostración y acreditación de culpabilidad sino de “aceptación de 

cargos”; ya que en muchos de los casos los procesados son mal 

asesorados, no cuentan con una defensa eficaz capaz de elaborar 

una estrategia de defensa que lo absuelva de los cargos, la misma 

ignorancia del investigado por tratarse de un lego en derecho, 

asimismo la falta de sensibilidad del ministerio público al saber que 

no hay suficiente material probatorio decide en que se den estos 

mecanismos de simplificación procesal, el temor y estrés 

psicológico del sindicado al saber que le espera una condena muy 

elevada si se declara en juicio su culpabilidad; estos factores en 

conjunto coadyuvan de una u otra manera a que personas 

inocentes acepten los cargos, lo cual no quiere decir que sean 

culpables. En otras palabras, el JIP verifica la validez del tipo 

propuesto en el acuerdo de terminación anticipada, el mismo que 

debe tener congruencia con la tipificación principal o alternativa 

contenida prima face en la disposición de formalización de la 

investigación preparatoria, verbigracia: en la disposición de 

formalización de investigación preparatoria se efectúa una 

tipificación alternativa entre homicidio simple (art. 106º del CP) u 

homicidio piadoso (art. 112º del CP), luego se recaudan diversos 

elementos de convicción que acreditan que el imputado mató por 

piedad a un enfermo incurable a su solicitud expresa y consciente 

para acabar con sus intolerables dolores, finalmente, se negocia un 

acuerdo de terminación anticipada entre Fiscal e imputado por el 

tipo de homicidio piadoso con exclusión del tipo de homicidio 

simple; en cuanto al juicio de penalidad, una vez de haber realizado 

una correcta calificación jurídica de los hechos materia del acuerdo 
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de terminación anticipada y su correcta congruencia con la DFIP, 

después de ello se analizará la pena dentro del marco establecido 

y de ser el caso se tendrán en cuenta las atenuantes privilegiadas y 

las agravantes cualificadas. Dentro del legalidad de la pena, dentro 

de las atenuantes privilegiadas tenemos: (a) la omisión impropia 

(Art. 13 CP), (b) error de tipo y de prohibición (Art.14 C.P), (c) 

tentativa de delito (Art. 16 CP), (d) eximentes de responsabilidad 

incompleta (Art. 21 CP), (e) responsabilidad restringida (Art. 22 

CP), (f) complicidad secundaria (Art. 25, segundo Párrafo), (g) 

confesión sincera (Art. 161 NCPP), (h) reincidencia, (i) habitualidad. 

 

El Principio de Presunción de Inocencia, cabe acotar que este 

principio no es solo un principio constitucional que le asiste a todo 

justiciable en un proceso penal sino también un derecho 

fundamental, el cual garantiza que cualquier ciudadano no sea 

condenado sin el previo movimiento mínimo de las diligencias 

probatorias, mediante adecuados medios de prueba, con 

excepciones claro está, como la prueba prohibida. Dentro de las 

dimensiones que comprende este principio fundamental del 

derecho procesal penal se considera: como principio informador 

del proceso penal, es un derecho fundamental que se le reconoce 

al imputado con la principal finalidad de limitar la actuación del 

Estado en el ejercicio legítimo del ius puniendi, por ello la 

presunción de inocencia tiene como propósito encontrar el 

equilibrio adecuado entre esos dos intereses contrapuestos: por un 

lado, el interés del Estado en la represión de la delincuencia, y por 

otro, el interés del imputado en protegerse y colocar a buen 

recaudo su libertad y su dignidad como fin supremo de la sociedad; 

como regla de tratamiento, desde esta perspectiva se impone la 

obligación de tratar al imputado como si fuera inocente, sin 

interesar en la etapa en que se encuentre. Siendo así que se 

reconoce dicho principio reconoce la inocencia del imputado hasta 

que no se compruebe judicialmente su culpabilidad. Este principio 

está previsto y consagrado en el Art.2, inciso 24, literal ‘e’ de la 
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Constitución Política del Perú, el cual señala “toda persona es 

considerada inocente mientras no se haya declarado judicialmente 

su responsabilidad”. Cuando señalamos que la presunción de 

inocencia tiene que respetarse sin importar en la etapa en que se 

encuentre nos referíamos en especial a la prisión preventiva, ya 

que al aplicarse dicha institución jurídica se está restringiendo un 

derecho fundamental como la libertad, lo cual tiene que ser legítimo 

cuando exista una probabilidad cualificada de imputación a nivel 

sustantivo, que el peligro procesal sea evidente y así mismo 

respetando los principios de proporcionalidad, legalidad, necesidad, 

provisionalidad. Pero ello en la realidad no ocurre de tal manera a 

nivel carcelario y penitenciario, pues mientras la sentencia no se 

halle firme; es decir hasta que no se haya destruido la presunción 

de inocencia con prueba suficiente, no es admisible juntar en el 

mismo centro carcelario a quienes están bajo la medida coercitiva 

de prisión preventiva y a los que ya están condenados; como regla 

probatoria, esto implica que dicho principio solo podrá ser 

destruido con suficiente carga probatoria actuada y valorada en el 

juzgamiento con las debidas garantías procesales y 

constitucionales que le asiste a todo procesado. Bajo esta premisa 

a la presunción de inocencia la encontramos contemplada en el 

Art.II.1del TPNCPP, que refiere lo siguiente “toda persona 

imputada de la comisión de un hecho punible es considerada 

inocente, y debe ser tratada como tal, mientras no se demuestre lo 

contrario y se haya declarado su responsabilidad mediante 

sentencia firme debidamente motivada, para estos efectos, se 

requiere de una suficiente actividad probatoria con las debidas 

garantías procesales. […]”. Aquí encontramos diversas 

connotaciones tales como: 

 

[a]Sólo actividad probatoria de cargo debidamente practicada 

puede llevar a la convicción al juzgador y así declarar la 

culpabilidad de una persona que ha sido llevada a juicio, 
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basándose en pruebas ofrecidas por la parte acusadora, en este 

caso, el Ministerio Público. 

 

[b]La sentencia de casación N°03-2007, la que en su fundamento 

séptimo establece lo siguiente: “Uno de los elementos que integra 

el contenido esencial de la presunción de inocencia como regla de 

prueba es que la actividad probatoria realizada en el proceso sea 

suficiente, […] ello quiere decir primero, que las pruebas –así 

consideradas por la ley y actuados conforme a sus disposiciones, 

estén referidas a los hechos objeto de imputación, al aspecto 

objetivo de los hechos, y a la vinculación del imputado a los 

mismos; y, segundo, que las pruebas valoradas tengan un carácter 

incriminatorio y, por ende, que puedan sostener un fallo 

condenatorio”. 

 

[c]La prueba actuada en el juicio oral debe haber sido obtenida, 

incorporada y practicada con el debido respeto de los derechos 

fundamentales y garantías procesales que corresponda. Esto ha 

sido resaltado por el Tribunal Constitucional Español, quien ha 

señalado lo siguiente de manera categórica: “La presunción de 

inocencia se basa en dos principios básicos; primero el de la libre 

valoración de la prueba, que corresponde efectuar a jueces y 

fiscales y en segundo lugar para desvirtuar esta presunción es 

necesario que se den medios de prueba válidos y lícitamente 

obtenidos utilizados en el juicio oral, dando lugar siempre a la 

defensa del acusado”. 

 

Así mismo; como regla de juicio, esto quiere decir que al final del 

juicio oral y habiendo el juez valorado de manera individual y 

conjunta las pruebas actuadas en el juzgamiento, si éstas no logran 

convencerlo de manera contundente, generándose así la duda 

sobre la responsabilidad del acusado, lo que le quedará será 

absolverlo. Aquí cabe precisar que esta dimensión de este principio 

está basada en el in dubio pro reo; es decir se materializa cuando 
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hay dos tesis antagónicas, en la cual ninguna de las dos son 

contradichas o rebatidas, esto debe entenderse cuando la defensa 

tiene teoría del caso positiva; este principio no tiene acogida de 

manera taxativa en nuestro ordenamiento jurídico vigente; es así 

que el Art.139, Inciso11 de la Constitución Política del Perú, 

consagra el instituto de la duda desde un punto de vista normativo. 

Si bien es cierto que el principio in dubio pro reo no está 

expresamente recogido en la Constitución Política del Perú, 

también lo es que su existencia se desprende tanto del derecho a 

la presunción de inocencia, que sí goza del reconocimiento 

constitucional, como la defensa de la persona humana y el respeto 

de su dignidad como fin supremo del Estado y de la sociedad (Art, 

1 de la Constitución Política del Perú). Asimismo el Tribunal 

Constitucional en la sentencia 1994-2002-HC/TC, de fecha 27 de 

setiembre de 2002, caso Rudecindo Adriano Huanca Céspedes ha 

señalado que: “El in dubio pro reo no es un derecho subjetivo. Se 

trata de un principio de jerarquía constitucional cuyo fin es 

garantizar el cabal respeto del derecho fundamental a la libertad 

individual, sea para resguardar su plena vigencia, sea para 

restringirlo de la forma menos gravosa posible, en el correcto 

entendido que tal restricción es siempre la excepción y nunca la 

regla”. 

 

Este principio de Presunción de Inocencia en relación al proceso 

de Terminación Anticipada tiene dos percepciones desde la 

doctrina constitucional: 

 

 En el iter del acuerdo de Terminación Anticipada pueden darse 

muchas situaciones por las cuales el Juez de Investigación 

Preparatoria no acepta el acuerdo, ya sea porque no hay 

suficientes elementos de convicción que vinculen al imputado 

con el hecho y asimismo que acrediten la existencia del delito, 

también porque el hecho es atípico, etc. O porque el imputado 

ya no quiere continuar con dicho acuerdo desistiéndose antes o 
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en la misma audiencia de Terminación Anticipada. Lo antes 

expuesto no genera ningún problema para el imputado que se 

desistió del acuerdo o cuando haya sido rechazado por el juez 

de Investigación Preparatoria, porque el Art 470 del NCPPP, 

señala que: “Cuando no se llegue a un acuerdo o este no se 

haya aprobado, la declaración formulada en este proceso se 

tendrá como inexistente y no podrá ser utilizada en su contra”. 

Esto quiere decir que al desaprobarse el acuerdo y continuarse 

así el proceso común, llegando a la etapa intermedia y el juicio 

oral, este acuerdo frustrado no podrá ser utilizado en contra del 

imputado porque ello acarrea una violación al derecho de 

presunción de Inocencia (Art. II del TPNCPP, Art 2, Inciso 24, 

literal ‘e’) pero también acaece una transgresión a la noma 

procesal (Art. 470 del NCPP); por ello, cuando se apertura 

dicho proceso especial se abre un cuaderno aparte, el cual no 

se comunicará con el principal y al no aprobarse dicho acuerdo 

el cuaderno se archivará definitivamente, porque sólo se puede 

dar una sola vez, no se le remitirá al juez de juicio dicha 

desaprobación. 

 

 Como sabemos la Terminación Anticipada puede realizarse 

con o sin confesión sincera, ya que ésta es improcedente 

cuando hay  flagrancia y cuando el Titular de la Acción Penal 

tiene carga probatoria que vincule al imputado con el hecho. 

Pero en el supuesto que se dé este proceso especial sin la 

figura de la confesión sincera, esto  no quiere decir que los que 

se someten a la Terminación Anticipada aceptan su 

culpabilidad o admiten su responsabilidad, lo que aquí 

concretamente ocurre es que los que se someten a este 

proceso no contradicen los cargos que el Órgano de 

Persecución Penal postula en su tesis acusatoria incriminatoria. 

Cosa diferente es admitir los cargos, lo cual radica 

principalmente en la confesión sincera; por ende al darse la 

Terminación Anticipada sin la Confesión Sincera no desvirtúa, 
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ni mucho menos enerva el Principio y Derecho de Presunción 

de Inocencia. Habrá renuncia a la presunción cuando se dé la 

Confesión Sincera porque ella tiene que ser espontánea y 

uniforme de inicio a fin. 

 

El Principio de Defensa se refleja en las condiciones en que el 

Ministerio Público propone el acuerdo y cuando la defensa, en pro 

de los derechos e intereses que representa, al momento de fijar el 

monto de la pena y la reparación civil, tendrá –con la figura del 

Defensor como técnico del derecho– la obligación de observar las 

decisiones del Fiscal, en cuanto a la determinación de la pena y la 

reparación civil y sobre todo lo más importante no deberá llevar a 

su patrocinado a un acuerdo de tal magnitud cuando el hecho sea 

atípico, cuando no haya suficiencia probatoria, etc. En cuanto al 

Principio de Oralidad, es necesario señalar, como ha quedado 

establecido líneas arriba, que la oralidad no debe ser vista como 

un principio sino como un instrumento de trabajo que consiste en 

la otorgación de la información que los sujetos procesales vierten 

al juez; la cual, claro está debe ser de calidad con el propósito que 

se emita una decisión de fondo y justa; este instrumento lo 

encontramos en todas las etapas del proceso penal, el cual 

constituye uno de los pilares de este nuevo proceso penal 

acusatorio garantista con rasgos adversariales. Lo antes 

esbozado es palpable cuando el Fiscal o abogado defensor, o 

ambos pueden acompañar la solicitud de Terminación Anticipada 

sin acuerdo provisional. 

 

El procedimiento procesal de la Terminación Anticipada tiene 

a los sujetos legitimados, que son el fiscal y el imputado, en 

consonancia con el modelo acusatorio adversarial que le atribuye 

al Ministerio Público el monopolio de la investigación y de la 

acusación, sometidos a los principios de legalidad y objetividad 

que le permite actuar en defensa del interés público ante la 

producción del delito y del derecho de los ciudadanos a la 
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reparación económica del daño derivada del ilícito penal. La 

posición de la víctima es distinta a la del Fiscal, porque después 

de haberse cometido el hecho criminal es frecuente que actúe 

dentro del proceso penal impulsada por sentimientos que pueden 

ser de resentimiento y venganza traducidos en la imposición de 

penas desproporcionadas y al pago de reparaciones civiles que 

van más allá  del daño efectivamente causado, con lo cual se 

obstaculizaría el idóneo empleo de esta figura procesal referida 

exclusivamente para el imputado y el Ministerio Público. El fiscal o 

el imputado o conjuntamente podrán instar el proceso, solicitando 

al Juez de Investigación Preparatoria la celebración de una 

audiencia de terminación anticipada, pudiendo concurrir las 

siguientes situaciones: a) el fiscal presenta el requerimiento de 

terminación anticipada con o sin acuerdo provisional; b) el 

imputado presenta la solicitud de terminación anticipada con o sin 

acuerdo previo; c) el Fiscal y el imputado lo presentan 

conjuntamente con acuerdo provisional. 

 

En los tres supuestos antes señalados puede presentarse sin 

acuerdo provisional y ya será dentro de la misma audiencia de 

Terminación Anticipada que el Ministerio Público expondrá 

oralmente su requerimiento donde el Juez de Investigación 

Preparatoria haga un control de legalidad del acuerdo desde sus 

diferentes dimensiones (calificación jurídica, legalidad de la pena, 

reparación civil, suficiencia probatoria), ello es posible porque la 

norma no dice que el requerimiento o solicitud deba ir 

acompañado de un acuerdo provisional, pero en la realidad va a 

acompañado del referido acuerdo.  

 

En cuanto a las reuniones informales, éstas se dan entre 

imputado, representado por su abogado defensor, y el Ministerio 

Público, en las que se acuerdan los aspectos esenciales de este 

proceso especial. Todo lo que se acuerde o no se tome en cuenta 

quedará entre ambos, el Juez de Investigación Preparatoria no 
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tendrá participación en dichas citas informales. En la práctica 

diaria el Abogado Defensor a través de un escrito o de manera 

verbal puede solicitar al fiscal dichas reuniones previas. Las 

reuniones informales son exclusivamente del Fiscal y del 

imputado debidamente asesorado con su abogado defensor; cabe 

acotar que la participación del actor civil y el tercero civilmente 

responsable no es obligatoria, estos dos últimos podrán participar 

de dicho acuerdo de manera restrictiva, pero si se da la 

participación de éstos dotaría de legitimidad este acuerdo.  

 

En lo que atañe a las oposiciones y observaciones, las 

oposiciones vienen por parte de los demás sujetos procesales a 

quienes se les correrá traslado del requerimiento y, dentro del 

plazo de 5 días, estos podrán formular sus pretensiones en 

función a sus intereses; cabe precisar que la oposición está 

circunscrita exclusivamente a los demás sujetos procesales, 

excepto del fiscal y el imputado y dicha manifestación de no 

oposición por parte de estos sujetos debe estar por escrito cuando 

se corre traslado del requerimiento a los demás sujetos 

procesales.  

 

En relación a la citación a audiencia, después que ha vencido el 

plazo de 5 días para que los sujetos procesales puedan 

pronunciarse acerca de la procedencia del proceso de 

Terminación Anticipada, computado desde la última notificación, 

debe procederse a señalar audiencia, no habiendo previsto 

ningún plazo legal para fijarla, tomándose como marco de 

referencia el plazo no menor de 5 ni mayor de 20 días similar a la 

audiencia preliminar de control de acusación (Art.351.1 NCPP). 

Cuando al requerimiento de terminación anticipada se adjunte el 

acuerdo provisional arribado entre el Fiscal y el Abogado y no 

estén constituidos judicialmente otros sujetos procesales (Actor 

civil, Tercero civil), el JIP deberá citar directamente a audiencia, 

prescindiéndose del traslado y del plazo a los demás sujetos 
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procesales, puestos que serían indudablemente el Fiscal y el 

imputado. La citación a la audiencia de terminación anticipada 

deberá de contener el apercibimiento de rechazarse la solicitud o 

requerimiento y procederse al archivo del cuaderno, en caso de 

inasistencia injustificada del fiscal o imputado. Al no existir un 

pronunciamiento judicial de fondo, en la medida que no hay nada 

que aprobar o desaprobar, queda a salvo el derecho de las partes 

de peticionar nuevamente el proceso especial aperturándose para 

ello otro cuaderno. Como se puede apreciar, este instituto adjetivo 

de simplificación procesal es importante para agilizar las causas 

penales, pero existen operadores jurídicos no solo a nivel de la 

Corte Superior de Justicia de la Libertad sino  a nivel nacional  

que no internalizan ni hacen suyo la  esencia de la referida figura 

procesal dando pie a obstaculizar la vigencia de los principios de 

economía y celeridad procesal, los cuales están engarzados al 

plazo razonable, ello viene a comentario a causa que existen 

juzgados de investigación preparatoria que no admiten la 

posibilidad de darse una terminación anticipada en la etapa 

intermedia sin embargo existen otros que sí la admiten.   

 

 

Entre todo este cúmulo de normativas y procedimientos que, 

muchas veces, en vez de agilizar la labor de administración de 

justicia del sistema judicial peruano, la retrasa y ralentiza; se 

yergue el Nuevo Código Procesal Penal como el documento por 

excelencia que logra minimizar la carga procesal, así como, 

garantizar la correcta disposición de velar por los derechos 

fundamentales de todos los sujetos procesales. Sin embargo, el 

anterior sistema basado en el Código Penal de 1940 no logró 

establecer precedentes óptimos de aplicación de justicia ni de 

irrestricto cuidado de no vulnerar los derechos fundamentales de 

procesados ni de denunciantes. Este estatuto procesal penal 

contemplaba 3 tipos de procesos tales como: ordinario, sumario y 
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especial; teniendo una duración el proceso ordinario simple de 4 

meses más 60 días de prórroga; el ordinario complejo, teniendo 

un plazo de 4 meses más 8 meses de prórroga; en torno a los 

plazos del proceso sumario es de 2 meses más 30 días de 

prórroga.  La investigación en este modelo procesal estaba a 

cargo exclusivamente de la Policía Nacional Perú, dándosele la 

potestad de calificar el hecho como delito y asimismo no teniendo 

un plazo legal de investigación, siendo ello así que generaba 

violación al imputado porque en muchos de los casos no se le 

otorgaba la asesoría de un defensor de su libre elección o en su 

defecto uno de oficio; es decir bajo este régimen lo que la Fiscalía 

tenía que hacer era esperar, en primer lugar, el raciocinio de la 

PNP en lo que atañe a la calificación del hecho y, en segundo 

lugar, la comunicación de éste a aquél por medio de los atestados 

policiales. Bajo este paradigma se utilizó el método de la verdad 

preestablecida, en donde se partía  que el investigado era 

culpable  y toda investigación era contra él sin permitirle, en 

muchas de las ocasiones, defenderse de diferentes maneras tales 

como ofrecer actos de investigación que desvirtúen la imputación 

prima facie policial, buscándose de esa manera la 

autoincriminación del propio detenido, lo cual tenía razón de ser 

porque la prueba ‘madre y reina’ en este prototipo de esquema 

procesal era la confesión. 

De igual forma una desnaturalización desde corpus iure penale 

era que la investigación, más allá de estar en manos de la policía, 

estaba a cargo de la Fiscalía y del órgano jurisdiccional, 

mellándose así el principio de imparcialidad. Por ello fue 

necesario cambiar de modelo procesal-penal, aplicándose el 

Nuevo Código Procesal Penal de 2004; este nuevo cuerpo 

procesal se dio a causa del reclamo no sólo por parte de los 

sinfines de procesados con el antiguo sistema sino también por 

los mismos operadores jurídicos y toda la comunidad jurídica en 

general. Lo más importante de este nuevo esquema de trabajo se 
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rige bajo otro sistema, que se traduce en el respeto de las 

garantías procesales penales de todo justiciable como el respeto 

al derecho a guardar silencio y a declarar cuando lo crea 

conveniente y siempre asesorado por un defensor de su libre 

elección o en su defecto de un defensor público, lo cual encuentra 

sentido tal como lo esboza SALAS BETTETA (2011) al señalar 

que “Si vemos al proceso judicial como un mecanismo de 

resolución de conflictos heterocompositivos, es decir como aquél 

en el que es un tercero quien decide acerca de la solución de la 

controversia, evidenciamos su función instrumental y utilitaria, 

pero a la que debemos de agregarle características básicas, como 

son: a)que debe existir un órgano público competente y 

especializado encargado de ejercer jurisdicción (para el caso 

peruano, el poder judicial); b)que dicha función jurisdiccional se 

encuentre sustentada y regulada en la Constitución, a través de 

principios y garantías; y c)que su instauración genera derechos y 

obligaciones para los sujetos procesales. En ese sentido el 

proceso debe ser visto desde una perspectiva garantista, lo que 

implica que dicha herramienta debe de estar dotada de un 

conjunto de garantías constitucionales que regulen el poder-deber 

del Estado para resolver conflictos jurídicos, a fin de evitar la 

posible comisión de abusos y decisiones arbitrarias por parte de 

aquél en agravio de los justiciables”; rompiéndose y dejando de 

lado el cumplimiento obligatorio de la norma adjetiva (ritualismo 

procesal) sino que bajo el contexto de la constitucionalización del 

proceso penal se pueden omitir circunstancias legales, las cuales 

se traducen en términos técnicos en “prueba irregular” la cual 

puede ser materia de convalidación por medio de la nulidad 

relativa, claro ejemplo de ello es que no es necesario que exista 

una pericia de oficio tal como lo establece el artículo 177.1 que a 

la letra reza: “Producido el nombramiento del perito, los sujetos 

procesales, dentro del quinto día de notificados u otro plazo que 

acuerde el Juez, pueden designar, cada uno por su cuenta, los 

peritos que considere necesarios”, claro está respetando así los 
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principios procesales, penales, constitucionales como el de 

igualdad de armas y todos los demás; en ese sentido también 

tenemos lo que se conoce como el plazo razonable, el cual ha 

sido reconocido por el tribunal constitucional en vasta 

jurisprudencia tales como la recaída en el expediente 6423-2007 

HC/TC, donde se plasma que el plazo legal solo es un límite y no 

imperativo categórico de observancia obligatoria. Este nuevo 

modelo procesal es acusatorio garantista con tendencia 

adversarial teniendo como límite de su aplicación el principio de 

legalidad tanto en su vertiente sustantiva como adjetiva porque 

tenemos una influencia europeo-continental, por lo tanto todos los 

derechos que se encuentran imbuidos dentro del principio 

universal del debido proceso tienen que ser materializados en 

todas las etapas del proceso penal; es decir en la etapa de 

investigación preparatoria, etapa intermedia y la fase juzgamiento, 

de ser el caso hasta la posible resolución de un recurso de 

casación interpuesto por la defensa ante una sentencia 

condenatoria, lo cual tiene sentido porque a guisa de ejemplo la 

presunción de inocencia se mantiene incólume así haya sido 

condenado el acusado debido a que para ello tiene que ser una 

sentencia firme. 

Dentro de las innovaciones y nuevas figuras procesales que 

contempla el NCPP de 2004 se puede afirmar que son de gran 

trascendencia y relevancia para la correcta aplicación de este 

nuevo instrumento adjetivo tales como la Etapa Intermedia, la cual 

engloba la audiencia de control de acusación y el control del 

sobreseimiento; bajo esa línea de argumentación se deja sentado 

que esta nueva fase procesal es de inescindible importancia 

porque es una de las etapas más importantes y se podría decir la 

más importante del proceso penal común ya que en este 

escenario el Juez de Investigación Preparatoria logra determinar 

si dicha postulación de hechos, de derecho e indiciaria tiene 

causa probable para que dicha acusación sea actuada en juicio 
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oral o en su defecto se declare el sobreseimiento de oficio o a 

petición de parte, con el propósito específico de no llevar causas 

innecesarias al juzgamiento ya sea porque el hecho es atípico, no 

existe la cantidad indiciaria suficiente que acredite la existencia 

del delito y mucho menos la vinculación del procesado con el 

mismo, la acción penal se ha extinguido o el delito ha prescrito tal 

como lo concuerda la Casación 03-2007-Huaura, FJ Quinto que 

señala que: “Recuérdese que el nuevo código a diferencia del 

antiguo, presupone una fase intermedia que rigen a plenitud los 

principios de contradicción y de oralidad, a partir de la cual se 

insta la intervención de las demás partes, estas pueden formular 

sus pretensiones, existe una audiencia preliminar y el Juez de la 

Investigación Preparatoria, de ser el caso, expide el auto de 

enjuiciamiento pronunciándose por el conjunto de solicitudes de 

las partes, entre ellas de ofrecimiento de pruebas formuladas 

ofrecidas por todas las partes, modelo de procedimiento que, 

desde luego, no es el que recoge el antiguo código, que 

presupone pautas escritas sin audiencia preliminar, y 

restringidamente contradictorias”. Otra novedad es la 

fundamentación de la sentencia sea ésta condenatoria o 

absolutoria está estrictamente basada en actos de pruebas; es 

decir todo lo que se actúa en juicio oral; siendo así que los actos 

de investigación no podrán constituir material probatorio para 

darle apariencia de legalidad a una sentencia porque estos actos 

de investigación solo sirven para fundamentar una disposición, 

requerimiento o resolución judicial, además también podrán ser 

usados para impugnar credibilidad o refrescar memoria, cosa 

distinta es lo que se daba en el antiguo modelo tal como está 

estipulado en el artículo 280 del Código de Procedimientos 

Penales de 1940, que a la letra glosa que: “La sentencia que 

ponga término al juicio deberá apreciar la confesión del acusado y 

demás pruebas producidas en la audiencia, así como los 

testimonios, peritajes y actuaciones de la instrucción”. Otra 

cuestión dentro de las atribuciones y competencias que tiene el 
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Ministerio Público como titular de la acción penal, director de la 

investigación y que tiene el deber de la carga de la prueba emite 

providencias, disposiciones y requerimientos a diferencia del 

antiguo instrumento procesal donde la fiscalía emitía dictámenes. 

En la misma línea los actos de investigación no podrán ser 

repetidos salvo que resultare indispensable o sea de necesaria 

trascendencia su actuación para aclarar algunos aspectos 

medulares y otro aspecto fundamental de transformación que ha 

traído este nuevo código instrumental es en función a la acción 

civil tal como lo glosa y desprende del acuerdo plenario en su 

FJ.07 que a la letra esgrime que: “Sin lugar a dudas, la 

modificación más importante del Código Procesal Penal en el 

ámbito de la acción civil incorporada al proceso penal se ubica en 

el artículo 12°, apartado 3), del referido Código, que estipula que 

la sentencia absolutoria o el auto de sobreseimiento no impedirán 

al órgano jurisdiccional pronunciarse sobre la acción civil derivada 

del hecho punible válidamente ejercida, cuando proceda. Esto 

significa, en buena cuenta, que cuando se sobresee la causa o se 

absuelve al acusado no necesariamente la Jurisdicción debe 

renunciar a la reparación de un daño que se ha producido como 

consecuencia del hecho que constituye el objeto del proceso, 

incluso cuando ese hecho –siempre ilícito- no puede ser calificado 

como infracción penal”. 

 

Dentro de las reformas metodológicas de trabajo con este nuevo 

esquema se ha dado una nueva mirada y enfoque a lo que se 

refiere en cuanto a la mutación de paradigma de la 

escrituralidad a la oralidad en la litigación oral. Con respecto 

al expediente judicial, ha sido aplicado en el antiguo Código de 

Procedimientos Penales y también sigue teniendo vigencia en el 

Código Procesal del 2004 pero desde una diferente perspectiva. 

El expediente judicial se le puede concebir en términos prácticos 

comparativos como la historia clínica de un paciente ya que en 

éste consta la primera enfermedad que tuvo la persona, el 
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diagnóstico de la misma (enfermedad), el tratamiento a dicha 

afección y la evolución de la misma en torno al tratamiento 

aplicado y de ser el caso también estará plasmado la causa de la 

muerte; siendo así que, al igual que la historia clínica donde se 

deja constancia de toda la actividad médica del paciente, lo 

mismo ocurre con el expediente judicial ya que aquí se deja 

estrictamente plasmado cómo comenzó un determinado proceso 

penal, contra quién se ha incoado la acción penal, qué delito se le 

imputa, en qué circunstancias se originó (si la persona fue 

detenida en flagrancia delictiva, por mandato judicial), bajo qué 

régimen cautelar se encuentra (si se encuentra bajo 

comparecencia con restricciones, simple o en su defecto bajo 

prisión preventiva), qué incidencias se han planteado tanto por 

parte de la fiscalía , defensa y los demás sujetos procesales 

debidamente constituidos, en qué etapa procesal se encuentra la 

causa (investigación, juicio oral), si la causa concluyó mediante 

una medida alternativa (terminación anticipada, principio de 

oportunidad, conclusión anticipada, etc.), si se culminó con una 

sentencia absolutoria o condenatoria; como puede colegirse de lo 

antes esbozado se puede afirmar correctamente que al 

expediente judicial se tiene que conceptualizarlo más allá que 

haya sido utilizado por el antiguo sistema, como un instrumento 

de constatación donde se evidencia cómo nace una causa y como 

termina la misma, cosa diferente es el uso y la significancia que 

cada sistema en sí le otorga, debido a que, en el antiguo sistema 

le administraba un valor único porque sin expediente no había 

proceso; sin embargo, con el actual modelo, el expediente judicial 

goza de suficiencia e importancia pero no es el dirimente para que 

el proceso en sí exista ya que al igual que la oralidad también se 

le cataloga como un instrumento de trabajo y como tal es 

susceptible de ser mutado de acuerdo a las exigencias del 

esquema procesal aplicable y a la realidad misma. 
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El cambio de un sistema a otro ha sido de suma importancia 

porque con este nuevo paradigma (NCPP 2004), las garantías 

constitucionales procesales penales han tomado protagonismo a 

nivel de todo el proceso penal, lo cual tiene razón de ser entorno 

al respeto del principio de Dignidad Humana, constituyendo éste 

el presupuesto ontológico material de donde se despliegan todos 

los demás derechos, tales como un debido proceso, tutela 

jurisdiccional efectiva, el derecho a la prueba, presunción de 

inocencia, igualdad de armas, imparcialidad judicial, contradicción, 

etc. Este nuevo esquema adjetivo de preeminencia oral, a 

diferencia del anterior sistema reposado en la escrituralidad, se 

basa, también en la contradicción, pero con diferentes matices; 

donde el primero de ellos le otorga al Principio de contradicción 

basado en la dialéctica viabilidad y consistencia en términos 

aplicativos y se afirma ello porque con la entrada en vigencia del 

NCPP del 2004 se ha diseñado el sistema de audiencia, donde 

las partes exponen sus pretensiones procesales previas al 

juzgamiento en un escenario de discrepancia conocido como el 

contradictorio, en el cual se da la presentación de la solicitud, la 

réplica, duplica y resolución, todo ello bajo la materialización de la 

dialéctica, tesis, antítesis y síntesis, lo cual a palabras de Cubas 

Villanueva (2016), “este principio se encuentra reconocido en el 

título preliminar y en el artículo 356 del CPP. Consiste en el 

recíproco control de la actividad procesal y la oposición de 

argumentos y razones entre los contendientes sobre las diversas 

cuestiones introducidas que constituyen su objeto. Se concreta 

poniendo en conocimiento de los demás sujetos procesales el 

pedido o medio de prueba presentado por alguno de ellos; así el 

acusado podrá contraponer argumentos técnico-jurídicos a los 

que exponga el acusador. El contradictorio sustenta la razón y 

conveniencia del interrogatorio cruzado en la audiencia y el deber 

de conceder a cada sujeto procesal la potestad de indicar el folio 

a oralizar. Este principio rige el desarrollo de todo el proceso 

penal, pero el momento culminante del contradictorio acontece en 
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la Audiencia, en la contraposición de los argumentos formulados 

en la requisitoria oral del fiscal (acusación), y los argumentos de la 

defensa del acusado y ello nos permite conocer la calidad 

profesional del acusador y de los defensores”. El principio de 

contradicción no es que haya nacido con el nuevo esquema 

procesal sino que también existía en el antiquísimo Código de 

Procedimientos Penales de 1940, pero con menos relevancia, 

aplicación y sobre todo respeto del mismo. 

 

Bajo esa misma expresión de argumentación el principio de 

contradicción en la actualidad goza de un debido respeto por los 

órganos jurisdiccionales, lo cual no queda sólo en palabras y 

retórica sino también se visualiza en la realidad material cuando, 

por ejemplo, en una audiencia de prisión preventiva, teniendo un 

carácter eminentemente técnico, este debate se realiza bajo los 

términos de la contradicción pero no bajo una apariencia de la 

misma sino de alta calidad donde los sujetos involucrados, 

específicamente el Ministerio Público y el abogado defensor, 

entran en una pugna en pleno respeto del principio de igualdad de 

armas, en el cual la Fiscalía fundamenta su requerimiento bajo los 

lineamientos de la jurisprudencia vinculante de la casación 626-

2013-Moquegua, la cual ha establecido que en la audiencia 

respectiva se debatirá 5 aspectos técnicos referidos a los graves y 

fundados elementos de convicción tanto en su esfera objetiva 

(acreditación del delito) y subjetiva (vinculación del imputado con 

el hecho delictivo), la prognosis de pena, el peligro procesal en lo 

que atañe al peligro de fuga y al peligro de obstaculización en la 

averiguación de la verdad, la duración del plazo y la 

proporcionalidad de la medida; además, para fortificar este 

principio de contradicción, esta casación ha sentado que cada 

punto se debatirá de manera correlativa constituyendo así cada 

uno un filtro para pasar al otro, lo cual es debido a que sería 

innecesario debatir la gravedad de la pena o el peligro procesal 

cuando la fiscalía no ha podido acreditar de manera contundente 
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el primer presupuesto material en lo que se ciñe a los graves y 

fundados elementos de convicción debido a que sería 

innecesario; otros de los fundamentos de la casación en mención 

es que el titular de la acción penal no podrá utilizar como 

mecanismo para que se imponga esta medida tan gravosa que el 

investigado no haya decidido declarar, lo cual hace carne un 

debido proceso, principio de contradicción y sobre todo se 

visualiza tres cosas importantes adicionales a las antes precitadas 

tales como que la declaración del procesado en sede de 

investigación sea esta preliminar o preparatoria formalizada no se 

puede erigir como un acto de investigación de cargo o descargo 

sino como un medio de defensa; así también que, es obligación 

del pretensor penal acreditar su tesis inicial (teoría del caso), la 

cual es flexible porque puede ir mutando en torno al aspecto 

fáctico, jurídico y probatorio, con elementos distintos a la 

declaración del sindicado; y, por último, el respeto del principio de 

no autoincriminación. A diferencia del antiguo esquema procesal 

que el juez emitía el mandato de detención preventiva dentro de 

las cuatro paredes de su despacho sin escuchar a las partes en 

pleno debate público, oral, sobretodo contradictorio, lo cual no 

sólo en este tipo de incidencias sino también otras cuestiones de 

debate, el principio de contradicción tiene un respeto único. 

 

En esta misma línea de fundamentación existen supuestos donde 

el principio de contradicción carece de sentido a causa de que no 

existe oposición por ninguna de las otras partes, siendo que al no 

existir riña o una circunstancia antagónica o contrapuesta entre 

las partes no es factible que se lleve a cabo una audiencia para 

resolver dicha solicitud formulada por alguna de las partes, 

empero nuestra ilustre Corte Suprema en el acuerdo plenario 5-

2011, con respecto a la constitución de actor civil: Requisitos, 

oportunidad y forma ha señalado en su FJ 19 que: <<La lectura 

asistemática del artículo 102º, apartado 1), del Código Procesal 
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Penal puede sugerir a algunas personas que el Juez dictará la 

resolución sin otro trámite que el haber recabado la información y 

la notificación de la solicitud de constitución en actor civil. Empero, 

el segundo apartado del indicado artículo precisa que para efectos 

del trámite rige lo dispuesto en el artículo 8° -se trata, como es 

obvio, de una clara norma de remisión-. Esta última disposición 

estatuye que el procedimiento requiere como acto procesal central 

que el Juez lleve a cabo una audiencia con la intervención 

obligatoria del fiscal y, debe entenderse así, con la participación 

facultativa de las otras partes procesales. No es el caso, por 

ejemplo, del artículo 15°.2.c) del Código Procesal Penal, que 

autoriza al Juez, bajo la expresión: “…de ser el caso”, resolver un 

incidente procesal determinado sólo si se producen determinados 

presupuestos. Resulta entonces que el trámite de la constitución 

en actor civil tendría que realizarse necesariamente mediante 

audiencia, en cumplimiento de los principios procedimentales de 

oralidad y publicidad, y el principio procesal de contradicción 

establecidos en el artículo I.2 del Título Preliminar del Código 

Procesal Penal. Debe entenderse, desde esta perspectiva, que el 

plazo de tres días fijado en el artículo 202°.1 de la Ley Procesal 

Penal se refiere al paso de expedición de la resolución 

correspondiente -que en el caso del artículo 8° es de dos días de 

celebrada la audiencia como plazo máximo-, pero ésta debe 

proferirse, como paso posterior, de la realización de la audiencia. 

Por consiguiente, no es posible deducir de la ley que la audiencia 

sólo se llevará a cabo ante la oposición de una parte procesal, 

pues tal posibilidad no está reconocida por el Código Procesal 

Penal y sería contraria al principio de legalidad procesal. No 

obstante ello, la vulneración del derecho objetivo no 

necesariamente produce nulidad de actuaciones, pues ésta tiene 

como presupuestos no sólo la vulneración de la ley sino 

principalmente la generación de una indefensión material a las 

partes procesales o la absoluta desnaturalización del 

procedimiento lesiva a los principios y garantías que le son 
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propios e insustituibles. La nulidad, pues, está condicionada a las 

infracciones de relevancia constitucional se anotan>>; siendo así 

que en este acuerdo plenario se está exigiendo que exista una 

audiencia así no exista oposición por ninguna de las partes ante la 

solicitud de constitución de actor civil, lo cual es incorrecto por una 

lógica básica que existe una tesis pero no se encuentra la 

antítesis, por ende no es de recibo lo esbozado en dicha doctrina 

jurisprudencial porque ante la ausencia de una norma procesal 

que habilite la innecesaridad de una audiencia cuando no hay 

contraposición por ninguno de los sujetos procesales no debe ser 

interpretado a raja tabla sino de forma razonable y sobre todo si 

dicha omisión procesal transgrede algún principio inmanente al 

ser humano, lo cual no es así. 

 

El concepto de principio se puede definir como líneas matrices, 

directrices, pilares fundamentales o métodos de interpretación 

acorde a su contenido, éstos tienen que estar en armonía no sólo 

en lo que constriñe a su naturaleza sino también en lo que atañe 

al respeto de los Derechos Fundamentales. Con respecto a la 

denominación de instrumento se le puede definir como la 

herramienta, objeto, con el cual se realiza una determinada tarea 

o trabajo. En ese sentido la oralidad como principio e 

instrumento, en este nuevo código procesal tiene preeminencia 

ya que casi todas las incidencias se resuelven vía audiencia que 

goza todo debate, de igual forma se puede señalar que también 

es un método e instrumento de trabajo porque por medio del cual 

los sujetos procesales otorgan información de calidad al juez y así 

este último puede realizar preguntas a las partes sobre temas que 

no están claros. Siguiendo a PEÑA CABRERA FREYRE (2016), 

quien propugna que: “La oralidad como método o como técnica 

sustituye de forma entera a la cultura escribana, que rigió durante 

muchos siglos en el país, es decir, es la palabra hablada el 

mecanismo que deben emplear los litigantes para sustentar sus 
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peticiones frente al tribunal, lo cual incide en la implementación de 

todo el régimen de audiencias, que han de ser realizadas bajo los 

principios de inmediación y de concentración; es a partir de la 

información de las partes tengan a bien proporcionar en la 

audiencia, lo que definirá los términos de la decisión del juzgador. 

Respuesta que ha de tomar lugar de forma impronta, apareciendo 

la vigencia del principio de celeridad procesal. En la doctrina 

nacional se sostiene que la oralidad no es solamente un 

instrumento útil para lograr la materialización de determinados 

principios, sino que constituye el principio fundamental que rige el 

ordenamiento procesal penal y que, al entrar en vigencia, 

posibilita que se concreten otros principios fundamentales como la 

inmediación, contradicción, publicidad y concentración”, 

constituyendo así la oralidad el fundamento medular del proceso 

penal moderno, engarzado a otros principios que ponen de relieve 

el gran cambio de este sistema dejando de lado lo oculto y lo 

sombrío del precedente esquema adjetivo. 

 

Haber cambiado de un estatuto procesal a otro; es decir, el 

cambio de transición de un modelo a otro, no ha sido fácil de 

asumir por parte de los operadores jurídicos porque la forma de 

trabajo, la concepción de un determinado sistema, la costumbre 

enquistada al mismo, genera dificultad, obstáculos a la adaptación 

de un instrumento de trabajo hacia otro, siendo así que con la 

entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Penal del 2004, 

los aplicadores del derecho tuvieron que asumir esta 

responsabilidad de adaptarse y aplicar correctamente el nuevo 

estatuto procesal, pero todas esas bondades que trae consigo 

intrínsecamente este nuevo corpus iure penale no se pudieron 

aplicar desde un inicio de la forma más idónea acorde al espíritu 

de dicho código adjetivo, sino que para que ello sea posible 

tuvieron que darse diversas capacitaciones no sólo a nivel 

nacional sino también internacional en lo que concierne 

básicamente al sistema acusatorio garantista con rasgos 
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adversariales, además en técnicas de litigación oral; es por ello 

que el Estado Peruano invirtió tiempo y dinero en capacitar a los 

magistrados, fiscales y defensores públicos en estos temas con la 

finalidad que el servicio que brinden cada uno de éstos sea de 

alta calidad, por consiguiente eran enviados a pasantías a 

Estados Unidos, Canadá, Chile, Colombia, Puerto Rico, de igual 

manera eran traídos al Perú expertos en temas de litigación oral y 

argumentación jurídica y, asimismo, bajo esa coyuntura se 

realizaban simulaciones de audiencias metodológicas tales como 

de prisión preventiva, tutela de derechos, cesación de prisión 

preventiva, prolongación de la misma, control de acusación, 

control de sobreseimiento, excepciones, control de actos de 

investigación, juicio oral, apelaciones, germinándose así en los 

muchos de los casos practicas positivas. Todo esto se hizo con la 

finalidad de adaptar a los litigantes a un nuevo sistema; sin 

embargo, no sólo se dieron dificultades al llegar al juicio oral sino 

también en otras incidencias previas al juzgamiento tanto en su 

interpretación como en su aplicación, lo cual trajo como resultado 

la dación de diversos acuerdos plenarios, claro está, que no son 

reputados como precedentes vinculantes sino como doctrina 

jurisprudencial. En la actualidad todavía subsisten deficiencias y 

falencias en torno a la correcta aplicación de las técnicas de 

litigación oral y la interpretación y aplicación de las instituciones 

jurídico procesales penales, por lo tanto debería existir un mayor 

compromiso político, social y económico en función a este tema. 

 

Dentro de la esfera de aplicación de este instrumento del código 

adjetivo del 2004 fue el Distrito de Huaura el primero donde se 

postuló el referido código. La Corte Superior de Justicia de 

Huaura  fue creada por Decreto Ley 25680, con fecha 18 de 

agosto de 1992, autorizándose su funcionamiento mediante 

Resolución 054-93-CE-PJ, del 3 de noviembre de 1993. El 10 de 

noviembre del mismo año, en ceremonia oficial, se procedió a la 

instalación del Distrito Judicial de Huaura. Es en este distrito 
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judicial donde se aplicó de manera total y propositiva el NCPP 

2014. El CPP del 2004 constituye el instrumento normativo central 

que posibilitaría la implementación de una profunda Reforma 

Procesal Penal en Perú, que permita erradicar las viejas prácticas 

del sistema inquisitivo -amparado en el Código de Procedimientos 

Penales de 1940- y, poner en vigencia un sistema procesal penal, 

acusatorio, oral, público y contradictorio. El Distrito Judicial de 

Huaura fue el primer lugar donde se implementó el Código 

Procesal Penal del 2004, en el cual se suscitaron diversas 

vicisitudes aplicativas, un claro ejemplo de ello es lo que se 

resolvió en la casación 1-2007-Huaura, en la cual se resolvió y 

se estableció como jurisprudencia que la presencia del 

investigado en la audiencia de prisión preventiva no es de 

obligatorio cumplimiento a pesar que el artículo 271, inciso 1 del 

NCPP así lo establezca, el cual reza que: “El Juez de 

Investigación Preparatoria, dentro de las cuarenta y ocho horas 

siguientes al requerimiento del Ministerio Público realizará la 

audiencia para determinar la procedencia de la prisión preventiva. 

La audiencia se celebrará con la concurrencia obligatoria del 

Fiscal, del imputado y su defensor”; en esa misma argumentación 

se circunscribió a postular que para que el órgano de persecución 

penal solicite la prisión preventiva no es necesario que el 

sindicado se encuentre detenido ya sea por detención en 

flagrancia o por detención preliminar, porque el único requisito de 

procedibilidad para solicitar esta medida tan gravosa es que se 

haya formalizado la investigación preparatoria, además porque si 

nos remitimos a la hipótesis normativa del artículo 268 del referido 

cuerpo normativo no encontramos que la procedencia de la 

misma se haya prescrito como un presupuesto material que el 

procesado se encuentre detenido ya sea por detención en 

flagrancia o preliminar. Como nos damos cuenta, uno de los 

desaciertos de la aplicación de las categorías adjetivas penales 

de este nuevo instrumento procesal del 2004 y esta mala 

aplicación y entendimiento de la institución jurídica cautelar, 
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objeto de comentario por parte de los operadores jurídicos del 

Distrito de Huaura, tiene su fundamento en el rezago inquisitivo 

basado en el formalismo extremo donde lo glosado por el código 

de procedimientos penales tenía que ser cumplido de manera 

autómata así no tenga asidero razonable en términos prácticos y 

viole los principios pilares de este nuevo modelo tales como la 

oralidad, celeridad, contradicción y economía procesal 

establecidos en su título preliminar; sin embargo con este nuevo 

sistema de trabajo se puede omitir una circunstancia legal siendo 

en este caso en concreto el artículo 271, 1 del NCPP pero eso sin 

transgredir ningún derecho o principio de rango constitucional. En 

la actualidad estas deficiencias siguen subsistiendo pero en 

menos proporción. 

 

El Código Procesal Penal del 2004 ha traído escollos y 

obstáculos en su vertiente de aplicación material en los 

diversos distritos judiciales, donde ha sido instituido el 

mencionado texto adjetivo, lo cual es común después de todo 

porque la praxis jurídica de un nuevo método y esquema de 

trabajo trae consigo aciertos y desaciertos, a guisa de ejemplo en 

la audiencia oral de control de acusación existían juzgados a nivel 

de investigación preparatoria que no admitían por parte de la 

defensa técnica realizar observaciones formales, sustanciales u 

ofrecer medios probatorios que no habían sido ofrecidos en el 

escrito de absolución de acusación fiscal, sin embargo existían 

otros juzgados que si lo admitían basándose en el argumento que 

el abogado actual no es el mismo que redacto la absolución de 

acusación, asimismo que el sistema es oral ya que el Ministerio 

Publico tendrá la oportunidad de ser el caso de contraexaminar a 

los testigos y peritos en el juzgamiento y porque el acusado  

también goza del derecho a la verdad reconocido 

internacionalmente por lo tratados internacionales, al cual el Perú 

se ha adscrito, lo cual ha sido resuelto aparentemente por la 

casación 53-23010-Piura pero todavía es un tema álgido. Otro 
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tema crítico es el referido a que si la defensa técnica puede 

ofrecer como medios probatorios como por ejemplo documentos, 

testigos y peritos cuando estos no han sido ofrecidos por 

conducto fiscal para que sean actuados o incorporados en dicha 

sede durante la etapa de investigación preparatoria formalizada, 

ya que la defensa técnica decía que sí era posible porque no 

existía una norma que habilite de manera expresa y obligatoria 

que dichos medios probatorios para su ofrecimiento y admisión 

para que sean actuados en juicio tengan que haber sido ofrecidos 

en la etapa de investigación preparatoria como requisito sine 

quanon, asimismo porque hacer ello limitaría el derecho de 

defensa del acusado, también porque se haría una interpretación 

extensiva analógica de la norma procesal en desmedro de los 

derechos y la libertad del procesado, lo cual no es dable porque 

dicha interpretación sería factible siempre y cuando favorezca al 

imputado tal como lo estatuye la normatividad procesal en su 

artículo VII.3 TPNCPP, asimismo porque el artículo 350 del 

Código Adjetivo del 2004 señala que una vez notificada la 

acusación los demás sujetos procesales en el plazo de 10 días 

hábiles podrán realizar observaciones a la acusación (formales, 

sustanciales) así también tal como lo señala el literal f) del inciso 

1) del referido artículo,  podrán ofrecer pruebas para el juicio 

empero en ninguna parte de dicho dispositivo legal establece que 

dicho ofrecimiento de pruebas se efectivizará siempre y cuando la 

parte procesal la haya presentado ante el fiscal y por último que la 

exigencia consistente en que los medios probatorios sean 

ofrecidos y admitidos para su debida actuación en juicio tienen 

que haber sido incorporados mediante el Ministerio Público en 

investigación preparatoria formalizada, ello tendría cierta 

posibilidad de ser aceptada solamente en lo que se circunscribe a 

la pericia de parte y no a otro acto de investigación, lo cual 

encuentra sustento jurídico en el artículo 177, inciso 1, el cual 

expresa taxativamente que: “Producido el nombramiento del 

perito, los sujetos procesales, dentro del quinto día de notificados 
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u otro plazo que acuerde el juez, pueden designar, cada uno por 

su cuenta, los peritos que consideren necesarios”, lo referido por 

esta fórmula jurídica tiene razón de ser porque de cara al juicio 

oral si solo hay una pericia de parte y no existe una pericia de 

oficio no se podrá realizar un debate pericial y solo la fiscalía 

quedará limitada a aplicar sus estrategias de contrainterrogatorio, 

violándose así no sólo una norma procesal ( Art.177.1), sino 

también un derecho fundamental pilar de este nuevo sistema que 

es la igualdad de armas; sin embargo, la fiscalía señalaba que ello 

no era posible porque nuestro sistema es acusatorio garantista de 

influencia europeo-continental, siendo así que una de sus 

manifestaciones es que los demás sujetos procesales cuando 

quieran incorporar un acto de investigación que de cara al futuro 

se convertirá en un medio de prueba tiene que ser ingresado por 

via fiscal por cuatro motivos: primero, porque existe una sola 

investigación y es la del fiscal, ya que  a través de ella es que se 

hacen ingresar todos los actos de investigación con la finalidad de 

dotarlas de legitimidad y legalidad para que así puedan ser 

utilizadas para ejercer el derecho de defensa como por ejemplo 

solicitar una cesación de prisión preventiva, reexamen de 

incautación y de ser el caso si el órgano pretensor no admitiera 

dicho acto de investigación solicitara al juez su admisión (Art 337 

NCPP),con lo cual queda establecido que no tenemos un sistema 

acusatorio adversarial en el cual existe dos investigaciones 

primero es de la fiscalía y después el de la defensa, segundo al 

no ser así se violaría el principio de igualdad de armas, el debido 

proceso y la tutela jurisdiccional efectiva,  en tercer lugar que solo 

se podrán admitir como medios de prueba aquellos actos que no 

fueron incorporados a la investigación siempre y cuando hayan 

sido conocidos después de la notificación de la disposición de 

conclusión de la investigación preparatoria a los demás sujetos 

procesales pero para ello  se tiene que hacer una interpretación 

teleológica funcional aplicando así el artículo 373, inciso 1 del 

NCPP, que prescribe que : “….Las partes pueden ofrecer nuevos 
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medios de prueba. Solo se admitirán aquellos que las partes han 

tenido conocimiento con posterioridad a la audiencia de control de 

acusación” si bien es cierto que no estamos en la fase de 

juzgamiento pero a esta se la puede igualar a la fase intermedia, 

específicamente en la audiencia de control de acusación-subfase 

de ofrecimiento de medios probatorios y en cuarto lugar tampoco 

se le permitiría al órgano de persecución penal constatar la 

información otorgada por dichos medios de prueba ofrecidos en 

control de acusación debido a que la investigación ya cerro, este 

problema ha sido tratado por la jurisprudencia en las casaciones 

80-2010- Piura y la casación 79-2010-La Libertad pero no en toda 

su dimensión .Así también se ha podido advertir otra dificultad, la 

que radica básicamente en permitir la admisión de una pericia de 

parte así no exista una de oficio, ello a simple vista parece ser 

imposible porque resquebrajaría el principio de legalidad procesal 

del artículo 177, inciso 1, el cual manifiesta que: “Producido el 

nombramiento del perito, los sujetos procesales, dentro del quinto 

día de notificados u otro plazo que acuerde el juez, pueden 

designar, cada uno por su cuenta, los peritos que consideren 

necesarios”, en tal sentido, la mayoría de los juzgados las 

inadmiten en la audiencia preliminar de control de acusación 

debido a que sin pericia de oficio no puede existir una de parte; es 

decir lo accesorio depende de lo principal, lo cual no puede ser 

apreciado de manera literal y a raja tabla lo prescrito por la norma 

invocada, por consiguiente a dicha vulneración procesal aplicando 

el aforismo latín “Mutatis Mutandis” se le puede dar otro alcance y 

campo de acción donde si permita la admisión como medio de 

prueba a una pericia de parte sin existir materialmente una de 

oficio consistente en lo siguiente:  Si la defensa técnica solicita la 

realización de una pericia al titular de la acción penal pero ante la 

negativa del fiscal se acude al órgano jurisdiccional en virtud del 

art. 337 NCPP para que se pronuncie sobre la procedencia de la 

realización de la pericia solicitada al Ministerio Publico pero la 

judicatura rechaza dicha pretensión tutelar, siendo así que el 
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Ministerio de la defensa tiene la potestad de recurrir dicho auto 

que le es desfavorable a sus interés procesales; una vez realizado 

ello la defensa técnica puede nombrar un perito de parte, claro 

está que dicho nombramiento, lo que es materia de pericia, el 

lugar de la realización de la pericia, la fecha, la hora, se tendrá 

que remitir a la fiscalía mediante un escrito no para su eficaz 

realización sino solo con el propósito que el represéntate del 

Ministerio Publico tenga conocimiento de ello con el objetivo que 

este último pueda ejercer su derecho de contradicción y controlar 

la pericia de parte nombrando para ello su perito oficial, 

efectivizándose con ello el debido proceso en plena igualdad de 

armas ya que  de ser el caso que el perito de parte en juicio no 

concurra por causas no imputables a las partes se pueda oralizar 

su peritaje en la etapa de oralizacion siguiendo lo estipulado en el 

artículo 383 NCPP porque para que ello suceda se debe dar un 

debido emplazamiento; es decir que no solo es obligación de la 

fiscalía comunicar a la defensa de un nombramiento de una 

determinada pericia sino que también puede ser de forma 

viceversa, lo cual no tergiversa este nuevo sistema sino todo lo 

contrario lo dota de legitimidad y progresividad de manera idónea 

y eficaz porque al darse ello se estaría aplicando el ART..VII.3TP 

NCPP, referido a la interpretación extensiva en pro de los 

derechos del imputado, generándose así el principio de igualdad 

de armas entre las partes y ante una circunstancia que dificulte su 

vigencia el juez de garantías podrá intervenir allanando todos los 

escollos que imposibiliten su materialización; en ese orden de 

ideas también el derecho a la prueba alcanzaría vigencia y ello 

tiene sentido de ser porque la teoría del caso de la defensa no 

depende del antojo y la predisposición de la fiscalía ya que dicho 

derecho ha sido reconocido por el título preliminar del Código 

Adjetivo del 2004 en su artículo IX, también ha tenido un 

reconocimiento por la corte suprema en la casación 282-2011-

Moquegua, FJ 3.3 que establece que: “En ese sentido, una de las 

garantías que asisten a las partes del proceso es la de presentar 
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los medios probatorios necesarios que posibiliten crear convicción 

en el juzgador sobre la veracidad de sus argumentos….”, 

concordante con la casación 353-2011-Arequipa, en su FJ 4.6 que 

glosa que: “…….. Sin embargo, ello no impide que el procesado 

pueda defenderse de la imputación fáctica que pesa en su contra, 

presentando medios de prueba de descargo, más aun si se trata 

de una defensa afirmativa, donde el juez exigirá que el encausado 

descubra todos los elementos probatorios e información que 

posea y sustente la misma” Asi tambien en el FJ.2.2.8 que reza 

que. : “….En esa línea, la idea fundamental es que el ciudadano 

tiene derecho a demostrar la verdad de los hechos en que se 

funda su pretensión procesal, Es decir, el ciudadano tiene 

derecho a probar que se han producido, o no, los hechos a los 

que el derecho vincula consecuencias jurídicas…” en consonancia 

con el FJ 2.2.12 de la mencionada casación que refiere que: 

“…Los justiciables tienen derecho a postular los medios 

probatorios que justifiquen sus afirmaciones en un proceso o 

procedimiento; sin embargo, este derecho no es absoluto al estar 

sujeto a limitaciones o restricciones cuando son obtenidos, 

incorporados, practicados y/o valorados con vulneración de 

derechos constitucionales que le asiste al justiciable….” también 

reconocido por vasta jurisprudencia del tribunal constitucional en 

los expedientes 6712-2005 HC/TC, 1014-2007 HC/TC, 4831-2005 

HC/TC y 00010-2002 PI/TC; como puede advertirse de lo último 

glosado el derecho a la prueba tiene que darse y ceñirse dentro 

de los cánones de un debido proceso ya que no se ha vulnerado 

ningún derecho fundamental tales como contradicción, debido 

proceso, igualdad de armas, etc mas allá que se haya omitido una 

circunstancia legal (Art.177.1 NCPP) este argumento encuentra 

asidero con mencionado en el Acuerdo Plenario 5-2011- FJ. 19, el 

cual establece que: “No obstante ello, la vulneración del derecho 

objetivo no necesariamente produce la nulidad de actuaciones, 

pues esta tiene como presupuestos no solo la vulneración de la 

ley sino principalmente la generación de un indefensión material a 
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las partes procesales o la absoluta desnaturalización del 

procedimiento lesiva a los principios y garantías que le son 

propios e insustituibles. La nulidad, pues esta, condicionada a las 

infracciones de relevancia constitucional se anotan”, dicha 

decodificación  en no habilitar la admisión de una pericia de parte 

sin la presencia previa de la oficial es una interpretación literal, 

mecanicista y autómata ya que ello se debe a que los operadores 

jurídicos confunden y le dan el mismo significado a la categoría de 

disposición y norma, lo cual no puede entenderse así porque la 

primera de ellas solo parte de la descripción gramatical del 

enunciado jurídico sin hacer ningún esfuerzo para desentrañar los 

alcances y ámbito de aplicación acorde a los pilares, líneas 

matrices y directrices como los principios fundamentales y 

constitucionales; en cambio el concepto de norma no solo se 

parte de las afirmaciones y construcciones jurídicas de manera 

abstracta sino que se le da contenido mediante la técnica de la 

interpretación acorde a los principios constitucionales con el 

objetivo de hacer prevalecer el espíritu de la norma. Estas tres 

circunstancias problemáticas solo son algunas de las muchas que 

existen no solo en la fase intermedia sino también en otras etapas 

del proceso penal. 

 

 

Para colegir una adecuada Formulación del Problema de 

investigación se planteó la siguiente pregunta: ¿Cuáles son las 

malas prácticas procesales en las que incurren los operadores 

jurídicos durante la Etapa Intermedia en la aplicación del Nuevo 

Código Procesal Penal del 2004 en el Distrito Judicial de La Libertad, 

2018? 

 

 

La Justificación del Estudio del presente trabajo investigativo 

radica estrictamente sobre las malas prácticas procesales en la 
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etapa intermedia, especialmente en la figura del reexamen, la 

terminación anticipada y la ausencia de un escenario de 

contradicción para resolver la pretensión civil son de vital 

importancia en este nuevo modelo ya que a partir de su aplicación 

de manera correcta o incorrecta se sentarán las bases para construir 

una línea práctica y jurisprudencial acorde a las exigencias 

dogmáticas, jurisprudenciales y según los principios que regulan 

dicho corpus iuris penale. Este tema es innovador porque estará 

enfocado en temáticas actuales, y sobre todo prácticas, que han sido 

duramente cuestionadas a la luz del razonamiento lógico jurídico y 

los principios procesales penales, máxime si los errores en que se 

incurren afectan la naturaleza o la esencia de este estatuto procesal. 

 

Por lo anteriormente expuesto, el presente trabajo de investigación 

establece sus bases sustentatorias en las razones siguientes:  

 

 Es original, ya que hasta la actualidad no ha sido abordado 

por la jurisprudencia nacional de manera consistente. A la vez 

que dentro del “universo” de tesis y estudios referentes al 

campo de los tópicos materia de análisis carece de 

antecedentes directos. 

 

 Es significativo, porque va a contribuir a los operadores 

jurídicos (fiscales, jueces, abogados), aplicar una idónea 

hermenéutica jurídica al momento de emitir las decisiones y las 

argumentaciones específicas que de los procesos devengan. 

 

 Es conveniente, puesto que sirve como referente teórico-

práctico de cómo se lleva a cabo el proceso lógico-jurídico de 

decisión de los magistrados en torno a los argumentos 

esbozados por las partes. Así mismo, permite a la comunidad 

jurídica reflexionar sobre esta problemática para discernir si se 

están aplicando de manera asertiva dichas instituciones 

procesales.  
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 El presente trabajo de investigación posee relevancia social 

puesto que su alcance y trascendencia abarca no sólo al 

distrito judicial en mención, sino a todos los demás donde el 

Código Procesal Penal del 2004 rige. Así mismo, permite al 

público observar cómo se deberían resolver dichas incidencias 

planteadas en una determinada audiencia acorde a los 

derechos fundamentales de la persona humana, máxime si 

este NCPP tiene sus bases en la dignidad humana y el estricto 

cuidado de las garantías procesales que a todo ajusticiable le 

son conferidas.  

 

 Ya que el quehacer jurídico se encuentra siempre en constante 

dinámica y evolución y los procesos de interpretación 

teleológica funcional no han sido del todo establecidos, el 

presente trabajo es pertinente, pues establece precedentes 

dogmáticos y doctrinales que facilitan la praxis judicial. 

 

 Las implicaciones prácticas del presente trabajo investigativo 

radican en el hecho de que facilitarán la forma en que el 

operador jurídico enfrenta, en su ejercicio práctico, las distintas 

cuestiones procesales de manera óptima. Del mismo modo, a 

partir de ello se sentarán bases jurisprudenciales que 

equiparán a los mismos de recursos dogmáticos propicios para 

una mejor impartición de la justicia. 

 

 El valor teórico del presente trabajo de investigación se 

sostiene en el hecho de que, de ser aplicada la postura 

propuesta, ésta reforzaría la dogmática y teoría procesal-penal 

en torno a la Etapa Intermedia y se lograría establecer una 

idónea materialización de los principios doctrinarios que avalan 

una correcta intervención de los operadores jurídicos en la 

impartición de las garantías procesales. 
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La Hipótesis de la presente Tesis, al tratarse de una investigación 

descriptiva, trabajará con el valor predictivo de una sola de las 

variables interdependientes; en este caso, la aplicación del Nuevo 

Código Procesal Penal 2004, y sus implicancias en las diversas 

prácticas procesales durante la Etapa Intermedia. Por lo mismo, se 

formularán sólo uniformidades o irregularidades respecto de la 

población objeto de estudio.  

Hi: La deficiente aplicación del Nuevo Código Procesal Penal 2004 

afecta la correcta praxis de las instituciones que rigen en la Etapa 

Intermedia, tales como reexamen, terminación anticipada, y 

sobreseimiento, por parte de los distintos operadores jurídicos, en 

los casos seguidos luego de la aplicación del mismo en el distrito 

judicial de La Libertad – Trujillo, 2018. 

 

 

 

El Objetivo General consistió en demostrar la deficiente y/o 

controvertible aplicación de las instituciones que rigen en la Etapa 

Intermedia del NCPP 2004, tales como el reexamen, la terminación 

anticipada y el sobreseimiento por parte de los distintos operadores 

jurídicos, en los casos seguidos luego de la aplicación del mismo en 

los distritos judiciales del Perú, 2018. 

 

 

Los Objetivos Específicos pueden resumirse en las siguientes 

afirmaciones:  

 

 Analizar cómo la no permisión del reexamen de un medio 

probatorio inadmitido por el juez de Investigación Preparatoria 

afecta el debido proceso y vulnera la legítima defensa de los 

sujetos procesales. 
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 Identificar si la no aplicación del proceso de terminación 

anticipada en la audiencia de control de acusación, implica una 

afectación a los justiciables  

 

 Describir cómo afecta la ausencia de un escenario de 

contradicción para resolver la pretensión civil cuando el juez 

sobresee un proceso donde se verifica un daño palpable. 

 

II. MÉTODO 

 

El Diseño de Investigación que siguió la presente Tesis, según su 

tipo de estudio es descriptivo causal-comparativo, porque se 

comparan las semejanzas y diferencias que existen entre la 

aplicación de las distintas garantías procesales por parte de los 

operadores jurídicos estudiados, para describir los factores o 

condiciones que favorecen o dificultan la correcta praxis penal-

procesal en los casos y procesos en los distritos judiciales del Perú, 

2018.  

 

Según Hernández, Fernández y Baptista (2010), el esquema a 

emplear se presentó de la siguiente manera: 

 

Esquema: 

 

                                                               

 

 

 

                                                                

  

  

 

 

M1 O1xy 

M2 O2xy 
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Donde: 

 

M     =  Muestra de once (11) casos penales representativos luego de 

la aplicación del NCPP 2004 en los distritos judiciales del 

Perú, 2018. 

O1  = Observación (reflexiva) de las variables de la muestra 

estudiada y cotejada estadísticamente antes de la aplicación 

del NCPP 2004 en los distritos judiciales del Perú,  2018. 

O2  = Observación de las variables de la muestra estudiada y 

cotejada estadísticamente después de la aplicación del 

NCPP 2004 en los distritos judiciales del Perú,  2018. 

xy     =  Variables interdependientes de estudio. 

 

En cuanto a las Variables y su Identificación, por tratarse de una 

tesis de carácter teórico-descriptivo, el siguiente estudio posee las 

subsiguientes variables interdependientes: 

 

 Variable Interdependiente Nº 1: Las prácticas proce_ 

sales en la etapa intermedia del proceso penal común. 

 

 Variable Interdependiente Nº 2: Aplicación del Nuevo 

Código Procesal Penal del 2004. 

 

Según Hernández, Fernández y Baptista (2010), un estudio 

descriptivo puede ser no experimental, éste a su vez integra, según 

la naturaleza de la investigación, relaciones de causa - efecto que 

han de ser explicadas sin necesidad de manipular las variables 

independientes. Por este motivo, el autor, amparado en las 

investigaciones de Campbell y Stanley (1966), encuentra 

adecuado usar la nomenclatura de “variables interdependientes”, 

toda vez que la naturaleza de la presente investigación se adecúa 

a este diseño.  
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La Población y muestra se refiere al conjunto total de individuos, 

objetos o medidas que poseen algunas características comunes 

observables en un lugar y en un momento determinado. La población, 

objeto de este estudio estuvo constituida por la totalidad de los casos 

penales pertenecientes a todos los distritos judiciales del Perú – 2018”. 

La muestra, estuvo constituida por algunos casos penales 

emblemáticos, tales como resoluciones y audios de los Juzgados de 

Investigación Preparatoria dentro del distrito judicial de La Libertad, así 

como de algunos otros distritos judiciales en todo el territorio nacional. 

 

 Muestreo: Por conveniencia 

 

DISTRITO JUDICIAL LOCALIDAD CANTIDAD 

La Libertad Trujillo 06 

Huaura Huaura, Barranca 03 

Tumbes Tumbes 02 

Cusco Cuzco 01 

Lima Lima 03 

TOTAL 15 

 

 

 Muestra 

 

EXPEDIENTE TIPO DELITO 

Nº 7024-2009-84 Audio Defraudación Tributaria 

Nº3356-2011-43 Resolución Escrita Lesiones Graves 

Nº00044-2015-83-5201-JE-PE-

01(2º INSTANCIA) 
Resolución Escrita Peculado Doloso 

Nº780-2015-TUMBES Casación Micro comercialización TID 

Nº 00011-2017-7-5201-JR-PE-03 Resolución Escrita Lavado de Activos 

Nº 655-2015-TUMBES Casación Micro comercialización TID 

Del autor. 
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EXPEDIENTE TIPO DELITO 

Nº1319-2008-41 Resolución Escrita Robo Agravado 

Nº 03637-2015-31 Resolución escrita 

Violencia contra la Autoridad para 

Impedir el Ejercicio de sus 

funciones 

Nº 00079-2016-15 Resolución escrita Lesiones Dolosas Graves 

Nº 01963-2016-2-1601-JR-PE-03 Resolución escrita Homicidio Simple 

Nº 065-2011-7 Resolución escrita Falsificación de Documentos y otro 

Nº 404-2006 Resolución escrita Robo agravado 

Nº 302-2006 Resolución Escrita Receptación 

Nº00044-2015-83-5201-JR-PE-03  Resolución  escrita Peculado Doloso 

Nº 812-42-2006 Resolución  

 

 

El Instrumento de Recolección de Datos que se utilizó para analizar 

los operadores jurídicos, así como las prácticas procesales en la Etapa 

Intermedia fue el anecdotario; mediante este instrumento se catalogaron, 

analizaron y descartaron los datos de los diversos expedientes penales 

que sirvieron para determinar la medida de la variable interdependiente. 

El registro anecdotario, es la técnica de registro y documentación de 

hechos, la cual se encuentra generalmente respaldada por anotaciones 

diversas que contienen los principales criterios  que se desean observar 

o analizar - Hernández, Fernández y Baptista (2010). 

 

 

III. RESULTADOS 

 

En cuanto al Análisis e Interpretación de los Resultados, después de 

recolectar la información a través del registro anecdótico, técnica que 

permitió documentar y registrar hechos, datos y resoluciones judiciales, 

los mismos que fueron respaldados por anotaciones diversas que 

contienen los principales criterios que se observaron de cada variable; 

se procedió a la interpretación y análisis de cada una de las 

Del autor. 
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dimensiones, para dar cumplimiento al desarrollo de los objetivos 

diseñados por el investigador. Al respecto, Balestrini (2003), señala que 

“se debe considerar que los datos tienen su significado únicamente en 

función de las interpretaciones que les da el investigador, ya que de 

nada servirá abundante información si no se somete a un adecuado 

tratamiento analítico”. Por lo tanto, se procedió a representar de manera 

general, en forma textual, el análisis de los resultados obtenidos; para 

ello se valió del discurso expositivo directo y la argumentación deductiva 

de tipo jurídico. La técnica que se utilizó, se basó, mayormente, en el 

fichaje. 

 

A continuación se muestran los resultados en torno a la variable 

interdependiente “prácticas procesales en la Etapa Intermedia”, los 

mismos que han sido obtenidos por dimensiones: 

 

 En lo que respecta a la ausencia de un escenario de 

contradicción para resolver la pretensión civil cuando el juez 

sobresee un proceso donde se verifica un daño palpable se 

observó, de la muestra: el expediente 00011-2017-7 – Lavado de 

Activos, que la etapa idónea para que la parte agraviada 

legalmente constituida en actor civil pueda ofrecer sus medios 

de prueba es en la Etapa Intermedia; reforzando la factibilidad 

propuesta por el tesista, en que ante un sobreseimiento 

declarado fundado por el juez de garantías, ya sea a solicitud del 

Fiscal, defensa o de oficio, se pueda habilitar un escenario de 

contradicción probatoria. La doctrina y la norma al respecto, 

concuerdan que es de común accionar de los jueces de 

garantías no actuar medios de prueba en lo que atañe a la 

pretensión civil ya que sólo imponen un monto pecuniario a favor 

del agraviado sin que exista un escenario en donde se debata la 

referida pretensión, esto en perjuicio del derecho de 

contradicción que le asiste al justiciable y al principio de 

inmediación, los cuales están engarzados a un debido proceso 
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ya que sin oralidad no existe un pronunciamiento justo y 

equitativo en este extremo. 

 

 En cuanto al reexamen no permitido de un medio probatorio 

inadmitido por el juez de investigación preparatoria se obtuvo de 

la muestra: el expediente 7024-2009-84 – Defraudación Tributaria, 

donde el séptimo Juzgado de Investigación Preparatoria admite 

el reexamen planteado por la defensa del acusado, haciendo 

suyos sus argumentos ya que, de no aceptarse, se afectaría el 

principio de igualdad de armas y el derecho de defensa 

consagrado en el Título Preliminar del Código Procesal Penal; y 

asimismo, que la norma procesal no señala cuándo deba 

hacerse el reexamen de un medio probatorio inadmitido por el 

juez de investigación preparatoria y por ello debe hacerse una 

interpretación teleológica funcional  de cara a un respeto de los 

derechos fundamentales del procesado. Al no permitirse que la 

defensa postule dicha institución jurídica adjetiva, se estaría 

limitando el derecho a la prueba y el principio de imparcialidad 

objetiva porque al postularlo en la etapa de nueva prueba del 

juicio oral, los jueces de juzgamiento se estarían contaminando 

de forma negativa y podrían formar una opinión previa antes de 

la actuación de las pruebas admitidas; de igual forma los jueces 

podrían admitir un medio probatorio como excepción cuando ello 

haya sido conocido con posterioridad a la audiencia de control 

de acusación. 

 

 Referente a la terminación anticipada del proceso instalada en la 

audiencia de control de acusación, por regla general funciona en 

la Investigación Preparatoria formalizada existiendo 

circunstancias especiales que habilitan la postulación de la 

misma en la Etapa Intermedia. Analizando la muestra del 

expediente 3356-2011-43 – Lesiones Graves, se obtuvo que la 

terminación anticipada procede en la Etapa Intermedia debido a 

que evitan ir a juicios innecesarios y asimismo porque puede 
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darse el supuesto que si no se da la misma en la referida fase se 

tendrá que esperar hasta la conclusión anticipada y se le podría 

imponer una pena efectiva debido a que en esta última figura 

procesal la reducción de la pena es de 1/7 de la pena concreta; lo 

cual no quiere decir que se estaría rebasando el ámbito de 

protección de la norma adjetiva, vulnerándose así una de las 

finalidades del proceso penal acusatorio que radica en resolver 

el conflicto en pugna satisfaciendo los intereses procesales de 

todas las partes, afectando así el principio de celeridad y 

economía procesal. De igual manera en la muestra del 

expediente 00079-2016-15 – Lesiones Graves Dolosas, se arribó 

a la conclusión que en el Distrito Judicial de la Libertad desde 

hace muchos años atrás, se ha establecido la aceptación de 

este mecanismo, cuando se puede apreciar la expresa y clara 

manifestación de las partes de someterse a este acuerdo, para 

el imputado no implica agobiarlo con la aceptación como si fuera 

una obligación, y, además, cuando beneficie a la parte agraviada 

con una reparación civil acorde al daño causado, siendo así que 

como se aprecia si es factible su materialización en la referida 

etapa procesal ya que sería la idónea en ese escenario ya que 

se respeta en mayor nivel el Derecho de Defensa del imputado 

ya que existe mayor calidad probatoria de la imputación penal. 

En esa misma inteligencia, la muestra que obra en el expediente 

01963-2016-02 – Homicidio Simple, se estimó que la terminación 

anticipada por su especial naturaleza compositiva, evita un 

juzgamiento innecesario, brinda mayor beneficio premial que la 

sentencia de conformidad. En la misma lógica en la muestra, 

que recae en el expediente 1319-2008-41 – Robo Agravado, se 

postuló que la terminación anticipada se le califica como un 

proceso especial y se le reputa como un criterio de oportunidad, 

lo cual se puede deducir del acuerdo plenario 5-2008, debido a 

que en el considerando 22 a la letra glosa que: “Los rasgos 

esenciales entre la terminación anticipada y la conformidad 

procesal deriva del hecho que están incardinadas en 
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criterios de oportunidad y de aceptación de cargos – el 

principio de consenso comprende ambos institutos 

procesales aunque en diferente intensidad y perspectiva, 

con la consiguiente conclusión de la causa con una 

sentencia anticipada que pone fin al proceso, sobre la base 

de una disposición del imputado a la aceptación de los 

cargos objeto de imputación….”. 

 

 

IV. DISCUSIÓN 

Dentro del ámbito del derecho procesal penal puede observarse que las 

diferentes etapas del proceso penal acusatorio con rasgos garantistas 

tienen peculiaridades en cada una de ellas ya que son varias las 

incidencias que se plantean a nivel de etapa de Investigación 

Preparatoria así también ocurre en la etapa intermedia y la fase estelar 

que se materializa con el juzgamiento; siendo así que nos focalizaremos 

en relación a las problemáticas antes esbozadas porque son materia, 

objeto de estudio y de trascendencia jurídica en torno a la aplicación del 

Código Procesal Penal del 2004, lo cual esta demás decir pero con este 

nuevo sistema de trabajo donde los operadores jurídicos tienen la 

obligación y el deber de capacitarse no solo en derecho procesal penal 

sino en derecho penal parte general y especial para dotar de 

aplicabilidad fidedigna las instituciones jurídicas adjetivas. La mala 

aplicación o mejor dicho la interpretación descontextualizada tiene varios 

sustentos tales como desconocimiento de la norma y sus alcances 

fácticos; es decir al caso en concreto o debido a la inclinación nefasta por 

parte del Ministerio Público o del órgano jurisdiccional que se traduce en 

“Pro societatis” y no en “Pro Libertatis”. En ese orden de ideas, dentro del 

cúmulo de cuestiones problemáticas en las diferentes etapas procesales, 

en específico en la Etapa Intermedia se han tomado tres de ellas. 

La primera cuestión controversial que ha sido abordado en esta tesis es 

con respecto a la Terminación Anticipada, el debate se centra si es 

posible la aplicación de este proceso especial y beneficio premial en la 

etapa intermedia, siendo más precisos en la audiencia preliminar de 
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control de acusación, la cual es una de carácter técnico se ha tornado 

discrepancias al resolver en función a esta figura procesal premial en 

este estadio ya que los diversos pronunciamientos contradictorios que   

ha sido materia de distintos distritos judiciales donde el Código Procesal 

Penal del 2004 está implementado ha generado desaciertos y en otros 

casos muchos aciertos; somos de la posición consistente y férrea que es 

aplicable dicha institución procesal en dicha fase intermedia-control de 

acusación por los siguientes argumentos: ello desde nuestra perspectiva 

será viable y factible hasta antes de la fundamentación oral de dicho 

requerimiento acusatorio ya que dicha etapa tiene dos fases una escrita 

que radica en la emisión de la acusación escrita al JIP y este a su vez le 

notifica a las partes procesales para que en el plazo de 10 días hábiles 

puedan absolverla; y otra de carácter oral; lo cual encuentra razón de ser 

porque al momento de oralizar el Ministerio Público está solicitando una 

pretensión carcelaria o punitiva donde cuenta con medios de prueba 

suficientes, útiles y pertinentes con los cuales de cara al juicio oral 

probará y por ende no sería viable hacerla en esta subfase. 

Siguiendo a Espinoza (2016), quien refiere que en este estadio, no 

podría decirse que la defensa renuncio a pedir la terminación si no lo hizo 

durante toda la investigación preparatoria, porque la practica nos ha 

enseñado que un investigado puede tener tres o cuatro abogados que 

nunca plantearon como estrategia la terminación y asumiendo un nuevo 

defensor en etapa intermedia este considera que es la mejor solución 

para su cliente, con lo cual considero que si debería permitírsele a la 

defensa técnica plantear terminación anticipada en etapa intermedia en 

tanto que el fiscal no la haya oralizado. Corroborando lo esbozado en 

(Gaceta Penal Nª 68-Febrero 2015) aquí el profesor Taboada Pilco 

afirma que “Formular” en su acepción usual significa expresar una cosa 

con palabras o por escrito, mutatis mutandis, la formulación de la 

acusación también participa de esta dualidad comunicativa. Así en un 

primer momento el fiscal debe expresar por escrito su pretensión penal, 

bajo la forma del requerimiento de acusación con todos los requisitos 

previstos en el artículo 349.1 del CPP del 2004. Asimismo en un segundo 

momento el fiscal debe expresar con palabras su requerimiento escrito 
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de acusación en la audiencia preliminar como lo exige el artículo 351.3 

del CPP del 2004. La omisión en la formulación oral de la acusación 

escrita por el fiscal en la audiencia preliminar impediría su respectivo 

control (formal y sustancial) e imposibilitaría la entrada del juicio. De esta 

forma no habría problemas para que los sujetos procesales puedan 

incoar el proceso especial de terminación anticipada en la etapa 

intermedia, lo cual podrían hacer hasta antes de la fase oral de la 

acusación que, en estricto, es donde se promueve el debate y la 

expedición de diversas decisiones judiciales sobre el control de la 

acusación. Lo antes sentado, tiene respaldo en otros distritos judiciales 

del país, tales como en la Corte Superior de Justicia de Ancash, que 

mediante el Pleno Jurisdiccional Distrital en Materia Penal – 2018, el 

cual ha tomado como conclusión que “Si es procedente la aplicación de 

la terminación anticipada en la etapa intermedia – control de acusación, 

ya que el fin de este institución premial es evitar etapas y audiencias 

innecesarias; además deben tenerse en cuenta la carga procesal que 

afrontan las fiscalías y juzgados en todo el país, así como las 

circunstancias especiales presentadas en la etapa intermedia como es 

del caso del reo ausente, de la acusación directa o de la integración o 

subsanación de la acusación fiscal”. Otro argumento por el cual estamos 

a favor que la terminación anticipada se pueda incoar en la etapa 

intermedia es porque si no se realiza dicho acuerdo en la referida etapa 

como última opción solo le quedaría habilitado al acusado someterse de 

ser el caso a una conclusión anticipada, que de por sí, genera un 

desmedro y menoscabo al justiciable porque la reducción de la pena 

sería menor, lo cual en muchos casos se impondría una pena efectiva en 

vez de una suspendida, dicho argumento tiene respaldo practico, ya que 

el Tercer Juzgado de Investigación Preparatoria de Trujillo, en la 

resolución Nº 04, de fecha 03.05.2012, recaído en el expediente 3356-

2011-43, incoado en contra José Carlos Martín Saavedra Obando y 

Emerson Antonio Serna Flores, por la presunta comisión del delito contra 

la vida , el cuerpo y la salud, en la modalidad típica de lesiones graves, 

en agravio Merly Elizabeth Obando Campos, la cual en su parte 

considerativa, en el punto 1.13 y 1.14, que señalan que: “ 1.13.  La 



101 
 

conclusión anticipada en juicio según el acuerdo plenario 5-2008/CJ-116, 

genera “una reducción de la pena que necesariamente ha de tratarse de 

un porcentaje menor a la terminación anticipada, la misma que puede 

graduarse entre un séptimo o menos, según la entidad o complejidad de 

la causa, las circunstancias del hecho y la situación personal del 

imputado, y el nivel y alcance de su actitud procesal” (FJ.23). Esto quiere 

decir, que la prohibición de la celebración de la terminación anticipada en 

la etapa intermedia como lo predica el acuerdo plenario 5-2009/CJ-116, 

traería como consecuencia el traslado –innecesario- a la etapa de juicio 

de un caso penal en el que no existe controversia sobre el objeto penal y 

civil, además del perjuicio concreto en la determinación judicial de la 

pena, al descartarse la reducción obligatoria del sexto de la pena por 

terminación anticipada, por la situación peyorativa de reducción 

discrecional de un séptimo a menos (un octavo, un noveno, un décimo, 

etc.) de la pena por conclusión anticipada en juicio, según las 

circunstancias concretas del caso. Nótese que en la terminación 

anticipada, el juez por el imperativo de la ley tiene la obligación de reducir 

La pena en proporción a un sexto, en tanto que en la conclusión 

anticipada, el juez ante la ausencia de ley expresa tiene en principio la 

facultad (convertida ahora en obligación por el acuerdo plenario 

anotado), de reducir la pena en una proporción que va desde séptimo a 

menos. 1.14. Esta diferencia en la determinación del cuantum de la pena 

entre ambos mecanismos consensuales de evitación del juicio 

aparentemente insignificante, podrá significar en la realidad la elección 

por el juez entre una condena a pena privativa de libertad de carácter 

efectiva o suspendida en su ejecución, y de corresponder una pena 

efectiva implicaría un tiempo mayor en mese y/o días de permanencia en 

la cárcel. El juez de investigación preparatoria que niega la terminación 

anticipada en la etapa intermedia, pese al consenso y predisposición de 

las partes a recomponer el conflicto jurídico penal en ese momento 

procesal, estaría en la práctica obligándolos a utilizar la conclusión 

anticipada en la etapa subsiguiente de juicio pero con un menor beneficio 

premial ( un séptimo a menos). Esta forma perjudicial de determinación 

judicial de la pena vulnera el principio de proporcionalidad  de la pena, en 
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razón que ese periodo adicional de pena privativa de libertad no está 

vinculada a la responsabilidad por el hecho, como lo exige el artículo VIII 

del Título Preliminar del Código Penal al prescribir que “la pena no puede 

sobrepasar la responsabilidad por el hecho”. Así la mayor punición no 

estaría basada en parámetros relacionados con el hecho punible 

atribuible al imputado, sino en reprocharle en no haber promovido una 

terminación anticipada en la investigación preparatoria sino en la Etapa 

Intermedia, sin importar que en ambos casos igualmente se cumpla la 

finalidad político criminal de evitar el juicio. La intervención del poder 

penal no puede generar más daño –entiéndase pena- que el hecho 

concreto al cual responde. La relación del hecho concreto (delito) y la 

respuesta punitiva estatal (pena), sólo se admite como admisible si es 

proporcional. Por consiguiente, la pena impuesta en exceso, al exigirse la 

incoación de una conclusión anticipada en juicio en lugar de una 

terminación anticipada en la etapa intermedia al juicio, so pretexto de la 

protección de pruritos formales, constituiría una manifiesta vulneración al 

principio de proporcionalidad de la pena”  

 

Ante la discrepancia normativa entre el artículo 350.1, e) del CPP del 

2004 que señala que: “La acusación será notificada a los demás sujetos 

procesales. En el plazo de diez días éstas podrán: Instar la aplicación, si 

fuere el caso, de un criterio de oportunidad” y el articulo 468.1 del mismo 

cuerpo procesal que a la letra prescribe: “Los procesos podrán terminar 

anticipadamente, observando las siguientes reglas: A iniciativa del Fiscal 

o del imputado, el Juez de la Investigación Preparatoria dispondrá, una 

vez expedida la Disposición Fiscal del artículo 336° y hasta antes de 

formularse acusación fiscal, pero por una sola vez, la celebración de una 

audiencia de terminación anticipada, de carácter privada. Su celebración 

no impide la continuación del proceso. Se formará, al respecto, cuaderno 

aparte”. 

Esta discrepancia legal ha sido materia de pronunciamiento por el 

acuerdo plenario 5-2009 en sus fundamentos jurídicos 18: “El artículo 

350°.1.e) NCPP autoriza a las partes procesales, distintas del Fiscal, 

instar la aplicación, si fuere el caso, de un criterio de oportunidad, 
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entendido en sentido amplio. Se discute si esta norma permitiría que en 

sede de etapa intermedia se instaure el proceso de terminación 

anticipada, bajo el entendido de que este último expresa un criterio de 

oportunidad procesal. Ya se ha dejado sentado las diferencias 

sustantivas entre el proceso especial de terminación anticipada y la etapa 

intermedia del proceso común. El primero tiene como eje el principio del 

consenso y una de sus funciones es la de servir a la celeridad procesal, 

mientras que la segunda tiene como elemento nuclear el principio de 

contradicción y el cuestionamiento -en la medida de lo posible y como 

alternativa más fuerte de la potestad de control de la legalidad de que 

está investido el órgano jurisdiccional- de la pretensión punitiva del 

Ministerio Público. El objeto del principio de oportunidad, entonces, es 

aquel que busca, en clave material, la dispensa de pena o una respuesta 

distinta de la reacción punitiva propia del sistema de sanciones del 

Código Penal, y, como tal, según nuestras normas procesales, sólo 

puede estar destinada a la aplicación de los supuestos o “criterios” 

contemplados en el artículo 2° NCPP. Los mecanismos alternativos que 

buscan respuestas basadas en la idea del consenso (terminación 

anticipada, conformidad procesal y colaboración eficaz), por su propia 

especificidad y singularidad, unido a los controles jurisdiccionales que 

corresponde realizar, están sometidos a un procedimiento determinado, 

que no tiene las características, alcances y metodología de la audiencia 

preliminar de control de la acusación. Por otro lado, es de acotar que 

cuando el citado artículo 350°.1.e) NCPP prescribe que en la etapa 

intermedia se puede aplicar un criterio de oportunidad, tal referencia, 

sistemáticamente, sólo remite al artículo 2° NCPP. La confusión se debe 

a que el antecedente directo del principio de oportunidad es el artículo 

230° del Código Procesal Penal Modelo para Iberoamérica, que 

denomina a este dispositivo “criterios de oportunidad”, los cuales, como 

se observa de su tenor, son los supuestos previstos en el mencionado 

artículo 2° NCPP”. Asimismo en el fundamento jurídico 20, el cual se ciñe 

lo siguiente: “La audiencia preliminar de control de la acusación no está 

diseñada para concretar la terminación anticipada del proceso, pues en 

la primera solo es obligatoria la asistencia del Fiscal y el defensor del 
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acusado, mientras que la audiencia de terminación anticipada se 

instalará con la asistencia obligatoria del Fiscal y del imputado y su 

abogado defensor. En caso de que no concurra el acusado concernido o 

los otros si fueran causas complejas o seguidas contra varios 

encausados, sería imposible desarrollar la audiencia de terminación 

anticipada. Su aceptación obligaría a fijar otra audiencia, con serio 

desmedro del principio de aceleramiento procesal. Desde la perspectiva 

de los demás sujetos procesales también se producen inconvenientes. Al 

no ser obligatoria la presencia de ellos no se podrían oponer a la 

realización de esta audiencia, pues como señala el artículo 468°.3 NCPP 

el requerimiento fiscal o la solicitud del imputado será puesta en 

conocimiento de todas las partes por el plazo de cinco días, quienes se 

pronunciarán acerca de la procedencia del proceso de terminación 

anticipada y, en su caso, formular sus pretensiones. Empero, al aplicar la 

terminación anticipada en la etapa intermedia tal trámite, indispensable, 

no será posible”, concordante con el fundamento jurídico 21: “De lo 

expuesto en los párrafos anteriores se colige que la incorporación 

pretoriana de la terminación anticipada en la etapa intermedia afecta 

gravemente el principio estructural de contradicción procesal, reconocido 

en el artículo I.1 del Título Preliminar NCPP, comprendido a su vez en la 

garantía de defensa procesal reconocida en el artículo 139°.14 de la 

Constitución, desarrollada en el artículo IX del Título Preliminar NCPP. El 

indicado principio y la garantía procesal aludida integran el Programa 

procesal penal de la Constitución, que podrían afectarse seriamente si se 

permite tan insólito proceder, ausente de base legislativa y sustento 

jurídico procesal” 

De lo esbozado en el referido acuerdo plenario se sienta una postura 

férrea y sólida en que no se admita la terminación anticipada del proceso 

penal durante la etapa intermedia; es decir en la audiencia de control de 

acusación; pero ello no puede ser de recibo porque los acuerdos 

plenarios no son vinculantes y mucho menos de obligatorio cumplimiento 

ya que solo son líneas directrices que coadyuvan a la interpretación de 

las instituciones jurídicas sustantivas y procesales para dotar de 

consistencia y darle contenido técnico a las decisiones judiciales de 
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órganos de inferior jerarquía, los cuales deben ser tomados como 

reserva y no como regla de acatamiento obligatorio, máxime, si vía 

control difuso se puede inaplicar una norma que tiene trascendencia 

pública de obligatorio cumplimiento mucho más se podrá hacer a un 

acuerdo plenario ,esta aparente contradicción legal; o sea entre el 

artículo 350, inc. 01, literal e) y el artículo 468.1  es superada haciendo 

una interpretación razonable, optima ya que efectivamente la audiencia 

de control de acusación no es necesaria la presencia del imputado 

porque su naturaleza es eminentemente técnica de puro derecho, lo cual 

no impide de manera absoluta que el Ministerio Publico de modo 

unilateral o el acusado o der ser el caso ambos presenten una solicitud 

de terminación anticipada al juez de garantías en la referida etapa 

procesal y es más el artículo 468, inciso 01, parte in fine del NCPP, 

refiere que: “……..la celebración de la terminación anticipada no impide 

la continuación del proceso. Se formara, al respecto, cuaderno aparte”, lo 

cual encuentra sentido lógico ya que el cauce legal del proceso penal 

común, basado estrictamente en la audiencia preliminar de control de 

acusación, no será boicoteado por la tramitación paralela de este 

proceso penal premial debido a que este último es otra incidencia que 

estará contenida en otro cuaderno independiente al del principal; es decir 

ninguno depende del otro, siendo lo más razonable  al presentarse esta 

circunstancia que primero se debatirá la incoación del proceso premial en 

una audiencia de carácter privado, de darse la situación que ello no 

prospere se pasara de forma inmediata a la formulación de la acusación 

y argumentación oral. 

La oposición a que se formule la terminación anticipada ha sido 

amparado y ha sido materia de pronunciamiento también por el Sistema 

Nacional Especializado En Delitos de Corrupción de Funcionarios, el 

Tercer Juzgado Nacional de Investigación Preparatoria, en la resolución 

Nº 11, de fecha 22.05.2017, recaída en el expediente 00044-2015-83-

5201-JR-PE-03, incoado contra Manuel Glicerio Paucar Ramírez y otros, 

por la presunta comisión del delito contra la Administración Publica en la 

modalidad típica de Peculado Doloso en agravio del Estado, la cual 

consigna en su cuarto considerando, en cuanto a la oportunidad de su 
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interposición, siendo más específicos en los puntos 10,11,12 y 13, los 

cuales pregonan que: “ 10. En ese contexto, se discute si es viable la 

solicitud del Representante del Ministerio Publico, es decir si en el 

estadio actual del proceso es factible la aplicación de la figura especial 

de la terminación anticipada. 11. Bajo dicha premisa, este órgano judicial 

no desconoce que la terminación anticipada es una plasmación del 

principio de oportunidad y de consenso entre las partes procesales 

(acusado-Ministerio Publico), no obstante a ello la norma procesal 

vigente prescribe que al ser un procedimiento de tramitación especial, 

legalmente recogido en el artículo 468 en adelante, no es posible su 

tramitación en este estado del proceso, pues al existir una acusación 

vigente contra el procesado Curioso Coca, no es posible una negociación 

para variar los términos de la misma. 12. Así también el acuerdo plenario 

05-2009/CJ-116, ha señalado que la incorporación del proceso de 

terminación anticipada en la etapa intermedia del proceso común no solo 

desnaturaliza su regulación propia naturaleza jurídica, sino que tergiversa 

otro eje de su reconocimiento en el proceso penal nacional: la función de 

acortar los tiempos procesales y evitar las etapas procesales comunes 

intermedia y de enjuiciamiento, precisamente uno de los fundamentos 

que permite el beneficio premial de reducción de la pena de una sexta 

parte. Si se incoa en sede de etapa intermedia no podría aplicarse, en 

sus propios términos, el artículo 471 NCPP por no cumplir su finalidad 

político criminal. 13. Por lo que no es amparable dicha solicitud en esta 

etapa procesal, teniendo en cuenta que la fiscalía provincial ya formulo 

acusación contra George Jonathan Curioso Coca, estando a la fecha 

pendiente de llevar a cabo la audiencia respectiva, por lo que amparar la 

solicitud en el supuesto que aún es pertinente instar la terminación 

anticipada ya que aún la acusación no ha sido oralizada, no es 

fundamento suficiente ya que la propia norma procesal prescribe que la 

oportunidad de su postulación es hasta antes de formularse acusación, 

por lo que de ampararse dicho pedido se contravendría el principio de 

preclusión procesal que rige en el actual modelo, el mismo que señala 

que el proceso se va desarrollando por etapas, de modo que si se supera 

una etapa o fase procesal, se pasa a la siguiente y no existe posibilidad 
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de retroceder el estadio”;  esta resolución de rechazo de la terminación 

anticipada fue confirmada por la Sala Penal Nacional de Apelaciones 

Colegiado “A”, en la resolución recaída en el expediente 00044-2015-83-

5201-JR-PE-01, la cual refiere en sus  fundamentos  4.1.3, 4.1.4 y 4.1.5 

que “ 4.1.3. Corresponde precisar también, que efectuada una 

interpretación- incluso sistemática del artículo 468 del Código Procesal 

Penal, - no existe duda de que la frase “Hasta antes de formularse la 

acusación” – considerada como límite para la incoación de la 

terminación anticipada-, está referida a la acusación escrita, 

independientemente de las observaciones que se realicen 

posteriormente a ella o el momento de su sustentación en la audiencia 

preliminar. En primer lugar, porque la misma hace alusión a un acto 

procesal propio de la Fiscalía, que de conformidad con lo prescrito por el 

artículo 122, inciso 1, del Código Procesal Penal, corresponde a un 

requerimiento. En segundo lugar, porque a la misma conclusión se llega, 

si se tiene en cuenta el tenor de los dispositivos legales 336, inciso 4; 

343, inciso 3; y 344, inciso 1 del Código Procesal Penal, porque de su 

texto, no queda duda que cuando el código se refiere a formular 

acusación, dicha referencia es al requerimiento escrito; 4.1.4 El hecho 

que se haya diferenciado que la acusación se viabiliza en dos momentos: 

uno escrito y el otro oral, esta última materializada en el control de 

acusación, no autoriza a sostener una interpretación que admita la 

posibilidad de hacer uso de la terminación anticipada en la etapa 

intermedia- como sostiene la Fiscalía-porque, como se señaló, no queda 

duda que el legislador ha establecido esa posibilidad hasta antes de 

formularse acusación, cuya referencia repetidamente se recalca, es el 

momento de efectuarse el requerimiento escrito y no cuando se oraliza 

en la audiencia preliminar de la etapa intermedia; 4.1.5 Queda claro 

entonces, que el argumento de la fiscalía-respaldado en una decisión de 

un juzgado de investigación preparatoria de la corte superior de la 

Libertad- para realizar una interpretación sistemática admitiendo la 

posibilidad de hacer uso de la terminación anticipada, cuando la 

acusación aún no se oraliza en la audiencia de control, carece de 

sustento jurídico”; lo cual no queda allí no más, sino que existe otra 
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postura aún más radical que la adoptada por el referido sistema que 

consiste en que una vez Dispuesta la conclusión de la investigación 

preparatoria formalizada no cabe más que acusar o sobreseer el caso 

pero por ningún motivo se puede postular el proceso de premial objeto de 

análisis, tal como se propugna por la Corte Superior de Justicia del 

Cusco, emitida por el Cuarto Juzgado de Investigación Preparatoria del 

mencionado Distrito Judicial, mediante resolución Nº 03, de fecha 

08.07.2011, recaída en el expediente 065-2011-7-1001-JR-PE-04, 

proceso penal seguido en contra  Javier Solís Huamantalla y Otros, por la 

presunta comisión del delito contra la Fe Publica, en la modalidad típica 

de Falsificación de Documentos Públicos  y Otro, en agravio del Estado, 

la cual establece en su PARTE CONSIDERATIVA que: “El artículo 

343°.1° del Código Procesal penal regula el control del plazo, cuya 

proposición normativa es la siguiente: “El Fiscal dará por concluida la 

Investigación Preparatoria cuando considere que ha cumplido su objeto, 

aun cuando no hubiere vencido el plazo”. El artículo 344°.1° del Código 

Procesal Penal regula la decisión del Ministerio Público, cuya proposición 

normativa es la siguiente: “Dispuesta la conclusión de la Investigación 

Preparatoria, de conformidad con el numeral 1) del artículo 343°, el Fiscal 

decidirá en el plazo de quince días si formula acusación, siempre que 

exista base suficiente para ello, o si requiere el sobreseimiento de la 

causa”. La Fiscal a cargo del caso ha dado por concluido la investigación 

preparatoria para el imputado Javier Solís Huamantalla y por mandato 

imperativo y de cumplimiento obligatorio del artículo 344°.1° del Código 

Procesal Penal, la Fiscal solo tiene dos alternativas al concluir la 

investigación, formular requerimiento de acusación o requerimiento de 

sobreseimiento y de ninguna manera una tercera opción de requerir el 

proceso especial de terminación anticipada como lo ha hecho de manera 

irregular y tramitada indebidamente. La Fiscalía en el debate ha invocado 

el artículo 468.1° del Código Procesal Penal precisando que el proceso 

de terminación anticipada podrá instarse hasta antes de formularse 

acusación fiscal y al no haber formulado acusación podía requerir la 

terminación anticipada; pero esta interpretación que hace la Fiscalía es 

restrictiva y literal y no sistemática ni concordada con normas del mismo 
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cuerpo legal normativo, es cierto que el requerimiento de terminación 

anticipada procederá una vez expedida la disposición fiscal de 

formalización de la investigación preparatoria regulado en el artículo 336° 

del Código Procesal Penal y hasta antes de formularse acusación fiscal; 

pero en el caso de autos la Fiscalía dio por concluida la investigación 

Preparatoria y por lo tanto solo podía acusar o pedir el sobreseimiento y 

si la Fiscalía pretendía la terminación anticipada debió requerirlo antes de 

concluir la investigación preparatoria y al haberlo hecho ha 

desnaturalizado el procedimiento”;  De igual manera, en primer lugar, lo 

establecido por el Sistema Nacional Especializado en Delitos de 

Corrupción de Funcionarios en sus resoluciones de primera y segunda 

instancia, en donde esta última confirma la primera en no admitir a 

trámite la incoación del proceso de terminación anticipada y por lo tanto 

declarando improcedente dicho pedido y por la Corte Superior de Cusco, 

ante ello cabe precisar que el artículo 468, inciso 01 del NCPP, glosa 

que: “se podrá disponer de la incoación del proceso de terminación 

anticipada desde que se Formaliza la Investigación Preparatoria hasta 

antes de formularse acusación” como podemos observar de la norma 

adjetiva por ningún extremo de la misma prescribe que la acotada figura 

adjetiva (Terminación Anticipada) se podrá incoar estrictamente desde 

que se formaliza la investigación preparatoria hasta antes de comenzar la 

etapa intermedia, es decir una vez emitida la Disposición de Conclusión 

de la Investigación Preparatoria Formalizada, con la cual se da inicio a la 

etapa intermedia, siendo ello así, si es factible técnicamente hablando 

que se inicie una proceso de terminación anticipada momento posterior al 

cerrarse la investigación mediante una disposición fiscal solo bastando 

que el Titular de la Acción Penal emita la mencionada sin ser necesario 

que la acotada sea comunicada a la defensa técnica, porque amparar y 

hacer nuestro lo argumentado por la Corte Superior de Cusco seria 

realizar una interpretación extensiva, analógica de la norma procesal 

adjetiva en contra de los Derechos del procesado, lo cual esta proscrito, 

(Art. 468, inc. 01 NCPP) retrotrayendo sus alcances normativos a 

escenarios procesales anteriores que la premisa normativa no prevé y 

confundiendo así actos procesales que tienen distinta naturaleza y 
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finalidad porque no es lo mismo una Disposición de Conclusión de la 

Investigación Preparatoria Formalizada (Con esta comienza la Etapa 

Intermedia) que una acusación, en donde la primera solo es un acto 

unilateral desplegado por el ente persecutor, una comunicación formal al 

Juez de Garantías y a la Defensa que la investigación ya cerro, la cual no 

será sometida a debate y mucho menos el órgano jurisdiccional realizara 

un análisis de la misma para pronunciarse si es acorde a derecho o no; 

En cambio la segunda, es un acto postulatorio del Ministerio Publico, el 

cual si será sometido a debate y control por parte del Juez, ya que la 

acusación escrita y la fundamentación oral de la misma son estadios 

procesales posteriores a la Disposición de Conclusión de la Investigación 

Preparatoria Formalizada; es decir la Etapa intermedia comienza con la 

Disposición que la da por cerrada, después existe un plazo para que la 

fiscalía emita su acusación escrita, luego esta es notificada al Juez 

Tutelar y este notifica a la defensa  y demás sujetos procesales, luego la 

defensa tiene un plazo de 10 días hábiles para absolverla, acto seguido 

el Juez de Investigación Preparatoria al recepcionar la absolución del 

requerimiento acusatorio corriendo traslado de la misma a la fiscalía, de 

allí, el magistrado convoca a audiencia preliminar y finalmente se debate 

oralmente la acusación formulada por el órgano defensor de la legalidad 

y sociedad; por consiguiente al interpretar la norma del artículo 468, 

inciso 01 “Hasta antes de formularse acusación” se refiere 

teleológicamente a la argumentación  y sustento oral en audiencia. En 

segundo lugar, Otro argumento que destruye lo esbozado por el Sistema 

Nacional Especializado en Delitos de Corrupción de Funcionarios en 

concordancia practica de cara a los valores, principios constitucionales 

del proceso penal tal como lo es el principio de economía y celeridad 

procesal, los cuales buscan evitar la dilación y la carga procesal 

generando avance, progreso en la madurez de este texto adjetivo y sobre 

todo vierte satisfacción tanto al investigado como a la víctima tal como se 

puede evidenciar de manera objetiva en la casación 780-2015- Tumbes, 

FJ. Decimo que establece que: “Bajo este contexto, la Sala Superior de 

Apelaciones, al rechazar la solicitud de nulidad de la Procuraduría 

Pública, validó que el juez de Investigación Preparatoria desnaturalizó la 
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finalidad de la Audiencia de Prisión Preventiva, y homologó un Acuerdo 

de Terminación Anticipada aun cuando no se siguió con los lineamientos 

para dicho proceso especial, más aún de no haberse brindado al 

agraviado la oportunidad de solicitar válidamente su constitución en Actor 

Civil; por lo que, en el decurso del proceso, se han conculcado los incisos 

3 y 4, del artículo 468, del Código Procesal Penal, que ante la grave 

afectación del debido proceso y el derecho de defensa, se debe 

retrotraer la causa al estadio procesal en el que la Procuraduría tenga la 

oportunidad de constituirse en actor civil y encontrarse facultado de 

impugnar el monto de la reparación civil, y los demás que la ley le otorga” 

este argumento de la casación acotada debe interpretarse acorde a la 

lógica, debido a que esta casación in comento arguye que si se puede 

llevar a cabo una terminación anticipada en una audiencia de prisión 

preventiva siempre y cuando se respeten los derechos fundamentales de 

todos los sujetos procesales sin excepción alguna, es decir que se le 

notifique del acuerdo de terminación anticipada a la parte agraviada, ya 

que si no se le notifica todo lo actuado será declarado nulo, para evitar 

ello ya sea la defensa del acusado, el Ministerio Fiscal o ambos podrán 

presentar su solicitud de terminación anticipada en cuatro momentos; 

Primero Momento, inmediatamente después que Fiscalía emite su 

Disposición de Conclusión de Investigación;   Segundo Momento, 

Cuando el Juez le corre trasladado de la Disposición que Concluye la 

Investigación Preparatoria a la Defensa del procesado; Tercer Momento, 

En la absolución de la acusación fiscal que es por el plazo de 10 días y 

Cuarto Momento, en la misma audiencia de control de acusación, si ello 

se da en este último y cuarto momento lo que el magistrado tendrá que 

hacer es notificar a la parte agraviada por el plazo de 5 días hábiles  ( 

Art. 468, inc. 3 del NCPP) de la solicitud de terminación anticipada y una 

vez reanudada la audiencia si la parte agraviada no concurre realizara la 

audiencia única y reservada, siendo así, que en el supuesto del cuarto 

momento y habiéndose formulado paralelamente requerimiento de 

acusación dicha audiencia tendrá que ser reprogramada, lo cual no 

constituirá una vulneración a la normatividad procesal de la hipótesis 

normativa adjetiva del artículo 351, inciso  01 del texto procesal penal, el 



112 
 

cual señala que: “La audiencia es de carácter inaplazable…” porque 

dicha norma no debe ser interpretada de manera aislada ni literal sino 

que debe hacerse sistemática con el inciso 04 del mismo artículo, el cual 

señala que: “Si la audiencia es suspendida, la siguiente sesión deberá 

realizarse en un plazo no mayor a 8 días hábiles…”. 

Acorde con esta casación, la cual sirve como sustento jurisprudencial y 

de interpretación sobre esta institución procesal acorde a una correcta 

hermenéutica jurídica consistente en que si en una audiencia de prisión 

preventiva se requiere sospecha grave que es un estándar de prueba 

más alto en términos de intensidad del que se requiere para formular 

acusación, lo cual ha sido recogido por la sentencia plenaria 1-2017 

sobre el delito de lavado de activos en su FJ 24, el cual prescribe que: “ 

D. La sospecha grave, propia para dictar mandato de prisión preventiva- 

el grado más intenso de la sospecha, más fuerte, en términos de nuestro 

Código Procesal Penal, que la sospecha suficiente y que resulta 

necesaria para la acusación y el enjuiciamiento-, requiere de un alto 

grado de probabilidad de que el imputado ha cometido el hecho punible y 

de que están presentes todos los presupuestos de la punibilidad y de la 

perseguibilidad (alto grado de probabilidad de una condena). Esta es una 

conditio sine qua non de la adopción y del mantenimiento de esta medida 

de coerción personal. El elemento de convicción ha de ser corroborado 

con otros elementos de convicción o cuando por sí mismo es portador de 

una alta fiabilidad de sus resultados, y además ha de tener un alto poder 

incriminatorio, esto es, vincular al imputado con el hecho punible. Esta 

exigencia probatoria, sin duda, será superior que la prevista para inicio 

de actuaciones penales pero inferior al estándar de prueba establecido 

para la condena: descarte de duda razonable”, en esa inteligencia, si se 

puede hacer terminación anticipada en un escenario de prisión 

preventiva mucho más se podrá en la etapa intermedia en donde la 

intensidad de la prueba es mucho menor en comparación al estándar que 

se requiere para esta medida de coerción personal tan gravosa; de esa 

misma forma el argumento que el momento de formular requerimiento de 

acusación escrita constituye el punto angular sobre la cual reposa la 

proscripción de la aplicación de la terminación anticipada del proceso y 
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no antes de ser expresada oralmente en la audiencia correspondiente no 

encuentra eficacia ni asidero, en cuanto que sin fundamentación oral de 

la acusación no se puede pasar a juicio oral ya que la acusación escrita 

no podría servir para avanzar al juzgamiento, en esa misma corriente 

analítica, al momento de convocar el juez de garantías a la audiencia de 

control de acusación, la fiscalía puede aplicar la figura del desistimiento 

del proceso penal para así poder aplicar el proceso especial antes 

acotado, lo cual no solo es factible en este tipo de requerimiento sino que 

se puede dar en cualquier otro (requerimiento de prisión preventiva, 

prolongación de la misma, incautación, etc.), así también, ello es 

aceptable en virtud del artículo 340 del Código Procesal Civil, que 

establece las clases de desistimiento señalando que : “ El desistimiento 

puede ser : 1. Del proceso o de algún acto procesal; y. 2. De la 

pretensión”, en esa misma línea de idea el artículo 406 del Código 

Procesal Penal del 2004 regula que: “1. Quienes hayan interpuesto un 

recurso pueden desistirse antes de expedir resolución sobre el 

grado, expresando sus fundamentos” claro que en esta última norma 

trata de un recurso impugnatorio, la cual constituye una pretensión 

procesal individual y asimismo señala que el desistimiento operara hasta 

antes que se expida pronunciamiento sobre el fondo pero ello debe 

entenderse en el siguiente sentido, que para que haya pronunciamiento 

sobre el fondo del asunto tiene inescindiblemente que haber un debate 

oral y contradictorio, donde se materialice la dialéctica, siendo así que la 

norma antes referida encuentra fundamento para ser aplicada en razón 

del art. VII del TPNCPP;  por lo tanto el Órgano Pretensor puede 

abstenerse de sustentarla oralmente su acusación por la aplicación de la 

institución procesal de la terminación anticipada, ya que la naturaleza 

jurídica de un requerimiento fiscal es una pretensión procesal individual 

parcializada facultativa y por lo tanto el Fiscal no está en la obligación de 

ejecutarla en audiencia (oralizarla en dicho escenario) a diferencia de 

una resolución judicial, que es una decisión jurisdiccional imparcial y de 

obligatoria ejecución, en tercer lugar dicha resolución emitida por la Sala 

Penal Nacional de Apelaciones del Sistema Nacional Especializado En 

Delitos de Corrupción de Funcionarios carece una motivación suficiente 



114 
 

porque no señala ni expresa desde que momento en específico de la 

emisión de la acusación escrita se prohíbe arribar a una terminación 

anticipada ya que puede ser: desde que el órgano de persecución penal 

realiza la acusación escrita, desde que el Ministerio Publico notifica al 

Juzgado de Garantías dicho requerimiento o desde que el Juez de 

Investigación Preparatoria notifica al Ministerio de la Defensa el 

requerimiento acusatorio, lo cual genera diversas interpretaciones. 

El argumento de la corte suprema plasmado en el acuerdo plenario 5-

2009, Fundamento Jurídico 20, que esboza que de aceptarse la 

terminación anticipada en la audiencia de control de acusación genera 

perjuicio en el aceleramiento procesal, desde nuestro enfoque dogmático 

lo esgrimido por el acuerdo plenario no tiene sentido ni atisbo porque el 

proceso especial tantas veces manifestado genera en célere el proceso 

con satisfacción de las partes interesadas en todos sus extremos, de otro 

lado la no obligatoriedad de concurrencia de los demás sujetos 

procesales a la audiencia de control de requerimiento fiscal de acusación 

ya que de llevarse a cabo la terminación anticipada en ese escenario, 

estos no podrán oponerse a su procedencia de manera escrita y oral en 

la audiencia en plena igualdad de armas, este argumento de la Corte 

Suprema carece de viabilidad técnico jurídica porque siguiendo lo 

resuelto por la casación 780-2015-Tumbes, postulamos que al darse 

dicha circunstancia fáctica, lo que se debe hacer es aceptar el 

desistimiento de la acusación fiscal, claro está, antes de argumentarla 

oralmente, ya que siendo el Juez de Investigación Preparatoria un 

guardián y celador de los derechos procesales constitucionales de todas 

las partes inmersas en un determinado proceso penal, deberá acorde a 

sus atribuciones reprogramar la audiencia inicial de control de acusación 

desistida y convocar a una de terminación anticipada para que en el 

plazo de 5 días de corrido traslado dicho mecanismo de simplificación 

procesal a los demás sujetos procesales se pronuncien al respecto, 

fundamentando jurídicamente con el artículo 468, inciso 3 del cuerpo 

adjetivo, que glosa que “El requerimiento fiscal o la solicitud del imputado 

será puesta en conocimiento de todas las partes por el plazo de 5 días, 

quienes se pronunciaran acerca de la procedencia del proceso de 
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terminación anticipada y, en su caso, formular sus pretensiones”, con lo 

cual se respetaran los derechos de las partes tanto del actor civil como 

del agraviado ya que en dicho contexto podrán alegar lo que crean 

conveniente en torno a sus intereses procesales, en ese sentido al 

desaprobarse el acuerdo el Ministerio Publico y el Ministerio de la 

Defensa podrán interponer el respectivo recurso de apelación, más allá 

que en dicho proceso especial no exista norma que estipule que la 

resolución que desapruebe el acuerdo de Terminación Anticipada pueda 

ser apelada, ya que la casación 22-2010-cuzco establece que si es 

posible ello, concordado con el acuerdo plenario 5-2009, F.J 16, que reza 

que: “El artículo 468°.7 NCPP prescribe que la sentencia anticipada, 

aprobatoria del acuerdo, puede ser apelada por los demás sujetos 

procesales –se entiende fuera de Fiscal y del imputado, en tanto en 

cuanto, respecto de estos últimos, la sentencia anticipada respete los 

límites del acuerdo-. Esta norma no se ha pronunciado acerca de la 

posibilidad de apelación u otro recurso contra el auto que desaprueba el 

acuerdo. Sin embargo, es de tener en consideración la regla general 

establecida por el artículo 416°.1 NCPP, que determina como objeto 

impugnable en apelación los autos que ponga fin al procedimiento o a la 

instancia –literal b)- o, en su caso, los que causen gravamen irreparable 

–literal e). No cabe duda de la pertinencia de la aplicación de la regla 

general del artículo 416°.1. b) y e) NCPP, pues la desaprobación del 

acuerdo tiene como efecto la culminación del proceso de terminación 

anticipada y, además, causa un gravamen irreparable porque cancela la 

vía consensuada y evita la aplicación del beneficio premial. Entender que 

no es así, por lo demás, vulneraría el derecho a la tutela jurisdiccional en 

la medida que uno de los elementos que integra su contenido 

constitucionalmente protegido es el acceso a los recursos legalmente 

previstos, así como infringiría el debido proceso en el ámbito del derecho 

al recurso –pluralidad de la instancia- respecto de las decisiones que 

causan estado”, o en su defecto, de aprobarse el acuerdo de terminación 

anticipada el actor civil legalmente constituido podrá apelar la sentencia 

anticipada que aprueba la misma solo estrictamente en el extremo de la 

reparación civil aunque el agraviado carezca de dicha facultad 
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impugnatoria pero haciendo dogmática penal ellos si sería posible ya que 

si el agraviado está facultado para apelar el auto de sobreseimiento y la 

sentencia absolutoria solo en aspecto civil mucho más podrá incoarla en 

este proceso especial consensual, siendo así que no entraremos a fondo 

en este tema por no ser objeto de estudio en esta tesis sino que será 

materia de análisis y pronunciamiento doctrinario en otra investigación. El 

acuerdo plenario 5-2009 en su F.J 17-Segundo párrafo señala que: “El 

proceso de terminación anticipada no guarda correspondencia con el 

proceso común. Es un proceso especial sujeto a sus propias reglas de 

iniciación y con una estructura singular –etapas propias y actuaciones 

singulares no equiparables con el proceso común, basado en el principio 

estructural de contradicción y no en el de consenso que informa al 

primero-. Además, el proceso de terminación anticipada se insta después 

de expedida la Disposición de Formalización y Continuación de la 

Investigación Preparatoria y hasta antes de formularse la acusación fiscal 

(artículo 468°.1 NCPP) y la audiencia especial y privada está sometida a 

determinadas pautas y ritos, muy distintos a los que rigen la audiencia de 

control de la acusación, acto de postulación que, a mayor abundamiento, 

no existe en la terminación anticipada” el acuerdo plenario en mención 

aparentemente tiene consistencia y legitimidad en términos de aplicación 

ya que permitir la realización del proceso de terminación anticipada en la 

audiencia preliminar de control de acusación vulneraria el artículo 468, 

inciso 1 del NCPP, el cual goza de carácter público y por lo tanto de 

obligatorio cumplimiento; dicha argumentación no es de recibo, ya que de 

por sí, la sola vulneración de una norma procedimental por el solo hecho 

de ser incumplida o transgredida no genera afectación al debido proceso 

y mucho menos puede ser declarado nulo dicho acto procesal 

(realización de la Terminación anticipada en la etapa intermedia) porque 

para tal efecto, adicionalmente debe verificarse la violación del contenido 

esencial de los derechos de cualquiera de las partes procesales, tal 

como lo ha afirmado de manera contundente la Corte Suprema, en el 

precedente vinculante 591-2015-Huanuco, F.J Vigésimo y vigésimo 

primero: “ Vigésimo. De manera que, si bien las normas procesales 

pueden establecer una protección de un ámbito específico, como 
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manifestación especifica derivada de un derecho fundamental, no puede 

excluirse la posibilidad que se presente un supuesto de prueba irregular 

no regulado específicamente. Ahora bien, la sola inobservancia de una 

norma procesal no implica necesariamente la exclusión de los elementos 

de prueba derivados de la obtención de una prueba irregular. Vigésimo 

Primero. De ser el caso, es pertinente analizar la entidad de la infracción 

de la norma concernida, en consecuencia, se deberá tener en 

consideración el ámbito específico de regulación de la norma procesal, el 

contexto en que se suscitó su inobservancia, la persistencia en la 

inobservancia de la norma procesal y la intensidad de afectación del 

derecho fundamental, a efectos de constatar si concurre una mera 

inobservancia de una norma procesal o una afectación al contenido 

esencial de un derecho fundamental”, aplicando los fundamentos 

jurídicos de la sentencia casatoria vinculante a la institución jurídica 

procesal materia de estudio y análisis, podemos colegir que su aplicación 

en la fase procesal intermedia en vez de vulnerar algún derecho 

fundamental, en su ámbito constitucionalmente protegido de algunas de 

las partes, más bien, otorga beneficios procesales a las partes 

inmiscuidas acorde a sus intereses legales porque el procesado se verá 

beneficiado con una reducción de pena, el Ministerio Publico como 

defensor de la legalidad y de la sociedad vera satisfecha la aplicación del 

Ius Puniendi estatal y la parte agraviada se verá resarcida quizás no en 

su plenitud pero si en gran medida acorde a la proporcionalidad del daño. 

Por último, al aceptar la aplicación del referido proceso penal de 

terminación anticipada en la etapa intermedia del proceso penal común 

está dotado de un revestimiento y fortalecimiento idóneo para poder 

ejercer el derecho de defensa eficaz ya que a nivel de la referida fase 

procesal se da un descubrimiento de todos los elementos de convicción 

que posea la fiscalía tanto en su formulación escrita como oral y sobre 

todo los que va a utilizar para ir a juicio oral, asimismo tendrá un 

conocimiento exhaustivo de los hechos materia de acusación, tendrá la 

oportunidad de analizar pormenorizadamente el caso y adoptar la 

estrategia de defensa más idónea que resulte acorde a sus intereses 

procesales; es decir desde que la defensa es notificada con la acusación, 
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existe una corriente doctrinaria que señala que la terminación anticipada 

es idónea de aplicarse cuando se ha debatido la acusación fiscal; o sea, 

cuando ha sido sometida al control formal, sustancial y otras incidencias 

más que doten de consistencia y suficiencia la acusación, con lo cual 

quedara saneada la acusación en todos sus extremos, lo cual es 

debatible porque si aceptáramos ello, se tendría que derogar el Artículo 

372 del NCPP, que regula la conformidad procesal y no habría ninguna 

diferencia entre la institución jurídica de la terminación anticipada y la 

conclusión anticipada, pero haciendo dogmática y un análisis innovador 

sobre esta institución jurídica es ideal que la misma se realice en esta 

etapa procesal (Control de acusación) y no en la investigación 

preparatoria (Diligencias Preliminares – Investigación Preparatoria 

Formalizada) ya que en esta esta etapa preparatoria la acción penal 

puede ser atacada por medios de defensa técnicos, puede generarse 

incidencias y debates de nulidades, tutela de derechos, controles de 

plazo, asimismo el Ministerio de la Defensa puede ofrecer actos de 

investigación que debiliten la hipótesis incriminatoria de la fiscalía o en su 

defecto sea destruida al 100% o fortalezca la defensa positiva que se ira 

fortaleciendo durante la etapa de instrucción; así también porque en la 

etapa instructiva la Disposición de Formalización de Investigación 

Preparatoria no solicita pena ni reparación civil en conclusión el 

instrumento procesal de simplificación procesal debe ser usada hasta 

agotar todos los mecanismos que el imputado tiene, lo cual se realizara 

en la fase de investigación. Por último, no están cierto que en la etapa 

intermedia no se pueda aplicar la terminación anticipada, siendo así, que 

enfocándonos en la factibilidad del referido proceso simplificador es 

necesario señalar que con respecto a la acusación directa, en la cual no 

existe una Disposición de Formalización de Investigación Preparatoria 

que habilite la etapa procesal de investigación, tal como lo estipula el 

acuerdo plenario 6-2010, en sus fundamentos jurídicos 8 y 13 segundo 

párrafo, los cuales taxativamente indican que: “ 8. La acusación directa 

como parte del proceso penal común faculta al Ministerio Publico  acusar 

directamente, siempre que estén presentes todos los presupuestos de la 

punibilidad y perseguibilidad y se cumplan los supuestos de aplicación 
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contemplados en el artículo 336. 4 NCPP. En el presente caso, el fiscal 

decide pasar directamente a la etapa intermedia prescindiendo de la 

investigación formal…… 13. En el caso que la víctima no haya podido 

constituirse en actor civil podrá solicitarla al juez de Investigación 

Preparatoria conforme al artículo 100 NCPP y antes de que concluya el 

plazo establecido en el artículo 350 NCPP, en virtud de lo señalado por la 

citada normativa en el apartado 1, literal h), conforme al cual los sujetos 

procesales podrán plantear en el plazo de 10 días cualquier otra cuestión 

que prepare mejor el juicio; asimismo, objetar la reparación civil, o 

reclamar su incremento o extensión, para lo cual ha de ofrecer los 

medios de prueba pertinentes para su actuación en el juicio oral”, como 

puede colegirse, bajo el manto de esta figura procesal se omite la 

investigación formal, por consiguiente no podrá realizarse o incoarse un 

acuerdo de terminación anticipada durante las diligencias preliminares o 

cuando se la Policía remite a la fiscalía informe policial, debido que ello 

esta proscrito por el artículo 468, inc. 01 del NCPP, sino que será desde 

que se formaliza la investigación preparatoria, por ende, ante ello, es 

lógico y prudente que el Ministerio de la Defensa en el traslado de 10 

días del requerimiento acusatorio postule su pretensión simplificadora, la 

cual será debatida antes de la sustentación oral de la acusación; en ese 

misma lógica con respecto a la constitución de actor civil, en términos 

genéricos no puede materializarse durante la etapa intermedia sino hasta 

antes de la culminación de la investigación preparatoria (Art. 101 NCPP); 

es decir, hasta antes que se emita la disposición de conclusión de la 

investigación preparatoria, bajo esa misma circunstancia que se aplica a 

la incoación de la terminación anticipada es por lo tanto razonable y 

cognitivamente hablando darse en esta etapa procesal. 

. 

En lo que atañe a la aplicación de la figura del reexamen de un medio 

probatorio inadmitido hecho por el juez de investigación preparatoria 

quien fue el que rechazo dicho medio probatorio, esta institución procesal 

penal ha tenido diferentes matices y entendimiento ya que normalmente 

dicha figura antes mencionada solo es aplicable en la fase de nueva 

prueba, la cual es realizada por el juez de juzgamiento, lo cual no tiene 
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razón de ser porque todo lo que se debate en la etapa intermedia debe 

ser resuelto por el Juez de Investigación Preparatoria ya sea resolviendo 

un control formal, sustancial o la admisión de medios de pruebas 

propuestas por las partes, ante ello quien debería resolver el reexamen 

de un medio probatorio inadmitido en la audiencia de control de 

acusación es el Juez de Investigación Preparatoria pero dicha 

argumentación de reexamen que puede ser realizada por cualquiera de 

las partes tiene que estar enfocada o centrada en nuevos argumentos  

adicionales en relación a los que se utilizaron de manera primigenia ante 

el magistrado de investigación preparatoria; en ese sentido también es 

necesario que sea el mismo juez de garantías quien reexamine dicho 

ofrecimiento probatorio denegado porque si lo hace el juez de juicio oral 

se estaría afectando el principio de imparcialidad objetiva porque se 

estaría contaminando con medios de pruebas recabados en investigación 

preparatoria es por ello que el juez de juicio oral solo de forma 

excepcional debería examinar medios de prueba conocidos con 

posterioridad a la audiencia de control de acusación, en ese mismo 

sentido se le daría factibilidad al principio de celeridad procesal y por 

ende debería ser aplicado el reexamen antes del juzgamiento no 

dilatando cuestiones mínimas que bien pudieron haberse resuelto de 

manera previa  eficaz y contundente, claro está sin vulnerar ningún 

derecho de las partes, respetando las garantías mínimas y del mismo 

modo siendo respetuoso del principio de legalidad y no vulnerando 

ninguna norma de carácter procesal ya que como se sabe son normas de 

orden público y su acatamiento no es opcional sino vinculante. Así 

también la norma procesal penal no indica en que momento el juez deba 

realizar el reexamen de un medio probatorio inadmitido, lo cual encuentra 

fundamento funcional y proporcional acorde a lo establecido en el artículo 

VII.3 del Título Preliminar del Código Procesal Penal del 2004, el cual 

establece que la interpretación extensiva y la analogía quedan prohibidas 

mientras no favorezcan la libertad del imputado o el ejercicio de sus 

derechos, lo cual esta engarzado con el artículo 139.8 de la Constitución 

Política del Perú. Lo expuesto encuentra respaldo principios y derechos 

de la función jurisdiccional: El principio de no dejar de administrar justicia 
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por vacío o deficiencia de la ley. Todas estas normas interpretadas bajo 

luz de la interpretación teleológica y bajo el principio “Pro Libertatis” y 

“Pro Hominen”;  dando consistencia y respaldo a lo expresado el 

reconocido abogado penalista Cesar Augusto Nakasaki Servigon 

mediante una audiencia de control de acusación ante el séptimo Juzgado 

de Investigación Preparatoria de Trujillo en el expediente 7024-2009-84 

en un delito de defraudación tributaria se esbozó que: “el artículo 155.4 

del Código Procesal Penal del 2004 establece que el juez puede 

reexaminar los autos correspondientes respecto a la admisibilidad de los 

medios de prueba que ofrecen las partes y el articulo 373 del mismo 

cuerpo legal establece la misma posibilidad de reexamen de medios de 

prueba  inadmitidos en la etapa correspondiente al juicio oral, nosotros 

entendemos por una interpretación del artículo I.3 del Título Preliminar 

del texto procesal que regula la igualdad procesal en la cual el juez tiene 

el deber de allanar todos los obstáculos que impidan o dificulten su 

vigencia y el articulo IX  del Título Preliminar del Derecho a la defensa 

que garantiza que la defensa actué en plena igualdad con sus 

contrapartes en la actividad es que encontramos la procedencia de este 

reexamen sobre unos informes jurídicos legales dogmáticos de la 

estructura típica del delito de defraudación tributaria argumentando que 

el reexamen es una institución jurídica procesal que no se señala cuando 

se debe realizar sino que haciendo una interpretación teleológica 

funcional de cara a un respeto de los derechos fundamentales del 

procesado se debe admitir y asimismo que ello servirá como fundamento 

de interpretación del juez de juzgamiento para que cuando sentencie lo 

haga suyo o de manera contraria no lo comparta pero que fundamente el 

porqué de su decisión; El Juez de Investigación Preparatoria esbozó que 

la norma adjetiva no señala cuando se pueda aplicar el Reexamen y que 

está conforme a lo expresado por la defensa” con respecto a ello 

compartimos lo esbozado por Cesar Augusto Nakasaki Servigon y lo 

resuelto por el Séptimo Juzgado de Investigación Preparatorio por ser 

una decisión acorde a los estándares constitucionales e internacionales, 

lo antes expresado es patente de corso debido a que La instancia 

suprema en el recurso de casación 893-2016-Lambayeque, en su F.J. 
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Sexto, cuarto párrafo, que glosa que: “Lo expuesto no afecta el artículo 

I, inciso 4, del Título Preliminar del Código Procesal Penal, el cual 

establece que: “Las resoluciones son recurribles, en los casos y en el 

modo previsto por la Ley […]”. Todo lo contrario, en el presente caso, la 

posibilidad de impugnar decisiones desestimatorias de medios de 

defensa durante la etapa intermedia no se encuentra prohibida de forma 

expresa por la Ley. Por ello, permitir que dichas incidencias se apelen, 

respetará el principio de legalidad procesal”. 

 

En lo que atañe a la ausencia de un escenario de contradicción con 

respecto a la reparación civil cuando el juez de investigación preparatoria 

declara fundado una pretensión de sobreseimiento, la pretensión civil 

tiene una naturaleza eminentemente resarcitoria y reparadora, siendo de 

ineludible relevancia que esta puede ser susceptible de pronunciamiento 

por el órgano jurisdiccional de garantías así la parte procesal legitimada, 

que viene a ser el agraviado o perjudicado se haya o no constituido 

judicialmente en actor civil tal como lo reconoce el artículo 12.3 del 

Código Procesal Penal del 2004, que estipula que: “La sentencia 

absolutoria o el auto de sobreseimiento no impedirá al órgano 

jurisdiccional pronunciarse sobre la acción civil derivada del hecho 

punible válidamente ejercida, cuando proceda” así el artículo 92 del 

Código Penal establezca de modo literal que: “La reparación civil se 

determina conjuntamente con la pena”; lo esgrimido y plasmado en este 

artículo del código sustantivo no tiene ninguna razón de ser porque ello 

ha sido rebatido por la jurisprudencia nacional peruana tal como se palpa 

del Acuerdo Plenario 5-2011, en su FJ 8: “…acumulación heterogénea de 

acciones-, ello responde de manera exclusiva a la aplicación del principio 

de economía procesal. GIMENO SENDRA, sostiene, al respecto, que 

cuando sostiene que el fundamento de la acumulación de la acción civil a 

la penal derivada del delito es la economía procesal, toda vez que dicho 

sistema permite discutir y decidir en un solo proceso, tanto la pretensión 

penal, como la pretensión civil resarcitoria que pudiera surgir como 

consecuencia de los daños cometidos por la acción delictuosa y que, de 

ser decidida con absoluta separación en un proceso civil produciría 
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mayores gastos y dilaciones al perjudicado por el delito, debido a la 

onerosidad, lentitud e ineficacia de nuestro ordenamiento procesal civil 

[Derecho Procesal Penal, 2da Edición, Editorial Colex, Madrid, 2007, p. 

257]” concordado con el FJ 10 del mismo acuerdo plenario que a la letra 

esboza que: “Como se advierte, nuestro sistema procesal penal se ha 

adherido a la opción de posibilitar la acumulación de la pretensión 

resarcitoria, de naturaleza civil, en el proceso penal. En tal sentido 

Gómez Colomer expresa que una vez aceptada la existencia de la 

permisibilidad de la acumulación al proceso penal de uno civil, toca 

determinar el objeto del proceso civil acumulado, que no es otro que la 

pretensión y la resistencia, siendo el contenido de la referida pretensión, 

casi siempre, de naturaleza patrimonial [Derecho Jurisdiccional III. 

Proceso Penal. El objeto del proceso. 12ª Edición, Editorial Tirant lo 

Blanch, Valencia, 2003, p. 110). En otras palabras, la acumulación de la 

acción civil al proceso penal, responde sencillamente a un supuesto de 

acumulación heterogénea de pretensiones, con fines procesales 

estrictos. Esta tendencia encuentra un beneficio en el hecho de que, con 

el menor desgaste posible de jurisdicción, se pueda reprimir el daño 

público causado por el delito y reparar el daño privado ocasionado por el 

mismo hecho”. Lo esbozado encuentra significancia y  coherencia 

interpretativa con el Acuerdo Plenario 6-2006 en su FJ 7, que reza que: 

“La reparación civil, que legalmente define el ámbito del objeto civil del 

proceso penal y está regulado por el artículo 93 del Código Penal, desde 

luego, presenta elementos diferenciadores de la sanción penal; existen 

notas propias, finalidades y criterios de imputación distintos entre 

responsabilidad penal y responsabilidad civil, aun cuando comparten un 

mismo presupuesto: el acto ilícito causado por un hecho antijurídico, a 

partir del cual surgen las diferencias respecto de su regulación jurídica y 

contenido entre el ilícito penal y el ilícito civil. Así las cosas, se tiene que 

el fundamento de la responsabilidad civil, que origina la obligación de 

reparar, es la existencia de un daño civil causado por un ilícito penal, el 

que obviamente no puede identificarse con ‘ofensa penal’ -lesión o 

puesta en peligro de un jurídico protegido, cuya base se encuentra en la 

culpabilidad del agente- [la causa inmediata de la responsabilidad penal y 
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la civil ex delicto, infracción/daño, es distinta]; el resultado dañoso y el 

objeto sobre el que recae la lesión son distintos”, en ese sentido, el 

acuerdo plenario 5-2008 en su FJ 24, indica que: “Otro tema relevante de 

la conformidad está vinculado al objeto civil del proceso penal. Como 

quiera que en el proceso penal nacional –más allá de los matices propios 

que contienen el Código de Procedimientos Penales y el Código Procesal 

Penal- se produce una acumulación heterogénea de acciones: la penal y 

la civil, y esta última necesariamente deberá instarse y definirse en sede 

penal –con los alcances y excepciones que la ley establece-, en tanto en 

cuanto puede generar un daño patrimonial a la víctima, un daño 

reparable. Como se está ante una institución de naturaleza jurídico-civil, 

que descansa en el daño ocasionado, no en el delito cometido, y se 

proyecta, en cuanto a su contenido, a lo establecido en el artículo 93° del 

Código Penal, procesalmente está informada por los principios 

dispositivo y de congruencia. La vigencia de los indicados principios, a 

tono con la naturaleza privada –y, por ende, disponible- de la 

responsabilidad civil ex delicto, determina que si no se cuestiona la 

reparación civil fijada en la acusación fiscal el Tribunal está limitado 

absolutamente a la cantidad acordada, esto es, no puede modificarla ni 

alterarla en su alcance o ámbito y magnitud”. Quedando establecido que 

la pretensión civil derivada del daño causado por el delito es acumulativa 

solo por cuestiones de celeridad y agilidad procesal, ante ello surge la 

problemática ¿si el juez de investigación preparatoria esta en óptimas 

condiciones de emitir un pronunciamiento de fondo con respecto a una 

reparación civil cuando este decide declarar fundado un sobreseimiento 

ya sea que hay sido solicitado por la fiscalía o defensa técnica? Somos 

de la posición férrea y consistente que no está en dichas condiciones 

más allá que el artículo 12.3 del Código Procesal Penal del 2004 lo 

establezca de manera normativa porque toda interpretación debe ser de 

manera razonable y funcional  para desentrañar sus alcances facticos, 

siendo así que el articulo materia de hermenéutica jurídica y poniéndole 

coto a este punto, el pronunciamiento del órgano jurisdiccional de 

garantías sobre una reparación civil ya sea por cuestiones de atipicidad 

del hecho o que se haya presentado una causa de justificación, causa de 
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inculpabilidad, de no punibilidad, excusa absolutoria, etc. pero dicho 

hecho haya generado un daño; no sería acorde a un debido proceso 

respetando los derechos fundamentales del justiciable, en este caso del 

procesado ya que ante dicha solicitud de sobreseimiento declarada 

fundada por el JIP y ante un pronunciamiento por parte de la judicatura 

genera indefensión ya que se estaría vertiendo un pronunciamiento de 

fondo sin haberse actuado medios de prueba que justifique dicha 

decisión sobre cuestiones eminentemente civiles a diferencia cuando se 

emite una sentencia absolutoria o condenatoria ya que en ese contexto si 

ha existido un debate probatorio bajo los cánones de los principio de 

inmediación, contradicción, oralidad. 

 

La doctrina también ha advertido ello y ha señalado que es de 

trascendencia que exista un escenario de contradicción para debatir la 

reparación civil ante un pronunciamiento de sobreseimiento así como lo 

hay para emitir una sentencia de fondo, según DEL RIO (2010), lo ideal 

hubiese sido que el NCPP fije una audiencia especial para discutir la 

responsabilidad civil luego de decretar el sobreseimiento de la acción 

penal. Esto permitiría una actuación probatoria que se centre en el objeto 

civil, debate al que además podría acudir el Juez solo si existiese la 

posibilidad de una condena civil. Siguiendo este criterio, lo lógico hubiera 

sido que el NCPP otorgue un espacio al actor civil para introducir su 

pretensión, sin que ello suponga “cuestionar” la solicitud de requerimiento 

propuesta por el Fiscal; es por esta razón que existe el art. 12.3, que 

permite al actor civil satisfacer su pretensión, incluso, en aquel supuesto 

en el que el Fiscal renuncie a la persecución penal. De hecho, también 

hubiese sido la solución ideal en el ámbito en el que el encargado de 

solicitar la reparación es el propio Fiscal que solicita el sobreseimiento. 

En todos los casos se hubiera planteado una  “Audiencia especial” que 

hubiera posibilitado la discusión de la pretensión civil una vez resuelta la 

improcedencia del juicio oral por las razones que sustentan la 

declaración del sobreseimiento. 

Más si se tiene en cuenta que la discusión, fundamentalmente, se 

centrara en determinar porque es que existe la necesidad de declarar la 
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existencia de una obligación de carácter civil, incluso, cuando se ha 

descartado la existencia de un ilícito penal. De esta forma, se evitan 

resoluciones contradictorias, ya que, en muchos casos, puede suceder 

que el archivo de la acción penal y la condena civil constituyan 

fundamentos incompatibles entre sí. El NCPP regula una institución muy 

parecida en el ámbito de la conclusión anticipada del juicio oral. El art. 

372 NCPP establece que si el acusado admite-previa consulta con su 

abogado defensor-ser autor o participe del delito materia de acusación y 

responsable de la reparación civil, el Juez puede declarar la conclusión 

del juicio mediante una sentencia de conformidad que puede incluir un 

acuerdo entre acusado y el Fiscal sobre la pena (372.2 NCPP). No 

obstante, si se aceptan los hechos objeto de la acusación fiscal, pero se 

mantiene un cuestionamiento a la pena y /o reparación civil fijada, el 

Juez, previo traslado a todas las partes y siempre que en ese ámbito 

subsista la contradicción, establecerá la delimitación del debate a la sola 

aplicación de la pena y/o fijación de la reparación civil, y determinara los 

medios de prueba que deberán actuarse (372.3 NCPP). Es interesante 

esta norma porque de alguna manera constituye un ejemplo en el que es 

posible acotar el objeto del debate a aquel extremo en el que subsiste la 

controversia. Siguiendo este ejemplo, de Lege Ferenda, es posible 

regular una audiencia especial que pueda satisfacer la propuesta del art. 

12.3 NCPP. Pero frente a la ausencia de la regulación expresa de una 

“audiencia especial” especifica, la única salida es concebir la audiencia 

de control de sobreseimiento como un espacio procesal donde deberá 

discutirse la pretensión civil y aportarse las pruebas necesarias para 

acreditar el daño ocasionado por el hecho que configura el objeto del 

proceso en trámite. Es la única forma de satisfacer el art.12.3 que aun 

constituye “cobertura” (suficiente/no ideal) para poder resolver la 

pretensión civil con la resolución de sobreseimiento.  

Lo expresado por Gonzalo del Rio Labarthe esta corroborado por lo 

manifestado por SACK (2014), quien sostiene razonablemente que no 

incurriría en incongruencia el fiscal si requiere el sobreseimiento y al 

mismo tiempo solicita se imponga el pago de una reparación civil. Esto 

se debe a que pueden ocurrir muchas circunstancias que conlleven a la 
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no persecución penal del imputado o a la falta de elementos suficientes 

que determinen la responsabilidad penal, pero si la responsabilidad civil 

del imputado. Verbigracia, si en la investigación preparatoria el fiscal 

advierte que se ha incurrido en alguna de las excepciones de 

improcedencia de acción, prescripción, de amnistía o de cosa juzgada, 

deberá concluirlas y requerir el sobreseimiento; pero, si considera tener 

suficientes elementos de prueba para demostrar la responsabilidad civil 

del imputado, puede solicitar que se debata en la audiencia la 

indemnización por daños y perjuicios. Esta decisión del fiscal deberá 

estar contenida en el escrito del requerimiento, no pudiendo sostenerla 

sorpresivamente en la audiencia. Sin embargo, el fiscal no podrá 

introducir la pretensión resarcitoria en la audiencia de control de 

sobreseimiento si es que ya existe actor civil, pues, en esos supuestos, 

su legitimidad en el objeto civil del proceso ha cesado desde que el 

agraviado se constituyó como actor civil. En este caso, si el actor civil 

quisiera introducir una pretensión resarcitoria, deberá presentar su 

escrito correspondiente en el plazo de los 10 días en que el 

requerimiento fiscal les es puesto en conocimiento de los sujetos 

procesales. Vencido el plazo legal, el juez convocara a la audiencia de 

sobreseimiento. En ella, solicitara al fiscal que sustente su requerimiento, 

propiciando el debate entre las partes concurrentes. Luego de debatir 

sobre el aspecto central del sobreseimiento, habiéndose formado 

convicción el juez de que el requerimiento fiscal es procedente, 

anunciara ello a las partes, fijando como nuevo punto a debatir la 

procedencia de la reparación civil propuesta por el actor civil o el fiscal. 

La mecánica de la audiencia debe permitir que las partes actúen los 

elementos de convicción que hayan ofrecido ya sea en el requerimiento 

fiscal o en la contestación del actor civil. De acuerdo al artículo 345.3, la 

concurrencia a la audiencia no es obligatoria para el imputado, el tercero 

civil o cualquiera de sus abogados defensores, instalándose con quienes 

concurran, por lo que, de imponerse una reparación civil, deberán asumir 

sus consecuencias, siendo el riesgo que corren al no asistir a la 

audiencia. Lo invocado por el autor anterior tiene consistencia ya que 

para que se pueda debatir probatoriamente en igualdad de armas la 
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responsabilidad civil tanto la fiscalía o el actor civil y la defensa técnica  

deben ofrecer medios de prueba en su escrito de absolución del 

requerimiento de sobreseimiento, ya que una vez debatido el 

sobreseimiento y de ser el caso de declararse fundado se pasara a 

debatir la admisión de los medios de prueba que gira en torno a la 

pretensión civil tanto del imputado como de la parte interesada, ante ello 

de ser el caso, una vez admitidos los medios de prueba se pasara a su 

debida actuación en ese momento o en su defecto se programara la 

diligencia lo más pronto posible, ello ha sido respaldado por el Sistema 

Nacional Especializado En Delitos de Corrupción de Funcionarios, por la 

Sala Penal Nacional de Apelaciones Colegiado “A”, en la resolución 

recaído en el expediente 00011-2017-7-5201-JR-PE-03, incoado en 

contra de José Francisco Zaragoza Amiel y otros, por la presunta 

comisión del delito contra el orden socioeconómico, en la modalidad 

típica de Lavado de Activos, en agravio  del Estado, la cual refiere en el  

fundamento 12 que: “12. Por otro lado, el colegiado considera que la 

Procuraduría Publica Ad Hoc no está ejercitando su pretensión 

resarcitoria dentro de un proceso civil, sino en un proceso penal, y se 

encuentra vinculada a la comisión de un hecho delictivo. Es por esta 

razón que el inciso 2, articulo 100 del CPP, establece como uno de los 

requisitos de la constitución en actor civil, el relato circunstanciado del 

delito en su agravio y la exposición de las razones que justifican su 

pretensión; y que además se precise el nombre del imputado, o en su 

caso del tercero civil contra quien se va a proceder. Que es a partir de su 

constitución como parte en el proceso, y conforme prescribe el artículo 

104 del CPP, que el actor civil contara con una serie de prerrogativas de 

índole procesal que le facultan a participar en los actos de investigación y 

de prueba, y ejecutar las demás facultades que se le reconocen. Las 

razones anotadas conllevan a la conclusión planteada que la pretensión 

de carácter civil en la etapa de investigación preparatoria debe estimarse 

como postulatoria, lo que no ocurre en la etapa intermedia, en la cual 

debe ofrecer de modo definitivo los medios probatorios que sustenten el 

tipo de daño y proponer su importe, a efectos de obtener la reparación 

civil” 



129 
 

 

V. CONCLUSIONES 

 

1) Se puede colegir después del análisis de este tema que radica en 

la falta de un escenario de contradicción y el pronunciamiento en 

lo que atañe a la reparación civil ante una declaración de un 

sobreseimiento genera un alto grado de indefensión, 

transgrediendo así el debido proceso, derecho de defensa, 

igualdad de armas, inmediación y oralidad con respecto al 

procesado; ya que se estaría emitiendo un pronunciamiento de 

fondo sin haber existido un debate probatorio, concibiendo desde 

esa dimensión al procesado como un objeto de derecho que tiene 

que resignarse a un pronunciamiento judicial sin darle la 

oportunidad de oponerse, lo cual es un trato inhumano afectando 

el principio de la Dignidad Humana. Ante ello es necesario una 

modificación legislativa que habilite una audiencia donde se 

debata la reparación civil con medios probatorios idóneos siempre 

y cuando hayan sido ofrecidos dentro del plazo de los diez (10) 

días hábiles de notificado el requerimiento de sobreseimiento. 

Aplicando el principio Ad maioris ad minus; es decir, si ante una 

conclusión anticipada parcial donde sólo se acepta la pena y no la 

reparación civil, dándose así dicho debate de actuación probatoria, 

en ese extremo mucho más lo será cuando se emita un 

sobreseimiento que se constituye como una absolución anticipada, 

por lo tanto debe existir un contexto de debate. 

 

2) Después de haber analizado lo concerniente al reexamen de un 

medio probatorio inadmitido dado en la audiencia preliminar de 

control de acusación, en concreto en la subfase de ofrecimientos 

de medios de prueba realizado por el mismo juez de investigación 

preparatoria, claro está con una especial y nueva argumentación 

técnica, siendo innecesaria dicha solicitud en la etapa de nueva 

prueba ante el juez de juzgamiento, se concluye que al no ser 

permitida o realizada en ese escenario se vulnera el principio de 
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imparcialidad objetiva ya que el juez de juzgamiento se estaría 

contaminando con medios de pruebas obtenidos en la fase de 

investigación (Preliminar – Preparatoria Formalizada). 

 

 

3) Luego de haber analizado lo referido a la terminación anticipada 

se concluye que ésta puede aplicarse correctamente en la Etapa 

Intermedia así exista obstáculo normativo; ya que puede hacerse 

antes que la pretensión procesal objeto de condena, que es la 

acusación fiscal sea esbozada oralmente en audiencia, siendo así, 

que no habilitarse su ejercicio en esta etapa procesal por 

cuestiones estrictamente legalistas y costumbristas dejando de 

lado la finalidad de un proceso penal, que es la satisfacción de los 

intereses procesales de las partes involucradas. En el supuesto 

del procesado, por ejemplo, se le impondría una sanción mínima y 

el agraviado vería resarcido el daño causado dentro de su esfera y 

ámbito de organización, evitando de esta manera juicios 

innecesarios y dotando de vigencia a los principios de celeridad y 

economía procesal. 

 

4) Por último, y para hilvanar los argumentos esbozados líneas 

arriba, se concluye que toda interpretación de una norma, 

institución o ley merece una decodificación y análisis con gran 

esfuerzo, aplicando una correcta hermenéutica jurídica, dotando 

toda decisión de cualquier magistrado bajo las líneas de la 

interpretación teleológica funcional, que proclama específicamente 

que todo pronunciamiento debe circunscribirse y estar acorde con 

los principios constitucionales, doctrina especializada en la 

materia, y sobre todo desentrañar los alcances normativos a las 

circunstancias fácticas que concurren al caso en concreto.  
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VI. RECOMENDACIONES 

 

Después de un análisis detallado de las conclusiones y de las cuestiones 

que más importan se pasará a esbozar algunas recomendaciones que a 

nuestro criterio deben ser tenidas en cuenta. 

 

 El Poder judicial debería capacitar mediante charlas, seminarios, 

diplomados, etc. a sus operadores jurídicos tanto jueces, fiscales 

como abogados defensores en estos temas donde se origine un 

debate alturado donde se expongas las ideas de los participantes y 

entren en contraposición con las de los demás para así poder 

obtener una sola posición. 

 La Corte Suprema debería emitir jurisprudencia vinculante sobre 

estos tópicos jurídicos que generan tanta incertidumbre; pero no 

mediante acuerdos plenarios que, como sabemos, no tienen fuerza 

vinculante sino por medio de sentencias plenarias o sino mediante 

casaciones especificándose su carácter vinculante, todo ello con el 

propósito de sentar los lineamientos de interpretación y aplicación 

normativa viabilizando así la praxis judicial pero todo ello bajo el 

respeto de los principios del proceso penal. 

 Proponemos la modificación legislativa del artículo 345 del Código 

Procesal Penal del 2004 adicionando un inciso más ,donde se 

apreciará la posibilidad de que exista una audiencia donde se debata 

probatoriamente la pretensión civil cuando se declara fundado un 

sobreseimiento; además, habilitando a los sujetos procesales el 

ofrecimiento de pruebas para su debida actuación en la respectiva 

audiencia. La fórmula legal propuesta es la siguiente: 

Artículo 345˚.- Control del requerimiento de sobreseimiento y 

Audiencia de Control de Sobreseimiento. 

1. El Fiscal enviará al Juez de la Investigación Preparatoria el 

requerimiento de sobreseimiento, acompañando el expediente 

fiscal. El Juez correrá traslado del pedido de la solicitud a los 

demás sujetos procesales por el plazo de diez días. 
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2. Los sujetos procesales podrán formular oposición a la solicitud de 

archivo dentro del plazo establecido. La oposición, bajo sanción 

de inadmisibilidad, será fundamentada y podrá solicitar la 

realización de actos de investigación adicionales, indicando su 

objeto y los medios de investigación que considere procedentes. 

3. De ser el caso las partes procesales podrán ofrecer dentro 

del plazo legal los medios probatorios útiles y pertinentes 

para su debida actuación solo en lo que se circunscribe a la 

reparación civil siempre y cuando se declare fundado el 

requerimiento de sobreseimiento.  

4. Vencido el plazo del traslado, el Juez citará al Ministerio Público y 

a los demás sujetos procesales para una audiencia preliminar 

para debatir los fundamentos del requerimiento de 

sobreseimiento. La audiencia es de carácter inaplazable, rige lo 

dispuesto en el numeral 1 del artículo 85, se instalara con los 

asistentes, a quienes escuchara por su orden para debatir los 

argumentos del requerimiento fiscal. La resolución se emitirá en 

el plazo de tres (03) días. 

5. Entre el requerimiento de sobreseimiento y la audiencia que 

resuelve lo pertinente no puede transcurrir más de treinta (30) 

días. En casos complejos y de criminalidad organizada no podrá 

exceder de sesenta (60) días, bajo responsabilidad. 

 Asimismo se propone como pretensión modificatoria el artículo 352.4 

agregando nuestra propuesta al último párrafo del referido inciso del 

mismo cuerpo normativo, quedando redactado de la siguiente 

manera: 

Artículo 352˚.- Decisiones adoptadas en la audiencia 

preliminar. 

1. Finalizada la audiencia el Juez resolverá inmediatamente todas 

las cuestiones planteadas, salvo que por lo avanzado de la hora 

o lo complejo de los asuntos por resolver, difiera la solución 

hasta por cuarenta y ocho horas improrrogables. En este último 

caso, la decisión simplemente se notificará a las partes. 
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2. Si los defectos de la acusación requieren un nuevo análisis del 

Ministerio Público, el Juez dispondrá la devolución de la 

acusación y suspenderá la audiencia por cinco días para que 

corrija el defecto, luego de lo cual se reanudará. En los demás 

casos, el Fiscal, en la misma audiencia, podrá hacer las 

modificaciones, aclaraciones o subsanaciones que corresponda, 

con intervención de los concurrentes. Si no hay observaciones, 

se tendrá por modificado, aclarado o saneado el dictamen 

acusatorio en los términos precisados por el Fiscal, en caso 

contrario resolverá el Juez mediante resolución inapelable. 

3. De estimarse cualquier excepción o medio de defensa, el Juez 

expedirá en la misma audiencia la resolución que corresponda. 

Contra la resolución que se dicte, procede recurso de apelación. 

La impugnación no impide la continuación del procedimiento. 

4. El sobreseimiento podrá dictarse de oficio o a pedido del 

acusado o su defensa cuando concurran los requisitos 

establecidos en el numeral 2) del artículo 344°, siempre que 

resulten evidentes y no exista razonablemente la posibilidad de 

incorporar en el juicio oral nuevos elementos de prueba. El auto 

de sobreseimiento observará lo dispuesto en el artículo 347°. La 

resolución desestimatoria no es impugnable. Una vez culminada 

la fase anterior se realizará una audiencia donde se debatirá 

estrictamente la pretensión civil con los medios probatorios 

ofrecidos. 

5. La admisión de los medios de prueba ofrecidos requiere: 

a) Que la petición contenga la especificación del probable aporte 

a obtener para el mejor conocimiento del caso; y 

b) Que el acto probatorio propuesto sea pertinente, conducente 

y útil. En este caso se dispondrá todo lo necesario para que el 

medio de prueba se actúe oportunamente en el Juicio. El 

pedido de actuación de una testimonial o la práctica de un 

peritaje especificará el punto que será materia de 

interrogatorio o el problema que requiere explicación 
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especializada, así como el domicilio de los mismos. La 

resolución que se dicte no es recurrible. 

 

6. La resolución sobre las convenciones probatorias, conforme a lo 

dispuesto en el numeral 2) del artículo 350, no es recurrible. En 

el auto de enjuiciamiento se indicarán los hechos específicos que 

se dieren por acreditados o los medios de prueba necesarios 

para considerarlos probados. 

7. La decisión sobre la actuación de prueba anticipada no es 

recurrible. Si se dispone su actuación, ésta se realizará en acto 

aparte conforme a lo dispuesto en el artículo 245, sin perjuicio de 

dictarse el auto de enjuiciamiento. Podrá dirigirla un Juez si se 

trata de Juzgado Penal Colegiado. 

 Proponemos la modificatoria de los artículos 352.5,b, adicionando un 

párrafo más en la parte in fine referido a lo del reexamen de un 

medio probatorio inadmitido por el Juez de Garantías. Quedando 

plasmado de la forma que a continuación se  glosa: 

Artículo 352˚.- Decisiones adoptadas en la audiencia preliminar 

1. Finalizada la audiencia el Juez resolverá inmediatamente todas 

las cuestiones planteadas, salvo que por lo avanzado de la hora 

o lo complejo de los asuntos por resolver, difiera la solución hasta 

por cuarenta y ocho horas improrrogables. En este último caso, la 

decisión simplemente se notificará a las partes. 

2. Si los defectos de la acusación requieren un nuevo análisis del 

Ministerio Público, el Juez dispondrá la devolución de la 

acusación y suspenderá la audiencia por cinco días para que 

corrija el defecto, luego de lo cual se reanudará. En los demás 

casos, el Fiscal, en la misma audiencia, podrá hacer las 

modificaciones, aclaraciones o subsanaciones que corresponda, 

con intervención de los concurrentes. Si no hay observaciones, 

se tendrá por modificado, aclarado o saneado el dictamen 

acusatorio en los términos precisados por el Fiscal, en caso 

contrario resolverá el Juez mediante resolución inapelable. 
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3. De estimarse cualquier excepción o medio de defensa, el Juez 

expedirá en la misma audiencia la resolución que corresponda. 

Contra la resolución que se dicte, procede recurso de apelación. 

La impugnación no impide la continuación del procedimiento. 

4. El sobreseimiento podrá dictarse de oficio o a pedido del acusado 

o su defensa cuando concurran los requisitos establecidos en el 

numeral 2) del artículo 344°, siempre que resulten evidentes y no 

exista razonablemente la posibilidad de incorporar en el juicio 

oral nuevos elementos de prueba. El auto de sobreseimiento 

observará lo dispuesto en el artículo 347°. La resolución 

desestimatoria no es impugnable. 

 

5. La admisión de los medios de prueba ofrecidos requiere: 

 

a) Que la petición contenga la especificación del probable aporte 

a obtener para el mejor conocimiento del caso; y 

b) Que el acto probatorio propuesto sea pertinente, conducente 

y útil. En este caso se dispondrá todo lo necesario para que el 

medio de prueba se actúe oportunamente en el Juicio. El 

pedido de actuación de una testimonial o la práctica de un 

peritaje especificará el punto que será materia de 

interrogatorio o el problema que requiere explicación 

especializada, así como el domicilio de los mismos. Las 

partes una vez inadmitido un medio probatorio pueden 

plantear un reexamen de dicho medio probatorio ante el 

mismo juez siempre y cuando se sustente en nuevos 

argumentos. 

 

6. La resolución sobre las convenciones probatorias, conforme a lo 

dispuesto en el numeral 2) del artículo 350°, no es recurrible. En 

el auto de enjuiciamiento se indicarán los hechos específicos que 

se dieren por acreditados o los medios de prueba necesarios 

para considerarlos probados. 
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7. La decisión sobre la actuación de prueba anticipada no es 

recurrible. Si se dispone su actuación, ésta se realizará en acto 

aparte conforme a lo dispuesto en el artículo 245°, sin perjuicio 

de dictarse el auto de enjuiciamiento. Podrá dirigirla un Juez si se 

trata de Juzgado Penal Colegiado. 

 

 Asimismo en esa línea de interpretación decodificada , la cual debe 

estar acorde a la figura del reexamen por el mismo Juez de 

Investigación Preparatoria se aprecia que también debe ser 

modificado el artículo 373 en torno a los incisos 2 y 3 del Código 

Procesal Penal, los cuales serán obviados, siendo la redacción 

normativa : 

Artículo 373˚.- Solicitud de nueva prueba 

 

1. Culminado el trámite anterior, si se dispone la continuación del 

juicio, las partes pueden ofrecer solo nuevos medios de prueba. 

Sólo se admitirán aquellos que las partes han tenido conocimiento 

con posterioridad a la audiencia de control de la acusación. 

Pudiendo las partes plantear un reexamen del medio de 

prueba inadmitido ante el mismo juez de juicio con una 

especial y nueva fundamentación. 

2. La resolución no es recurrible 

 

 En ese orden de ideas para dotar de consistencia y de logicidad a 

nuestra propuesta legislativa y al correcto uso de la figura adjetiva 

del reexamen de un medio probatorio se debe mutar la descripción 

legal del artículo 422 del Código Procesal Penal omitiendo así el 

inciso 2, literal b) siendo la construcción jurídica la siguiente: 

1. El escrito de ofrecimiento de pruebas deberá indicar 

específicamente, bajo sanción de inadmisibilidad, el aporte que 

espera de la prueba ofrecida. 

2. Sólo se admitirán los siguientes medios de prueba: 

a) Los que no se pudo proponer en primera instancia por 

desconocimiento de su existencia; 
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b) Los admitidos que no fueron practicados por causas no 

imputables a él. 

3. Sólo se admitirán medios de prueba cuando se impugne el 

juicio de culpabilidad o de inocencia. Si sólo se cuestiona la 

determinación judicial de la sanción, las pruebas estarán 

referidas a ese único extremo. Si la apelación en su conjunto 

sólo se refiere al objeto civil del proceso, rigen los límites 

estipulados en el artículo 374° del Código Procesal Civil. 

4. La Sala mediante auto, en el plazo de tres días, decidirá la 

admisibilidad de las pruebas ofrecidas en función a lo 

dispuesto en el numeral 2) del artículo 155° y a los puntos 

materia de discusión en la apelación. La resolución es 

inimpugnable. 

5. También serán citados aquellos testigos –incluidos los 

agraviados que han declarado en primera instancia, siempre 

que la Sala por exigencias de inmediación y contradicción 

considere indispensable su concurrencia para sustentar el 

juicio de hecho de la sentencia, a menos que las partes no 

hayan insistido en su presencia, en cuyo caso se estará a lo 

que aparece transcrito en el acta del juicio. 

 

Como se puede observar al modificarse esos tres artículos 

antes esgrimidos se haría un correcto e idóneo uso de esta 

institución procesal adjetiva penal que es el reexamen por los 

siguientes motivos: 

-Se elimina la figura de la reserva que consiste en volver a 

ofrecer un medio de prueba inadmitido en un determinado 

estadio y magistrado distintos al que lo inadmitió que como es 

de costumbre se da en la audiencia de control de acusación y 

etapa de nueva prueba al inicio del juzgamiento, todo ello tiene 

razón suficiente y base razonable de ser de la forma como se 

está enfocando porque al ser así el reexamen no tendría 

problema de ser aplicado en este caso específico ante el Juez 

de Garantías. Asimismo al modificarse el artículo 373 del 
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Código Procesal Penal omitiendo los incisos 2 y 3 se está 

posibilitando que ante el mismo juez de juicio oral se pueda 

hacer un reexamen cuando este inadmitió un medio probatorio. 

-al obviarse tanto del articulo 352.4 y del 373 del Código 

adjetivo la frase la resolución que inadmite un medio probatorio 

es irrecurrible es sobreabundante porque solo operaria el 

reexamen. -al eliminarse la postulación legal que hace el 

artículo 422 del CPP en función a que se haga una reserva a 

un medio probatorio inadmitido, también tiene expresión de 

que sea así porque debido a las normas materia de propuesta 

legislativa desaparece la figura de la reserva ya que tanto en la 

etapa de nueva del juicio oral como en la fase de ofrecimiento 

de pruebas en segunda instancia estaría circunscrita a que la 

prueba que se ofrezca en dichos estadios procesales sean 

admitidos por conocimiento posterior y no por haber sido 

denegado previamente. 
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ANEXO 01 

 

EXPEDIENTE: Nº 7024-2009-84  
TIPO: Audio  
DELITO: Defraudación Tributaria 
 

A continuación se presenta una transcripción de la exposición del letrado César 

Nakasaki en relación a un caso sobre el delito de defraudación tributaria. Se ha 

incidido sólo en la parte versada que guarda relación con la variable y dimensión 

descrita en la presente Tesis (Reexamen).  

Desde el minuto 00:03: 08 - 00:04:53 

El doctor Cesar Nakasaki argumentó que: “en virtud del artículo 155, inc. 4, del 

Código Procesal Penal y el artículo 156 del mismo texto legal, solicito el reexamen 

del auto de inadmisión de los informes jurídicos que fue materia de la sesión 

anterior, el artículo 155, inc. 4 establece expresamente que el juez puede 

reexaminar los autos correspondientes a la admisibilidad de los medios de prueba 

que ofrecen las partes y el artículo 373 establece la misma posibilidad de reexamen 

con respecto a pruebas no admitidas en la etapa correspondiente al juicio oral, 

nosotros entendemos que por una interpretación del artículo I, inc. 3 referido a la 

igualdad procesal, en la cual el juez tiene el deber de allanar que impidan o 

dificulten su vigencia y el artículo X del TP del derecho a la defensa, que garantiza 

la posibilidad que la defensa actúe en plena igualdad con sus contrapartes en la 

actividad procesal es que encontramos la procedencia de este reexamen”. 

Asimismo, desde el minuto 00:13:50 – 00:15.15 

El doctor Cesar Augusto Nakasaki Servigon esboza que: “Nosotros hemos ofrecido 

informes jurídicos, Deivis Echandia autor de la obra más importante escrita en 

español sobre teoría de la prueba, analiza cual es la naturaleza jurídica de los 

dictámenes extraprocesales de expertos y dice textualmente, siguiendo a Lezona, 

argumenta que los dictámenes de expertos como abogados científicos, etc. deben 

ser admitidos por el juez como argumentos porque siendo argumentos no hay 

obstáculos para que los encuentre exactos y correctos para que los utilice para 
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formar su concepto prefiriéndolos a otros y; luego, citando ya su propia posición, 

Deivis Echandia glosa que es decir que sostenemos para este caso la misma 

opinión que hemos expuesto anteriormente, el dictamen extrajudicial no es un 

medio de prueba, son razones lógicas , técnicas-científicas, dicho de otra manera 

reglas que el juez puede utilizar en la valoración de la prueba si así lo considera 

para el mejor entendimiento de los hecho a los que ella se refiera”. 

Desde el minuto 00:33:40 – 00:42:00  

El Juez de Investigación Preparatoria resuelve el petitorio manifestado por la 

defensa técnica, quien argumenta que:  

“Este Código Procesal Penal, es un Código garantista en donde sus fuentes son de 

carácter constitucionales, tanto es así que permite al magistrado hacer todo tipo de 

reserva respecto en defensa del principio de igualdad y del debido proceso que 

deben tener los sujetos procesales y además también nuestro Código Procesal 

Penal encuentra regulado el tema de prueba en el artículo 156, que el objeto de la 

prueba precisamente son los hechos que se refieran a la imputación, a la 

punibilidad, a la determinación de la pena o medida de seguridad, así como referido 

a los de la responsabilidad civil derivado del delito; señala también el artículo 156 

que no son objeto de prueba de forma enfática y taxativa las máximas de la 

experiencia, las leyes naturales, la norma jurídica interna vigente, aquello que es 

objeto de cosa juzgada, lo imposible y lo notorio. También reconoce nuestra norma 

procesal penal la figura del reexamen, incluso obviamente no establece parámetros 

definidos sobre ellos de modo que a criterio del juzgador que si es posible hacerse 

el reexamen como lo estamos haciendo, el artículo 155, inc. 4 prevé la figura del 

reexamen del Código Procesal Penal cuando dice que los autos que decidan sobre 

la admisión de la prueba pueden ser objeto de reexamen por el juez de la causa 

previo traslado al Ministerio Publico y a los demás sujetos procesales, en efecto así 

se ha producido. También hay que señalar efectivamente lo que se produce en el 

proceso penal en realidad o lo que es materia de investigación a efectos de 

establecer la veracidad o falsedad justamente son los hechos, los cuales no se 

aplican por si solos nada más sino que están sujetos a la aplicación de la norma 

jurídica o en buena cuenta lo que determina los hechos es justamente el derecho, 

de tal manera que en un proceso penal no se debe separar los hechos del derecho, 
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es tan así entonces que lo que hay que analizar es en todo caso si cualquier medio 

de prueba que se ofrezca para demostrar los hechos tiene que cumplir con los 

valores intrínsecos de la prueba, además de ello hay que señalar justamente los 

hechos se establecen en realidad a la aplicación de los criterios de la norma 

jurídica, también se debe precisar que la norma jurídica en el artículo 156 inciso 02 

solo está referido a la norma jurídica interna vigente, a decir de ello por ejemplo el 

profesor Mario Rodríguez Hurtado en el libro LA PRUEBA EN EL NUEVO 

PROCESO PENAL,  si bien señala que la norma jurídica interna vigente prohíbe 

que esto sea objeto de prueba, sin embargo tratándose de norma temporal o 

sucesivas o derogadas si es posible que esto sea objeto de prueba, incluso la 

norma del derecho internacional, en consecuencia también señala este mismo 

libro, incluso hay algunos párrafos sacados del libro que ha leído el doctor 

Nakasaki sobre Deivis Echandia sobre la teoría de la prueba, en ese sentido si es 

posible que se pueda admitir los informes legales que son en realidad argumentos 

de carácter dogmáticas por razones dogmáticas, jurídicas de interpretación de la 

norma, en realidad expresamente y en  forma taxativa no prohíben respecto a los 

informes legales que no se puedan admitir como prueba lo que sí está prohibido es 

con respecto a la norma jurídica, por lo tanto ese medio de prueba debe ser 

admitido para que sea tomado en cuenta o no por el juez de la etapa intermedia o 

el de conocimiento por medio de los medios de defensa que se puedan plantear en 

este momento o en su defecto en la sentencia; el juzgador escogerá en todo caso 

si lo contiene estos informes legales le producen convicción o no. Entonces se 

resuelve en vía de reexamen declarar en ese sentido infundadas las oposiciones 

hechas por la Fiscalía y el actor civil y se admite estas dos documentales referidos 

al informe legal en materia tributaria y el otro informe jurídico referido al examen 

constitucional en relación al Decreto Legislativo 813”. 
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